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[image: image1.emf]INTRODUCCION     El autor ha dedicado este trabajo a profundizar en el conocimiento de la estructura política de la  Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, sus instituciones y su sistema normativo. Es  parte de la documentación utilizada en labores docentes  y profesionales, aunque con la  dificultad que entraña cualquier trabajo jurídico, por su tendencia a quedar desactualizado.   El sistema autonómico español se ha desarrollado a buena velocidad, impulsado por la  demanda política y democrática pendiente. La l egislación autonómica ha supuesto la existencia  de nuevos centros de creación de derecho y la multiplicidad de normas superpuestas en las  diversas materias competenciales.   Se desarrolla el trabajo en lecciones  con el contenido ordenado para facilitar la co mprensión de  las estructuras y su articulación, además de utilizar terminología adaptada al nivel universitario.   La escasez de fuentes y de doctrina ha obligado a una mayor elaboración propia.  


NOTAS SOBRE LOS ANTECEDENTES HISTORICOS DEL DERECHO EN EL SURESTE PENINSULAR.


Se cree que el Sureste  es uno de los primeros territorios de la Península Ibérica que dispuso de normas reguladoras de las relaciones sociales a las que se puede asignar cierto contenido de carácter jurídico. Normalmente esas normas o reglas eran redactadas en tablas, en forma de verso para su memorización mas fácil, tal vez por el escaso conocimiento que  de la escritura tenía la población.

 El origen de esas reglas  está  fundamentado en influencias externas, tal vez de otros pueblos más avanzados ( egipcios, fenicios, griegos)  que colonizaron las zonas mediterráneas, dado el carácter receptivo y comercial de los habitantes de Tartessos y Levante.


Ese derecho primitivo se mantiene frente a las primeras recepciones del derecho romano, pero luego se va perdiendo en un proceso de refundición en el derecho provincial romano de Hispania. Claro está que la posterior persistencia de costumbres y usos ancestrales, reconocidas como derecho consuetudinario hacen suponer una defensa dinámica y constante del sustrato jurídico popular frente a normas “imperialistas” externas.


El derecho provincial romano fué eminentemente público, expresión de relaciones pactadas y regulación de aspectos organizativos o de actuación bajo el poder, que fue sin duda aplicado a la provincia Carthaginense.


La vulgarización del derecho romano clásico ( S.III a.J.C.) es consecuencia del proceso de adaptación de las estructuras jurídicas refinadas a la mentalidad de los diversos lugares. Es comprensible que la avanzada construcción jurídica clásica ni se entienda siquiera en casos de pueblos con escaso desarrollo cultural, económico y social.


Después del S. IV se van introduciendo instituciones germánicas incluso en la misma Roma,que se extenderán al resto de territorios romanizados. Se va creando un sustrato popular relativamente jurídico, que permanece y adquiere firmeza y generalidad. Muchas instituciones “refinadas” del sistema romano sufren desgaste y se pierden o transforman.

 
La codificación de las leyes romanas, ya en el S.V,, propició la sistematización y conocimiento fácil de la complicada estructura normativa. Codex Theodosianus (a. 438 d. J.C.), Paulo y Ulpiano comentaron los textos clásicos y sirvieron de fuente  en el proceso de creación del posterior entramado jurídico visigótico.


La época visigótica se inicia con el siglo V y se extiende al siglo VIII ( a. 711) . El Sureste peninsular queda al margen de la germanización . La cultura visigótica, más influenciada por la romana, era superior a las demás. Desde las Galias se trasladan a Hispania y hacen de ella dominio exclusivo visigótico. Los bizantinos se mantienen en el sureste hasta el año 631 ( Suintila). Toledo, como capital, irradia el poder desde el año 567. Sin embargo, no se produce un desplazamiento de la cultura hispano-romana, sino una nueva imbricación con ella de elementos diversos y vulgares. La evolución del poder, desgastándose y debilitándose, permite un nuevo esquema: los pueblos buscan la defensa ante los nuevos “señores feudales”.


El derecho visigótico no existía, como tal, en un principio. Las Asambleas interpretaban “lo justo”. Por influencia romana, el rey adquiere la potestad de legislar-conducir al pueblo. También se crea, junto a él, el Aula Regia, con importante papel en la creación del derecho. Igualmente fue importante la influencia de la Iglesia, a través de los Concilios.


Los grandes códigos, especialmente el Liber Iudiciorum, fueron aplicados con carácter general tanto a hispanorromanos como a visigodos en todo el territorio,.


Del enfrentamiento con los musulmanes ( a. 711) la hasta entonces España cristiana surgirá dividida en unidades políticas independientes y con personalidad propia, cada una de las cuales va a presentar, en lo sucesivo, su particular identidad jurídica. “Aquí hay que situar las raíces de la posterior configuración de España sobre la base de un diversidad jurídica que prolonga sus efectos hasta nuestros dias” (Gacto, pag. 140 ). Van a constituirse tres núcleos jurídicos: derecho del Rey, derecho de los señores y derecho municipal.


El derecho musulman, en general, se aplica en España como un ordenamiento jurídico personalista y de base confesional. Se aplica tanto a musulmanes como a conversos. Los mozárabes mantienen el derecho gótico.


A lo largo de la Edad Media va a persistir un sustrato de derecho común ( Liber Iudiciorum) caracterizado por su sistematización y amplitud, sobre el que crecerán nuevos cuerpos jurídicos influenciados por la costumbre de los pueblos del Norte y de las zonas locales ( Fueros ). La adaptación que la Lex Gothica sufre en cada lugar, para acoger soluciones nuevas o protecciones especiales, implicará su recopilación y fijación por escrito cuando las comunidades locales vislumbran una amenaza regia.


Se caracteriza esa época medieval por la diversidad jurídica, la degradación, desarrollo consuetudinario, carácter acientífico , limitación territorial, y dimensión personalista. Los Reyes, dedicados a la actividad guerrera, dejaron la labor creativa de derecho en manos de otras instituciones: concilios, jueces, etc. Más tarde se despierta una idea de superación de la fragmentación de la realidad jurídica y se va aplicando un derecho común a los nuevos territorios conquistados: o bien los nuevos Fueros Castellanos o el Fuero Juzgo (Liber Iudiciorum en versión romance).


Fernando III confirma, en 1.222, el Fuero de Toledo, una refundición anónima toledana sancionada por Alfonso VIII en 1.174, al que se añaden algunos privilegios. Es el que se extiende a muchas ciudades, entre ellas Cartagena, en 1.246. Ese Fuero es aplicado posteriormente a muchas localidades, con la sola variación de referencias localistas para hacerlo “propio”.


Los núcleos andaluces y levantinos recuperados para Castilla se regirán por el Fuero Juzgo, que Alfonso X difunde por el Reino de Murcia , otorgando las versiones de Córdoba o Sevilla a localidades como Orihuela ( 1.265 ) y Murcia ( 1.266 ). En esa misma forma, Pedro I otorgaría el Fuero de Murcia a Jumilla.

I. CONSTITUCIÓN Y DERECHO AUTONÓMICO


1. Los nuevos sistemas normativos territoriales.


2. Normas estatales y normas regionales: relaciones.


3. Conflictos normativos.
Introducción

La organización territorial del Estado.

En la transformación política del Estado español producida en el último cuarto de siglo han influido dos grandes ideas-fuerza : la libertad  y la nueva organización territorial. La primera se ha defendido con profusión de normas y con la traslación automática de las más avanzadas formulaciones habidas en otros países democráticos. La segunda, más propia de nuestro país, ha retomado una tendencia histórica lenta pero manifestada de forma incluso violenta, de la identidad diferenciada de algunas nacionalidades o regiones.


Respecto de la articulación del Estado, se sentía una necesidad de superar la división provincial producida en 1833. Los llamados nacionalismos regionales venían siendo una cuestión política pendiente desde el siglo XIX.

 Es precisamente en el siglo anterior, el XVIII, cuando aparecen dos procesos coincidentes: las primeras formulaciones de la nacionalidad española y el surgimiento de la vida provincial. Juan Pablo Fussi señala que ese nacimiento de la nacionalidad española se refleja en: a) formulación de una idea histórica de España, de su lengua y de su arte; b) manifestación de sentimientos por el propio país; c) creación de instituciones nacionales de cultura y d) planteamiento “nacional” de planes de actuación del gobierno.


Por su parte, de acuerdo con lo que ha señalado Karl W. Deutsch, el nacionalismo moderno requirió el crecimiento y la integración de mercados,regiones y ciudades; el desarrollo de un sistema de educación unitario y común; y la expansión de los medios modernos de comunicación de masas (prensa, correos, telecomunicaciones, etc.). En España esa primera construcción de lo nacional se da en los siglos XVIII y XIX.


Aunque esa idea fue consolidándose en el pueblo español, paralelamente se iba decantando la idea del regionalismo, como defensa de la identidad de algunas regiones o nacionalidades históricas, que también aplicaban a su demanda la teoría nacionalista. Sobre todo en los casos catalán, vasco y en alguna manera el gallego, su fundamento era la existencia de elementos históricos, lingüísticos, culturales, etnográficos e institucionales particulares o diferenciados. Políticamente no se plantearon en términos de masas sino de minorías, especialmente las clases cultas y burguesas.


La primera Constitución que va a dar respuesta al problema político de los regionalismos es la de 1931.Desde entonces hasta la Constitución de 1978 no se avanzó nada en el terreno del reconocimiento de las regiones mediante instrumentos políticos; al contrario, se dieron pasos atrás que la evolución posterior de los hechos demostraría que serían preparatorios de saltos adelante.

Respuestas constitucionales históricas a lo regional.

A lo largo de casi un siglo se ha desarrollado la idea política de la división regional del Estado, reflejada en los documentos políticos y jurídicos de mayor importancia como son las Constituciones.

En el proyecto de Constitución Federal de la I República Española, de 1873, se diseña una estructura federal del Estado en la que cada uno de los estados tendría su propia constitución. La federación incluía Andalucía alta y baja; Aragón, Asturias, Baleares, Canarias, Castilla la Nueva, Castilla la Vieja, Cuba, Extremadura, Galicia, Murcia, Navarra, Puerto Rico, Valencia y Regiones Vascongadas.


Las competencias se distribuían entre el Estado y los estados federados como dos grandes círculos concéntricos, en el mayor de los cuales se incluían las nacionales y en el menor, las de los estados federados.


Este diseño se quedó sólo en un proyecto político.

La Constitución de 1.931, de la II República española, rechaza la idea federal y hace referencia al “Estado integral”, en el que se reconoce la autonomía regional. Este concepto político no sería aplicado a todas las regiones sino sólo a aquellos territorios con “ilusión autonómica”. Se trataba de recoger los nacionalismos históricos exclusivamente.

 Frente a ello, Ortega y Gasset defendió la generalización del proceso.


La distribución de competencias se realizaba de forma clara mediante listas exhaustivas de aquellas que correspondían al Estado y las que quedarían en manos de las regiones. En cualquier caso y especialmente en los casos de conflictos, prevalecería el derecho estatal.

Además de esos antecedentes es conveniente señalar que la tendencia a descentralizar - regionalizar en su caso- ha sido generalizada en Europa. Ya las regiones italianas eran contempladas en la Constitución de 1942; en el Reino Unido de Gran Bretaña se da tratamiento diferenciado a Escocia y Gales, en 1977; Bélgica también introduce divisiones de carácter económico, en 1970; Francia descentraliza en comunas, departamentos y regiones, en 1982 y por supuesto, el caso de mayor profundidad política es el Estado federal alemán.


1.Los nuevos sistemas normativos territoriales.

La autonomía reconocida en la Constitución es una descentralización política del Estado, una disgregación del poder centralizado y no una mera descentralización administrativa. Los conceptos de “autonomía”, “autogobierno” y las posibilidades de determinarse cada Comunidad Autónoma sus propias instituciones, incluidas las puramente políticas, constituyen elementos definitorios de un nuevo poder político territorial.


El concepto de poder, por otra parte, supone la existencia de una legitimidad y la fuerza de obligar en sus normas y decisiones. La legitimidad del poder autonómico procede directamente de la Constitución y de los Estatutos de Autonomía y de la elección democrática de quienes lo ostentan. Pues bien, una de las características de ese nuevo poder político es la de poder aprobar normas con el máximo rango jurídico y hacerlas aplicar en el territorio autónomo. Se trata de la forma de exteriorizar la relación de sometimiento legítimo de los ciudadanos a ese nuevo poder.


Es clara, pues, la diferencia entre mera descentralización administrativa y autonomía política.


Las Comunidades Autónomas tienen reconocida, con carácter general, la potestad legislativa. Aunque el texto constitucional no recoge expresamente la existencia de Asambleas Legislativas como instituciones básicas autonómicas generalizadas, sí las prevé en el artículo 152.1 formando parte de “la organización institucional autonómica” y  “ elegidas por sufragio universal con arreglo a un sistema de representación proporcional”. Ahora bien, dicho precepto afecta a  “los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior”, es decir a las Comunidades Autónomas del 151, de primer grado o históricas. Sin embargo, tal como señala S. Muñoz Machado, existe un reconocimiento implícito de la potestad legislativa de las Comunidades Autónomas en el artículo 150.3 cuando prevé la posible necesidad de “armonizar las disposiciones normativas de las CC.AA.” y en el artículo 153. a) al atribuir al Tribunal Constitucional el control de las disposiciones normativas con fuerza de ley dictadas por aquellas.


No obstante, la evolución posterior del proceso de estructuración del Estado y la aprobación de los Estatutos de Autonomía, permitió generalizar la institución legislativa partiendo de los acuerdos o pactos políticos.


Es sabido que el poder político se exterioriza en su vertiente normativa a través de las leyes que son, dentro del sistema de fuentes del derecho, las normas jurídicas superiores. De ahí que cuando se constituye el nuevo “poder autonómico” su principal actividad normativa sea la producción de leyes propias, dando origen a un nuevo cuerpo legal caracterizado por sus ámbitos territorial y material limitados dentro del Estado.


El ordenamiento jurídico o sistema normativo entendido como la doctrina tiene perfectamente definido, está integrado por  la diversidad de normas legítimas emanadas del poder o autoridad que está facultado para ello. Su complejidad y articulación interna responden a una mayor o menor grado de desarrollo, dependiendo de los límites materiales y territoriales que sirvan de referencia. El Estado y las Comunidades Autónomas tienen ordenamientos jurídicos propios. En opinión de R. Parada, el primero es titular de un auténtico sistema jurídico, pleno, mientras que los segundos son subsistemas del estatal. De ahí que haya que distinguir determinados supuestos en los que se producen relaciones, colisiones o interdependencias entre normas de uno y otros.

2. Normas estatales y normas autonómicas: relaciones.

Partiendo del concepto general de ley como “mandato normativo expresión de las voluntas populi emitida a través de un órgano representativo que tiene conferido el poder legislativo superior” se admite un único género de disposición jurídica bajo el nombre de ley. Bien es cierto que luego, según criterios técnicos, incluso incorporados a las propias normas, se distinguen tipos diversos de leyes (orgánicas, básicas, marco, de desarrollo, de armonización, delegadas, etc.).


La ley, como norma máxima, es consecuencia del ejercicio de la potestad legislativa de forma directa por el órgano representativo de los ciudadanos, de quienes recibe la legitimidad y la función.

 En el Estado está claramente definido el denominado poder legislativo, integrado en el concepto más amplio de soberanía nacional. La Constitución atribuye, en el artículo 66.2, a las Cortes Generales, la “potestad legislativa del Estado” y lógicamente si entendemos el concepto de Estado bajo el sentido unitario también fijado por el texto constitucional, habrá una potestad legislativa originaria que se sitúa por encima de otros niveles de poder.


La creación de Comunidades Autónomas ha supuesto, como se ha visto, un nuevo poder político referido a una parte del territorio nacional. Ese poder es susceptible de ser definido y estudiado bajo la pespectiva del Derecho Político y tener un alcance distinto de su consideración bajo el punto de vista jurídico-administrativo. No cabe pensar que se discute la profundidad del proceso autonómico, sino que valoramos la ubicación de actos emanados de ese poder político, en concreto las leyes aprobadas por las Asambleas Legislativas.


Por ello, cuando decimos que hay una potestad legislativa estatal. emanada directamente de la Constitución y con valor de originaria, reconocemos que la actividad legislativa de las Comunidades Autónomas  surge del ejercicio de esa misma potestad cuando aprueba no sólo los Estatutos de Autonomía, en los que se fundamenta esa potestad autonómica, sino en el ejercicio de otras leyes de ámbito estatal que luego han de ser, de alguna forma, desarrolladas por las leyes regionales.


Se puede dedicar tiempo a discutir si la potestad legislativa del Estado es idéntica a la de las Comunidades Autónomas, si participa de la misma naturaleza, pero no es lugar adecuado, puesto que nos introduciríamos en terrenos no demasiado firmes, afectados por posiciones ideológicas o partidistas. Es más aconsejable limitar nuestro análisis a la realidad legislativa: hay leyes estatales y leyes autonómicas que conviven en un mismo territorio y deben ser cumplidas por los mismos ciudadanos.


Hay normas estatales claramente situadas en el ordenamiento jurídico en una posición preeminente: Constitución, leyes orgánicas, leyes de bases, leyes marco, leyes de delegación y decretos-leyes. Su ámbito de aplicación es estatal, sin reservas.


Las leyes autonómicas han de referirse a las materias de competencia exclusiva suya y para el territorio regional. Estos requisitos se unen a los generales de proceder del órgano legislativo y haber seguido el procedimiento adecuado para su elaboración y aprobación. Por tanto, coinciden en éstos últimos con las estatales pero difieren en los ámbitos material y territorial.


No se deduce de ello distinta naturaleza, de cara a su cumplimiento y aplicación jurisdiccional. Únicamente debemos observar una cautela: no olvidar la existencia del ordenamiento jurídico estatal, puesto que implica un conjunto de normas lo suficientemente complejas y amplias- en algunos casos con límites muy indefinidos- que pueden resultar de aplicación, caso de “la ordenación general de la economía”, o “regulación de condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles”.


Algún autor, como MUÑOZ MACHADO, ha manifestado su posición clara en defensa de la igualdad de la potestad legislativa propia del Estado y de las Comunidades Autónomas, basándose en la equiparación de órganos productores y en que la reserva legal puede también observarse por las Asambleas autonómicas.

Equiparar las normas, es considerar que no existe jerarquización entre leyes estatales y autonómicas y sí ámbitos distintos. Es más adecuado destacar como clarificador el principio de “competencia”.

Los límites de la potestad legislativa son los mismos que se pueden aplicar a la autonomía como poder político ( unidad, territorio, igualdad, solidaridad, libre circulación, etc. ) que, por otra parte, son de aplicación también al Estado.


Ese principio de competencia plantea dificultades reales cuando se desarrolla actividad legislativa. El esquema de distribución de competencias materiales llevado a cabo en los artículos 148 y 149 de C.E. no es definido, exacto, indiscutible. Muy al contrario, ha resultado flexible, diverso, no uniforme, discutido con bastante frecuencia, impreciso, etc. Si a ello añadimos que competencias estatales pueden ser delegadas en Comunidades Autónomas, como ya se ha hecho, el diseño es algo más que confuso. Prueba de ello es el desarrollo del proceso de transferencias que, tras casi dos décadas, se considera lejos de estar cerrado y resuelto con carácter definitivo.


Por tanto, el de competencia, no es un principio que facilite plena seguridad jurídica al ciudadano y fundamente con claridad el alcance de la potestad legislativa a la que nos venimos refiriendo.


El principio de jerarquía, tradicional en el análisis de la posición de unas normas respecto a otras, puede ser de aplicación especialmente al considerar las normas de un mismo sistema jurídico. Pero es en la regulación de ciertas materias donde se producen dificultades: la Constitución, leyes marco, leyes bases y leyes de delegación, que se sitúan en una posición superior respecto de la norma autonómica con la que están relacionadas. Para la doctrina italiana es una posición jerarquizada. Para Muñoz Machado son normas no jerarquizadas sino de ámbito material distinto: unas tienen como  límite lo dispuesto en las otras.


Mayores complicaciones presentan las normas “de desarrollo legislativo”. Pueden considerarse normas  secundarias respecto de la principal, a la que están claramente sometidas incluso en su extensión y vigencia. Siguen la suerte de la ley de bases correspondiente y a ella deben referirse. Bien es cierto que las Comunidades Autónomas pueden aprobar leyes de desarrollo distintas entre sí, pero eso forma parte de la flexibilidad con que el legislador estatal quiere que se regule alguna materia.


El llamado principio de prevalencia consiste en que, con carácter general, se considera que un ordenamiento cubre las deficiencias de otro menor, por ser aplicable siempre en caso de dificultad, vacío, o duplicidad. No parece que la doctrina esté de acuerdo unánimemente. Para algunos será problema de delimitación competencial y para otros habrá un pronunciamiento claro a favor de la aplicación de ordenamiento más amplio.


La propia Constitución ha establecido que será de aplicación preferente el derecho estatal en caso de conflicto sobre aquellas materias no asumidas por las Comunidades Autónomas en sus Estatutos. (Art. 149.3 C.E.)


Más difícil es la solución en caso de concurrencia de normas estatales y autonómicas, puesto que ya se acepta, en principio, la dualidad de regulación de un aspecto o materia concreta.


Las normas estatales previas a la formación del sistema autonómico mantienen su vigencia como tales y son aplicables siempre que no haya otra regional que- siendo exclusiva la competencia- haya regulado ya el supuesto fáctico considerado. Puede incluso que no haya otra norma regional y sea de aplicación directa la anterior norma estatal. Como es lógico, quedan flotando en un espacio normativo hasta que se adopte una solución general de derogación de tales normas. También puede ocurrir que no se dicten normas por una Comunidades Autónomas y sí por otras, con lo que el espacio regulado es discontínuo para el nivel autonómico y no para el estatal.


La seguridad jurídica aconseja que las normas sean fácilmente identificables y no ofrezcan dudas sobre su ámbito, procedencia, etc. En la situación actual las leyes se identifican de igual manera, sean estatales o autonómicas, sin que esté regulada la necesidad de introducir alguna referencia que las distinga o que diferencie entre las de las Comunidades Autónomas. Así, puede haber una “ley de turismo” de Valencia, de Andalucía, etc. y diferenciarse sólo en el número o la fecha, con lo que la dificultad de localización será mayor que si hubiera referencias identificativas.


Las restantes normas ( Decretos, órdenes, resoluciones, instrucciones, etc. ) ofrecen parecido esquema de articulación en los ordenamientos estatal y autonómico: responden al principio de jerarquía 

3. Conflictos normativos


Entre las normas jurídicas emanadas de distintos órganos pueden surgir conflictos debidos a la alteración del principio de jerarquía, del ámbito material y del ámbito territorial. En el primer caso se producirá una regulación fáctica de la norma inferior contraria u opuesta a la norma superior. En el segundo, una norma invade el campo reservado a otra. Y por último, en el tercero, una norma extiende su ámbito de aplicación a un territorio sobre el que no puede ser obligatoria.


Ejemplo del primer caso sería: un Decreto que altera lo establecido por la ley que desarrolla.; ejemplo del segundo: una norma sobre medio ambiente regula sanciones penales por infracciones; ejemplo del tercero: una ley extiende su aplicación a naturales de una región residentes en otra.


A su vez, podemos distinguir conflictos entre diversas normas:


1.Constitución contra normativa de la Unión Europea


2.Normas estatales y autonómicas contra la Constitución


3.Normas autonómicas contra normas estatales


4.Normas locales contra normas autonómicas


Tanto el Tratado de la Unión Europea como los demás Tratados Internacionales  implican una instancia supranacional que produce la modificación de normas nacionales, incluida la propia Constitución ( artículo 95.1 de la C.E. Esa modificación deberá ser previa a la celebración del Tratado. Ahora bien, puede regularse en él mismo la forma en que se vaya produciendo la revisión de normas si la naturaleza del Tratado es política y de integración en una Institución, como puede ser la Unión Europea.


Cuando una ley, ya sea estatal o autonómica, contiene preceptos que van contra lo dispuesto en la Constitución, se pueden dar los siguientes supuestos:


Recurso de inconstitucionalidad. Es el proceso de impugnación de normas con rango legal, ante el Tribunal Constitucional, por parte de los sujetos legitimados de conformidad con el art. 162 de la C.E. y los requisitos que determina la norma reguladora del Alto Tribunal.


El Gobierno de la nación puede, también según el art. 161 de la C.E., impugnar disposiciones y resoluciones adoptadas por órganos de las Comunidades Autónomas.


Los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o los de éstas entre sí, también los resuelve el citado Tribunal. Hay que entender que la mayor parte de las veces se darán conflictos entre normas dictadas con carácter general, ya que en otro caso se debe utilizar la via contencioso- administrativa.


La cuestión de inconstitucionalidad es la planteada por los órganos judiciales cuando una ley puede infringir la Constitución y deba ser aplicada en algún procedimiento en tramitación.


Cuando una norma autonómica disponga algo que vaya contra lo preceptuado por otra estatal, habremos de distinguir si se trata de un problema de competencia material, en que por la Comunidad Autónoma se invada la competencia reservada o si estamos ante una norma de desarrollo de la estatal que no se ajusta a la norma base.

II. RÉGIMEN ESTATUTARIO DE LA REGIÓN DE MURCIA



1. Antecedentes: el período preautonómico.



2. Preparación y elaboración del Estatuto regional



3. Estructura y contenido



4. Competencias: concepto y clases.



5. Relaciones exteriores



6. La reforma del Estatuto.

Introducción..

Con el nuevo Estado autonómico surgido de la Constitución podemos considerar que la Región de Murcia ha alcanzado el momento histórico de mayor identidad de las gentes y del territorio, así como de la expresión política propia, que permitirá su proyección al futuro con perspectivas de progreso. Su crecimiento y desarrollo económico y social, junto con instituciones de autogobierno, significan una oportunidad única para que se consolide una Región mediterránea y europea.


La base geográfica de la Región le ha dado una especial relación con un recurso esencial: el agua. Desde su alcance como base productiva hasta su incidencia como elemento generador de catástrofes, la zona ha dependido siempre del agua.


Otra característica que ha definido a nuestra Región ha sido la de constituir una tierra de comunicación con otros pueblos mediterráneos y ser zona de paso a lo largo del valle que la cruza. No ha tenido el carácter de una sociedad cerrada, como otros reinos antiguos. El profesor TORRES FONTES ha entendido el Levante como una zona que atrajo, primero a los romanos y más tarde a los árabes, porque sus recursos disponibles la hicieron atractiva para asentamientos e intercambios comerciales. Desde Abd-ar-Rahman II a al -Hakam, que ordenó la construcción de la capital actual, la época medieval fue creativa y fructífera en cultura y desarrollo económico, siendo cabecera de la zona oriental peninsular.


La edad media, desde Alfonso X el Sabio hasta los Trastamara, produjo un retroceso de casi dos siglos y medio. Desde el punto de vista jurídico dependió de las Órdenes militares, los señoríos y el realengo.


La centralización impuesta por los Reyes Católicos y mantenida por los Austrias se concretó, administrativamente, en la figura del corregidor, que fue utilizada para dividir la región en cuatro corregimientos: Chinchilla, Hellín, Lorca y Murcia. Es un período en el que la paz permitió el crecimiento de la riqueza y la población, aunque no dejaran de aparecer las catástrofes naturales.


El siglo XVIII supone para Murcia una profunda renovación, tanto económica como cultural y artística. Se mejoran infraestructuras de regadío y las ciudades crecen. Se mantienen los corregidores y se crean los intendentes como autoridades reorganizadoras de las actividades económicas. Cartagena es elevada al rango de Capitanía.


Durante el siglo XIX se produce cierta paralización en el crecimiento económico y de población. El antiguo reino se divide en dos provincias, en 1833, y se empieza a aplicar un nuevo concepto de administración pública. La política produce fuertes convulsiones sociales; se inician los movimientos liberales y surgen los deseos de romper lazos con el poder centralizado, manifestados en los cantonalismos de la segunda mitad del siglo ( 1873, con Antonete Galvez) y en los procesos de democratización de los ayuntamientos. Simultáneamente se inician grandes obras hidráulicas y crecen las poblaciones asentadas en zonas urbanas.


A lo largo del primer cuarto del siglo XX se mantienen las grandes obras de defensa contra riadas - pantanos de Talave, Alfonso XIII, Cierva y Fuensanta - y se consolida la idea provincial a través de la Diputación. Cartagena, por su parte, polariza mayor atención como cabecera naval del Mediterráneo.


La delimitación territorial de la Región de Murcia, referida a la división provincial actual, no ha sido aceptada de manera indiscutible. En el momento de configurar el mapa autonómico, se plantearon varias alternativas:


La referencia al antiguo reino con los territorios adyacentes a la provincia, que el profesor CREMADES  denomina “zonas de dialecto murciano”, que incluye Almansa y Villena (NE) ; Elda, Orihuela y Dolores (SE); Vélez y Huéscar (SO) y Hellín, Chinchilla y Yeste (NO).No se aceptó por afectar a varias provincias.


La ordenación económica, que aconsejaba regionalizar una zona adecuada a la vertebración y planificación del sureste, coincidiendo con la vieja idea de las Confederaciones Hidrográficas, en este caso del Segura.


La anexión a Murcia de otros municipios de habla castellana de la provincia de Alicante y otros de Albacete, cuya voluntad de integración con Murcia llegó a manifestarse formalmente durante la Primera República.


Ante todo ello y basándose, principalmente en la idea de agrupar las provincias de Castilla-La Mancha, se desgaja Albacete de la tradicional idea de la región murciana. Además, factores de población-cerca del millón de habitantes- y de unidad geográfica, aconsejaron dar autonomía a la provincia de Murcia.
1.Antecedentes: el período preautonómico.


Hay que partir de un momento histórico concreto, como es la aprobación de la Ley para la reforma política, y la celebración de las primeras elecciones democráticas, de 1977, para considerar iniciado el proceso preautonómico.


Los partidos políticos habían alcanzado un amplio consenso en atender dos demandas muy claras y manifiestas: la restauración de lo regímenes aplicados en Cataluña y el País Vasco a través de sus Estatutos, aprobados en tiempos de la II República y suspendidos a partir de 1.936. Y para ello, se acuerda promulgar una norma provisional, con rango de Real Decreto-Ley que, aunque fuera una figura poco democrática para los nuevos tiempos, permitía ser rápidos en poner de nuevo en marcha el régimen perdido.


Lo que ocurre es que surgen otros planteamientos respecto de la ordenación territorial  del Estado y su estructuración política, como es el de aplicar uniformemente a todas las posibles “regiones” un mismo diseño de autogobierno.
2. Preparación y elaboración del Estatuto Regional.

El período pre-autonómico comprende,como se ha visto, desde la entrada en vigor del Real Decreto-Ley 30 / 1978, de 27 de setiembre, hasta la entrada en vigor del nuevo Estatuto,es decir, tres años y nueve meses.Este tiempo político se caracteriza por unos rasgos que ha sistematizado M.FUNES como de “provisionalidad”, “transitoriedad”, “uniformidad” y “autonomía”. 


La provisionalidad era efectiva;no significaba la duración larga en el tiempo,como suelen ser algunas provisionalidades;tenía plazo fijo de terminación : la aprobación de la nueva norma constitucional.Era, a su vez, una situación transitoria porque el propio diseño de la solución política no permitía la permanencia.Por otra parte, todas las normas dictadas para regular el sistema pre-autonómico venían a tener el mismo contenido ( el denominado en frase anecdótica “ café para todos” ). Y por último,se aceptaba la iniciación de una fase experimental de autonomía “vigilada” que luego, se profundizaría y consolidaría aún con la sorpresa de los mismos diseñadores jurídicos del sistema.


A lo largo de este período pre-autonómico se van a realizar dos grupos de actividades políticas significativas: a) Puesta en marcha del Consejo Regional e iniciación tímida del proceso de transferencias del Estado y b) Preparación y elaboración del Estatuto de Autonomía.


El Consejo Regional se constituye el 10 de noviembre de 1.978,con D. Antonio Pérez Crespo ( UCD ) como Presidente y D. Francisco Guillén Castaño ( PSOE ) como Secretario.El 21 de marzo del año siguiente se aprueba la bandera regional,en rojo cartagena.El 11 de junio se constituye la ponencia que redactará el proyecto de Estatuto de autonomía y simultáneamente se crean cuatro grupos de trabajo para la Comisión Mixta de Transferencias .Algo más tarde,el 30 de julio, se constituye el primer Gobierno pre-autonómico de Murcia, con quince áreas o consejerías.


El clima generado en la opinión pública y los medios de comunicación es de confusión y contraste.De una parte se discute seriamente sobre las alternativas políticas del proyecto,se vierten opiniones en los medios,se mantienen reuniones políticas sobre las propuestas de los partidos. De otra, surgen comentarios humorísticos sobre la nueva autonomía y la simbología que se va diseñando.A ello se añade el surgimiento de un partido cantonal cartagenero que empieza a discutir los diversos aspectos que enfocan la autonomía hacia la capitalidad murciana y reclaman tratamiento especial de Cartagena, incluída la provincialidad.Por último, se convocan homenajes populares hacia la figura del precursor de los movimientos autonomistas , Antonete Gálvez.


El 14 de junio de 1980 comienza formalmente la iniciativa autonómica con un Pleno del Consejo que se celebra en Totana y en el cual se invita a la participación de los Ayuntamientos.Se abre un plazo de seis meses para que se pronuncien a través de sus plenos corporativos,con objeto de completar la tramitación previa del párrafo 2 del artículo 143 de la C.E., es decir que se pronuncien a favor las dos terceras partes de los municipios cuya población represente,al menos,la mayoría del censo electoral provincial.


La generalización del proceso autonómico obligaba,en el ámbito nacional,a diseñar el modelo y aplicar criterios uniformes en el desarrollo constitucional.Se firmaron los Pactos Autonómicos de 31 de julio de 1981,entre los dos grandes partidos, U.C.D y P.S.O.E., que contenían las bases aplicadas posteriormente en los Estatutos a aprobar en las Cortes Generales.


En este tiempo de preparación de la propuesta regional se elaboran textos con las diversas opciones políticas que estan presentes en Murcia. De una parte la ideología socialista destaca dos características de la situación regional: a) dependencia económica y financiera respecto de las zonas más desarrolladas de España,con “explotación” del capitalismo industrial y financiero español y extranjero; y b) dependencia política y administrativa respecto del poder central.Su propuesta está muy matizada por colores reivindicativos.En otro espacio político, las posiciones centristas destacan el sentido “realista” que debe prevalecer en todo el proceso,” sin demagogias” ni maximalismos. Finalmente, las posiciones comunistas intervienen escasamente en el proceso


El Consejo Regional fué recibiendo las adhesiones municipales y las sugerencias de cuantas personas manifestaron interés por el proceso y convocó un plazo de presentación de enmiendas al proyecto de Estatuto elaborado entonces.Hasta el 2 de abril de 1981,se fueron realizando ajustes y modificaciones y en esa fecha,el Presidente del Consejo Regional, Andrés Hernández Ros ( PSOE ) , entregó al Presidente del Congreso el texto del proyecto de Estatuto de Autonomía de Murcia,para su aprobación como proyecto de ley orgánica.


La tramitación parlamentaria en el Estado se inicia con el estudio en la Comisión Constitucional del Congreso,que tarda casi ocho meses en dictaminar el proyecto.El 16 de febrero de 1982 se debate en el Pleno del Congreso de los Diputados y se aprueba al día siguiente. Pasa al Senado,que lo aprueba el 5 de mayo.


En un pleno del Congreso de los Diputados celebrado el día 25 de mayo se aprueba definitivamente el Estatuto, por 258 votos a favor, 5 en contra y 17 abstenciones.


El 9 de junio se sanciona por el Rey la Ley Orgánica 4/ 1,982,del Estatuto de Autonomía de Murcia, que se publica en el Boletín Oficial del Estado el día 19 de junio.Su entrada en vigor se produce el día 10 de julio siguiente,es decir, veinte días después de su aparición en el diario oficial.


II.3 ESTRUCTURA Y CONTENIDO


El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, como texto jurídico-político que va a servir de referencia al desarrollo de un nuevo orden de convivencia,  territorialmente limitado y subordinado al Estado,guarda similitudes con lo que podría considerarse un texto constitucional clásico. Aunque no se haya elegido la vía federal en lo político, en lo jurídico sí se ha concebido una norma superior,cuasi- constitucional,que enmarca el nuevo concepto de Comunidad Autónoma. 


El Estatuto,como texto, es de similar estructura que la de los restantes textos estatutarios.Se trata de un texto breve que contiene un preámbulo,un título preliminar,seis títulos , dos dispociones adicionales y siete disposiciones transitorias.En sus cincuenta y cinco artículos recoge las materias propias de una norma básica,tanto en lo organizativo como en lo normativo y político.


Preámbulo.

El preámbulo es breve, redactado en lenguaje político, no excesivamente técnico,con expresiones relativas a conceptos constitucionales como son “unidad de España” ,”principio de solidaridad” , “libertad, justicia,igualdad” , “ progreso” ,etc. Existe una referencia a “autogobierno” que podría considerarse excesiva en su alcance para una autonomía regional, sin emabargo, se queda corta cuando se compara con el concepto de “nacionalidad” utilizado en los estatutos vasco y catalán.Se puede decir que es una fórmula expresiva próxima a autarquía o administración autónoma.


Como tal preámbulo no es un texto con fuerza jurídica directa pero sí con el valor de declaración política que debe influir permanentemente en la interpretación y aplicación de los demás títulos.


El párrafo primero recoge la justificación del proceso seguido hasta la aprobación,así como el marco constitucional que le ampara.


En el segundo,se destaca la naturaleza de la norma regional y contenido.


El tercero constituye una declaración de principios y valores superiores,de objetivos y vías de progreso hacia la finalidad última de la elección de este nuevo régimen jurídico: mejorar la calidad de vida de los ciudadanos.


Por lo que se refiere al párrafo cuarto se puede advertir una cierta disociación entre el respeto a derechos y deberes subjetivos y el contenido básico del párrafo: el desarrollo económico homogéneo y equilibrado territorialmente.

2. El Título preliminar es,como ha dicho el profesor LUCAS VERDÚ respecto de esta clase de textos, una fórmula política que incluye la expresión ideológica, la organización jurídica y la estructura social. Es,además un título tradicionalmente incluído en normas de esta naturaleza, especialmente en Constituciones de casi todos los países.


Sin duda que es así en el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia,donde se recogen la legitimación del poder,la simbología,el territorio definido,la cualidad política o condición de murciano,etc.


Analizando el texto de este título,se puede decir que el artículo 1 ha desenfocado de forma notoria la consideración de protagonista en el proceso autonómico,puesto que aparece como tal “la provincia”,cuando en realidad es el pueblo de la provincia el que asume su autogobierno.En otros Estatutos así se recoge y destaca,de tal forma que aparece inseparable del proceso político iniciado de los habitantes a los que va a afectar.. Tal vez estuviera justificado en la propia literalidad de la Constitución cuando abre la posibilidad de que provincias con entidad histórica podían acceder a su autogobierno.Lo que ha producido en nuestro caso es la sensación de que una mera transformación de la provincia,como concepto administrativo o territorial, en otra institución nueva.


El artículo 2 recoge la legitimación del poder autonómico que,se dice, procede de la Constitución, del propio Estatuto y del pueblo. Técnicamente parece un reflejo del párrafo 2 del artículo 1 de la Constitución, que no está justificado,al contrario de lo dicho respecto al artículo anterior. En efecto, el incluir al pueblo como origen de esa legimidad no es exacta,en pura técnica jurídico-política,puesto que no se ha sometido a consulta popular ni aprobación en referéndum. Indirectamente,a través del apoyo popular a la Constitución sí se deriva del pueblo,pero no en el sentido directo con que se expresa.


Territorialmente se delimita la Región a través de la referencia a la provincia de Murcia. Se incluy una referencia,en tiempo presente, a que se organiza en municipios y comarcas. Éstas últimas ni existían al tiempo de entrar en vigor el Estatuto ni existen algunos años más tarde. Incluso hoy está por aprobar la norma que permita hablar del proceso de comarcalización de la Región. Únicamente se ha utilizado esa división en algunos casos de estudios de tipo socio-económico,refiriéndose a comarcas definidas sin base jurídica.Así,se habla de Valle del Guadalentín, de Vega Media , de Noroeste, de Altiplano, de Campo de Cartagena, y algunas otras. El motivo de no haberse avanzado en esa línea puede ser el riesgo político que encierra abrir un profundo debate sobre agrupaciones municipales,faltando el elemento de necesidad. Pero ¿ no se dan aquí las circunstancias producidas en Cataluña?.


En relación a la simbología,el Estatuto recoge la determinación de la bandera,el escudo y el himno regional en el artículo 4. La enseña regional fué objeto,en el período preáutonómico, de estudio en cuanto a color y elementos,decidiéndose entonces el diseño aprobado ahora en el Estatuto, es decir, rectangular,con cuatro castillos almenados en oro en el ángulo superior izquierdo,distribuídos de dos en dos, y siete coronas reales en el ángulo inferior derecho,dispuestas en cuatro filas,con uno,tres, dos y un elemento,respectivamente.Todo ello en fondo rojo carmesí o cartagena.


El escudo es descrito de la siguiente forma: Escudo raso,de perfil español; campo rojo o de Gules ; en el cantón diestro del Jefe,cuatro castillos en oro,formados de dos en dos, a modo de cuadrado; en el cantón izquierdo de la punta,siete coronas de oro dispuestas en cuatro filas horizontales de una, tres, dos y una, respectivamente.Sobre el escudo, Corona Real, por ser Murcia antíguo Reino.


El himno regional,también previsto para cerrar la tríada simbólica, está aún pendiente de aprobación por la Asamblea Regional. Es cierto que desde la entrada en vigor del Estatuto se ha constituído más de una comisión para estudiar el himno de la Región,pero la realidad es que no existe himno propio formalmente aprobado mediante ley.


La condición política de murciano está reconocida a través de la vecindad administrativa en cualquier muncipio de la Región. Esta vecindad se regula en las normas de régimen local y a ellas hay que remitirse,en el mismo sentido que para adquirir la condición de español hay que acudir a las leyes estatales.En el artículo 6 se ha previsto, también, la condición política de murciano residente en el extranjero, que la ostentará aquel que hubiese tenido su última residencia en la Región y lo acrediten en cualquier Consulado de España. Junto a la significación afectiva y de mantenimiento de lazos con la tierra, se contiene un importante aspecto en esa previsión : el electoral. Después de la reforma del artículo 13.2 de la Constitución , en 1992, para adaptarla al Tratado de la Unión Europea - artículo 8 B - cabe preguntarse si los murcianos residentes en países de la Unión Europea, que antes no podían participar en elecciones locales de dichos países, optarán por participar en las murcianas si ya les es permitido hacerlo en su lugar de residencia. Tal vez,para evitar duplicidades, habría que tener en cuenta una posible reforma estatutaria.


Recoge el Estatuto, al final del Título preliminar, cerrando el artículado en el número 9, al igual que la Constitución, una referencia a los derechos y deberes de los murcianos, que serán los de la Constitución - resultando por ello innecesaria y redundante la referencia- , así como los principios a los que deberá ajustar su actuación la Comunidad Autónoma :


a) Garantía de derechos y libertades


b ) Promover condiciones adecuadas para la libertad e igualdad  de los iondivíduos.


c ) Promover el progreso económico y social que procuren mejor calidad de vida.


d) Facilitar la vida participativa,tanto cultural,como social y económica.


e) Promover la solidaridad entre municipios y comarcas y de la Comunidad Autónoma con las del resto de España.


Examinado el Título Preliminar y teniendo en cuenta el posterior desarrollo pormenorizado de los contenidos,procede hacer una referencia genérica al resto de títulos del Estatuto.


Los Títulos I a VI constituyen más propiamente lo que en derecho constitucional se denomina parte orgánica, es decir, la que versa sobre las instituciones regionales, su regulación interna y las relaciones entre ellas.


Mención aparte hay que hacer respecto del Título I, relativo a las competencias. Su ubicación en primer lugar, al igual que ocurre en otros Estatutos, trastoca un poco el orden lógico ya que deja para un segundo lugar la regulación de los Organos Institucionales, que son los que van a encarnar la personalidad autonómica. La importancia política de las competencias en cuanto ámbito de ejercicio del nuevo poder ha obligado, tal vez inconscientemente, a desplazar la regulación orgánica.


El Título III relativo a la Administración de Justicia constituye una pretensión más que una regulación. Ya es sabido que la reseva del Estado impide cualquier regulación esencial de los aspectos judiciales. Se entiende como una transposición normativa de lo previsto y regulado ya en el Estado, más que como un diseño de poder judicial regional.Como ocurre en estos casos, alguien ha defendido el valor didáctico de la inclusión que permite conocer la división jurisdiccional y la estructuración de la Justicia en la Región de Murcia.


Se cierran los títulos con el VI, relativo a la reforma estatutaria,manteniendo la similitud estructural con la Constitución.


Contiene,además,el Estatuto dos disposiciones adicionales y siete disposiciones transitorias. 


La primera disposición adicional se refiere a la cesión provisional de tributos por parte del Estado, aspecto ya consolidado a través de la Ley 36 / 83, de 28 de diciembre.


La segunda disposición adicional es de difícil justificación por cuanto no hace sino reproducir la obligatoriedad constitucional de seguir el procedimiento legalmente previsto para alteración de límites regionales.


Las siete disposiciones transitorias, dado el tiempo transcurrido,han decaído en casi su totalidad, al haberse ido produciendo los supuestos de constitución orgánica y regulación normativa previstos.

II.4 COMPETENCIAS : CONCEPTO Y CLASES

De todo el Título VIII de la Constitución ,que contiene el diseño del Estado de las Autonomías, donde mayores problemas se han planteado es en la distribución de funciones y competencias. Ello es lógico porque de la distribución y determinación que se haga de ellas dependerá la esfera de poder de una Comunidad Autónoma.


En general, la doctrina ha considerado técnicamente imperfecto el sistema. Así, MUÑOZ MACHADO entiende que es dificultoso el entendimiento del esquema de los artículos 148 y 149, puesto que concentran demasiadas técnicas y posibilidades en dos parcos artículos cuya densidad impide entenderlos y aplicarlos con la facilidad y claridad necesarios. Tal vez a ello sea debida la extensa y variada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, producida para suplir las deficiencias o en algunos casos, para resolver negociaciones o enfrentamientos políticos.


A la complicada y confusa situación antes expuesta se une la doble consideración de las Comunidades Autónomas como de primer y segundo grado y la opción abierta que han tenido de incluir o no todas las competencias posibles, es decir el techo, en sus respectivos Estatutos. Es de agradecer, sin embargo, la corrección introducida en el sistema descrito mediante la negociación política de los Pactos Autonómicos de 1981 y 1992, que han procurado aplicar criterios homogéneos y acercar los marcos competenciales.


En la distribución que aquí se comenta se sigue el antecedente de la Constitución de 1,931, con bastante aproximación; también se han recogido referencias del modelo regional italiano y bastante del alemán federal. Aún hay que aceptar que, como ha señalado FRIEDRICH, se trata de un “asunto de conveniencia”, o sea, dependiente de circunstancias esencialmente políticas.


Lo cierto es que el sistema de listas, que parte de la Constitución americana, se ha ido adaptando a la evolución de las distintas sociedades y ha evolucionado desde un enunciado de categorías generales a formulaciones cada vez más concretas.

En general, el rango de las funciones también ha quedado dividido en la práctica: el poder central se reserva las grandes regulaciones legislativas del sistema jurídico-material y permite la ejecución e incluso el desarrollo legislativo a las Comunidades Autónomas, manteniendo siempre la última cláusula residual en favor del Estado.


Para la determinación de las competencias hay que tener en cuenta que se trata de ámbitos materiales en los que se ejerce la respectiva función. Así, en la competencia de defensa, todo lo concerniente a ese concepto material, desde la función legislativa a la meramente ejecutiva, corresponde al Estado. También puede haber conceptos más concretos como alguicultura, que también delimitan una competencia que puede ser legislativa, de desarrollo o ejecutiva.


Cuando se habla de “ exclusividad “ se está determinando que la materia adjudicada corresponde al poder titular con la plena disponibilidad y el máximo funcional es decir, la legislación. Frente a ella cabe hablar de “ concurrencia “ cuando sobre la misma materia pueden intervenir los dos poderes. Algún autor mantiene que suele presentarse una concurrencia general del Estado, de carácter excepcional, por motivos también extraordinarios, apoyada en cláusulas generales. Tal sería la resolución de problemas de agricultura en una Región, en el supuesto de graves inundaciones, con competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma  sobre la materia.


Para la determinación de las competencias se presentan problemas debidos a la “ compleja tipología “ utilizada. En unos casos versa sobre la actividad pública (relaciones internacionales) ; en otros sobre bienes ( minas, aguas ) ; sobre relaciones jurídicas ( derecho civil ) o sobre técnicas económicas ( planificación ). Además, será necesario acudir a la formulación concreta del respectivo Estatuto para identificar y valorar la competencia, función en la que habrán de utilizarse los elementos interpretativos del sistema jurídico, las denominadas  “competencias implícitas “, tener en cuenta la propia naturaleza de las cosas y las “ competencias conexas” a la principal que consideremos.

Las competencias del Estatuto de la Región de Murcia

El Título I, cabecera de la parte de regulación positiva, recoge las competencias del poder autonómico, antes incluso que la referida a los Órganos Institucionales. La razón puede estar en la importancia política concedida a las “listas” como expresión numerada y concreta de las materias desgajadas del poder central y por ello, definición y límite de campos de actuación


La regulación establecida inicialmente por el Estatuto de Autonomía ha sido modificada por la Ley Orgánica 4 / 1994, de 24 de marzo, de reforma de dicho Estatuto. Afecta tanto a los contenidos como a las propias enumeraciones de las competencias.


Las competencias se agrupan en relación al grado con que se podrán ejercitar, es decir, exclusivas, de desarrollo legislativo y de ejecución.


De los diez artículos de que se compone el Título los tres primeros, 10, 11 y 12 agrupan casi todas las competencias regionales, quedando en los restantes algunas de ellas necesitadas de especial consideración o tratamiento.


El artículo 10 se refiere a las competencias más amplias desde el punto de vista funcional, ya que incluyen, como dice el propio artículo en un gesto de definición, la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva.


Su número y contenido responde, al día de hoy, a los parámetros generalmente aplicados a las Comunidades Autónomas de vía lenta. Son treinta y cinco apartados, cada uno de los cuales contiene una o varias competencias materiales. Su expresión no es uniforme, como se ha dicho antes, por lo que es preciso acudir directamente al texto para conocer si se trata de una competencia “ limpia” de condiciones o está sometida a alguna limitación directa o indirecta.


Con objeto de hacer más fácil la retención de todas las competencias, las agruparemos sectorialmente.


Obras públicas


- Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda


- Obras públicas de interés para la Región dentro de su propio territorio y que no sean de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.


- Ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Región de Murcia  y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios,  por cable y tubería. Transporte marítimo entre puertos o puntos de otros ámbitos territoriales. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transporte.


- Puertos, aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación de interés general, en los términos del artículo 149.1.20 de la Constitución.


Agua y agricultura

- Agricultura, gandería e industrias agroalimentarias,de acuerdo con la ordenación general de la economía.


- Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de interés para la Comunidad Autónoma, cuando el cauce integral de las aguas se halle dentro de su territorio. Aguas minerales y termales.


- Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos, aguas superficiales y subterráneas cuando discurran o se hallen íntegramente en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.


- Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura, alguicultura, así como el desarrollo de cualquier forma de cultivo industrial. Caza y pesca fluvial. Protección de los ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.

Economía e industria

- Ferias y mercados interiores.


- Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional, así como la creación y gestión de un sector público regional propio de la Comunidad Autónoma.


- Artesanía.


- Promoción, fomento  y ordenación del turismo en su ámbito territorial.


- Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de Seguridad Social, respetando la legislación mercantil.


- Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias, o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131, y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.


- Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

Cultura, juventud y deportes

- Museos, archivos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Región, que no sean de titularidad estatal.


- Patrimonio cultural, histórico y arqueológico, monumental y artístico de interés para la Región.


- Fomento de la cultura y de la investigación científica y técnica en coordinación con el Estado, especialmente en materias de interés para la Región de Murcia..


- Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.

- Política juvenil conforme a lo establecido en el artículo 48 de la Constitución. 

- Espectáculos públicos


- Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

Hacienda y finanzas

- Estadística para fines no estatales.


- Casinos, juegos y apuestas, excepto las apuestas y loterías del Estado.

Otras

- Organización de sus instituciones de autogobierno.


- Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.


- Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autónoma.


- Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización propia.


- Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma

Competencias de desarrollo legislativo y ejecución.

En el marco de la legislación básica del Estado, que normalmente tendrá carácter orgánico, pero puede ser regulación por ley ordinaria en la que se hace constar el carácter de básicos de sus preceptos o de parte de ellos, la Comunidad Autónoma tiene reconocidas las siguientes competencias, en al artículo 11 :


Administración territorial

- Alteración de los términos y denominaciones de los municipios comprendidos en su territorio, así como la creación de entidades de ámbito inferior y superior a los mismos.


- Policías locales


Sanidad

-Sanidad e higiene.


-Coordinación hospitalaria general, incluída la de la Seguridad Social


-Defensa del consumidor y usuario.


-Protección del medio ambiente


Sectores económicos

-Ordenación y planificación de la actividad económica regional, dentro de los objetivos de la política económica nacional.


-Ordenación de entidades financieras y Cajas de Ahorro, de ámbito regional o que operen en el ámbito regional.


-Corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y profesionales.


-Régimen minero y energético.


-Ordenación del sector pesquero.


-Montes y aprovechamientos forestales, con especial referencia al régimen jurídico de los montes de titularidad municipal, vías pecuarias, pastos, régimen de las zonas de montaña, así como espacios naturales protegidos.


-Investigación en materias de interés para la Región.


Otras

-Prensa, radio y televisión y otros medios de comunicación social.


En el ejercicio de las competencias señaladas, la actividad legislativa que se permite ha de respetar la legislación del Estado, por lo que se constituye en norma de desarrollo, con vocación reglamentaria.


También puede desarrollarse una norma estatal mediante un decreto regional, que deberá ser informado por el Consejo de Estado, encargado de dictaminar la adecuación o no a la norma estatal.


Mención aparte merece la competencia en materia de educación recogida en el artículo 16, en su redacción vigente, tras la reforma estatutaria de 1.994. El grado de reconocimiento es de desarrollo legislativo y ejecución, “ de la enseñanza en toda su extensión, niveles, grados, modalidades y especialidades...”, añadiendo en el párrafo 2 la obligación de suministrar información al Estado y de colaborar en las actuaciones de éste sobre el seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional.

Competencias de ejecución

Se trata de un grupo de competencias en el que la Comunidad Autónoma tiene encomendada sólo la función ejecutiva, es decir , la de gestionar de conformidad con lo regulado por el Estado tanto legal como reglamentariamente. El nivel de vinculación procedimental es máximo y el control que puede permitirse el Estado es, igualmente, de la mayor profundidad.


En este caso, la Administración regional asume la función de órgano estatal, es decir, constituye el brazo ejecutor de la competencia pero no puede regular aspectos de la misma. Aquí es donde puede ser de aplicación el concepto de “administración única”, al ser una sola administración la interlocutora con el ciudadano, cualquiera que sea la competencia ejercida.


El artículo 12 del Estatuto recoge las competencias concretas, que se refieren a :


- Medio ambiente


- Comercio interior


- Denominaciones de origen (en materia de agricultura)


- Asociaciones


- Ferias internacionales


- Gestión de las prestaciones y servicio sociales del sistema de Seguridad Social (INSERSO)


- Museos, archivos y bibliotecas estatales, mediante Convenio.


- Pesas y medidas y contraste de metales preciosos.


-Planes de implantación o de reestructuración de sectores económicos.


- Productos famacéuticos.


- Propiedad industrial.


- Propiedad intelectual.


- Laboral, excepto la inspección, legislación, migraciones, fondos de ámbito nacional y de empleo.


- Salvamento marítimo.


- Ejecución de los Tratados internacionales en el territorio de la región.


Finalmente, cabe hablar de una cláusula abierta para ampliar las competencias anteriormente recogidas, expresada en el artículo 13, de acuerdo con la cual, cualquier materia, incluídas las exclusivas del Estado, pueden ser atribuídas a la Comunidad Autónoma si así lo solicita la mayoría absoluta de los miembros de la Asamblea Regional y se aprueba en las Cortes Generales mediante ley orgánica.


El otro procedimiento de ampliación de competencias es el del artículo 150, apartados 1 y 2 de la Constitución, es decir, ley de delegación.

II. 5. Relaciones exteriores.


Desde la iniciación del proceso de constitución de las Comunidades Autónomas hasta hoy se ha producido la irrupción en nuestro sistema jurídico de una nueva instancia de poder político y normativo: la Unión Europea. Este nuevo marco en el que nos integramos, ha tenido en cuenta la articulación en su seno no sólo de Estados nacionales, sino también poderes regionales y locales.


La Unión Europea constituye una referencia supranacional que, en principio y a tenor del carácter internacional de la adhesión, mediante la aceptación de los Tratados internacionales reguladores, es de la incumbencia exclusiva, directa e inmediata del Estado, según se recoge en el artículo 149. 1, 3ª de la C.E.. Sin embargo, hay una demanda reiterada de las Comunidades Autónomas de estar presentes en esos nuevos ámbitos y participar de alguna manera en las decisiones; unas veces por defender intereses propios y otras por hacer presente su imgen y personalidad en los foros internacionales, como medio de reforzar su identidad.


Partiendo del principio de cooperación que debe presidir las relaciones Administración del Estado-Comunidades Autónomas, se ha institucionalizado la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas, cuya norma reguladora, la Ley de 13 de marzo de 1.997, ha pretendido incorporar el parecer de aquéllas al proceso de formación de la voluntad del Estado en el seno de la Unión Europea, a la aplicación del Derecho comunitario europeo y a los actos de las instituciones. De dicha Conferencia forman parte el Ministro de Administraciones Públicas y los Consejeros autonómicos responsables de los asuntos europeos. Además, se determinan una serie de mecanismos de participación en comités técnicos y de seguimiento de normas europeas.


En el caso de la Región de Murcia, de larga tradición exportadora y de relaciones comerciales con terceros países, se presenta una curiosa peculiaridad al disponer de una competencia que no es común al resto de regiones. Se trata del artículo 12.3 del E.A., que le atribuye la ejecución de los tratados internacionales y de los actos normativos de organizaciones internacionales, en materias de su competencia. Ciertamente es de difícil comprensión esta atribución concreta, ya que los tratados internacionales requieren la intervención obligada de la instancia estatal y su integración en el ordenamiento jurídico nacional, del que el regional es parte.


Aunque resulte llamativa esa circunstancia, no se le puede negar cierta anticipación a lo que actualmente se está produciendo con mayor normalidad: la recepción del espíritu de las regiones en la Unión Europea. Y así es, en efecto, cuando se les ha dado participación directa en el Comité de las Regiones, creado  por el Tratado de Maastricht, al que se han encomendado funciones consultivas en multitud de casos, en los que habrá de emitir dictamen que tendrá eficacia ante el Consejo o la Comisión.


En el constante deseo de las Comunidades Autónomas, al igual que la mayoría de regiones europeas, de ampliar sus acciones exteriores, la mayoría de ellas han promovido representaciones en otros países, a través de fórmulas que no  quiebran el principio de representación exclusiva del Estado en las relaciones internacionales, pero que les ha permitido individualizar su presencia, encauzar información y el establecimiento de contactos entre entes públicos y empresas privadas. Casi siempre se ha utilizado la capacidad autonómica  de promoción económica, turística o industrial, para abrir oficinas comerciales o de otro tipo.


Tal como se ha indicado y especialmente, en lo que hace referencia a la Unión Europea, la Región de Murcia ha creado y mantiene operativa una Oficina  de Representación en Bruselas, desde 1.996, que constituye el medio de acceso a informaciones oficiales o para-oficiales, de presentación de documentación autonómica y de colaboración con entidades públicas y privadas para el desarrollo de proyectos de interés mutuo.


Además, se mantiene una red de Oficinas de Promoción de Negocios en el exterior, dependiente del Instituto de Fomento de la Región de Murcia, en países como Japón, Estados Unidos, Méjico, Taiwan, Francia, Alemania, Rusia, Polonia, Australia, Hungría, etc., en los que promueve inversiones, misiones comerciales, apoyo a la acción empresarial privada, consorcios de exportación, etc.

II.6 Reforma del Estatuto.

Las Constituciones se caracterizan por la dificultad que entraña su reforma, puesto que parece un valor intrínseco a su propia naturaleza la “permanencia” e “inamovilidad”. En el caso de las denominadas “rígidas”, su modificación es tan dificultosa que se mantienen idénticas durante largos períodos de tiempo. Las  “flexibles” permiten su adecuación a cambios circunstanciales, como consecuencia de la naturaleza social del derecho, reflejo de la propia situación de la sociedad a la que regula y va dirigido.


En lo que participa de texto “cuasi constitucional” y dado su carácter de norma básica de una Comunidad Autónoma, el Estatuto es más que una ley o norma jurídica resultado de una proceso de elaboración ordinario del órgano legislativo. Contiene la posibilidad de su reforma mediante procedimientos específicos previstos en el propio Estatuto. Esa especialidad viene dada por la vocación de perdurabilidad que tiene y por la necesidad de que, dado el componente altamente político de las decisiones de modificación, se precisen requisitos excepcionales para la modificación.


En el caso del Estatuto de la Región de Murcia, el Título VI, artículo 55, recoge el procedimiento de reforma.


La iniciativa de reforma, que supone la existencia de una voluntad aunada para introducir cambios en el texto, pretenderá o bien mejorar o completar el contenido o recoger las aspiraciones políticas de un momento dado.


La pueden adoptar o bien órganos legislativos: Asamblea Regional o Cortes Generales ; órganos ejecutivos: Consejo de Gobierno o Consejo de Ministros y la tercera parte, como mínimo, de los municipios regionales, que representen la mayoría del censo electoral.
El proceso de elaboración del texto de reforma y su planteamiento será, en cada caso, distinto. Siempre se tratará de un texto jurídico motivado, que indique los artículos sometidos a revisión.
El procedimiento previsto en el citado artículo 55 exige que el proyecto de reforma sea aprobado en la Asamblea Regional, con el voto favorable de las tres quintas partes de los miembros de dicho órgano legislativo. Se trata de una mayoría cualificada basada en la necesidad de que el consenso sobre la reforma sea el máximo, huyendo de iniciativas minoritarias que puedan utilizar las posibles propuestas de reforma como instrumentos puramente electoralistas.
Una vez aprobado el proyecto de reforma en la Asamblea Regional, es remitido a las Cortes Generales para su tramitación como ley orgánica, también sometida a la aprobación por mayoría cualificada.


Hay un supuesto especial de reforma que sólo exige la mayoría absoluta ( mitad más uno de los miembros), y es la modificación estatutaria consecuencia de la asunción de nuevas competencias. En este caso se excepciona la exigencia de los tres quintos.


El Reglamento de la Asamblea Regional desarrolla, en su Título VI, el procedimiento especial de reforma del Estatuto, como uno de los previstos en la tramitación legislativa. En él se fija la competencia del Pleno para aprobar el texto de reforma y se recoge el derecho de que tres diputados regionales defiendan dicha iniciativa ante las Cortes Generales, previa entrega en la Mesa del Congreso del texto con la consideración de proposición de ley orgánica. 


Las reformas producidas en el Estatuto de la Región de Murcia hasta hoy han sido dos: la primera afectó al artículo 24.3 y fue aprobada por la Ley Orgánica 1/1991, de 13 de marzo. Se refería al período de convocatoria de elecciones autonómicas, que con la reforma introducida se unifica con la mayoría de Comunidades Autónomas en el último domingo de mayo, cada cuatro años. Ahora parece que, lo que fue consenso de las fuerzas políticas para unificar procesos electorales, vuelve a romperse con las reformas introducidas en algunos Estatutos (Canarias, Valencia...) mediante las cuales los Presidentes pueden anticipar la convocatoria y de otra parte, se ha incluido una reforma en la Ley Orgánica de Régimen Electoral General, por L.O. de 15 de junio de 1.998, que unifica con las elecciones europeas los procesos electorales locales y autonómicos. 


La segunda reforma afectó a los artículos propios de las competencias que corresponden a la Comunidad Autónoma, es decir el 10, 11, 12, 13 y 16. Fue aprobada por Ley Orgánica 4 / 1994, de 24 de marzo y ha sido una de las posibles ampliaciones de competencias autonómicas, apoyadas en una ley orgánica de delegación común con otras Regiones y fruto de pactos políticos nacionales que tienden a homogeneizar ámbitos competenciales.

En una tercera oportunidad, la Asamblea Regional, el 22 de julio de 1.997, aprobó en sesión del Pleno, un “Proyecto de reforma de la Ley orgánica 4/ 1.982, de Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia”, que tiene especial importancia por dos razones:


a) Por haberse producido a través del procedimiento del artículo 55, a iniciativa de la propia Cámara, y


b) Por la amplitud del contenido de la reforma.


La razón última de la reforma es la de “profundizar en la capacidad de autogobierno de nuestras instituciones, asumiendo mayor número de competencias y reforzando el funcionamiento y papel del Parlamento regional”, según decisión unánime de la Cámara.


La  reforma afecta a los artículos 3, 8, 10, 11, 12, 17, 19, 24, 25, 26, 27, 32 y 46, es decir a buena parte del contenido estatutario.


Fundamentalmente se refiere a la ampliación de competencias, a la ejecución de planes estatales económicos, a la dotación de policía, al aumento de diputados 45-55, a la realización de elecciones, retribuciones de los diputados, disolución de la Cámara por el Presidente y eliminación del límite de diez consejeros para formar el Consejo de Gobierno.


Dicha iniciativa se ha convertido en Ley Orgánica 1/ 1.998, de 15 de junio, de reforma del Estatuto de Autonomía.

III   EL SISTEMA NORMATIVO DE LA REGIÓN DE MURCIA


1. Normas estatutarias: carácter orgánico.



2. Leyes regionales: elaboración, promulgación y publi-



    cación.



3. Normas reglamentarias.



4. Supletoriedad de las normas estatales.

                                 Introducción

Las Comunidades Autónomas han supuesto una instancia nueva de poder normativo que afecta a la propia estructura del ordenamiento jurídico estatal. Cualquier estudio o análisis que hagamos de ese ordenamiento habrá de tener en cuenta la posibilidad de existencia de diecinueve centros de producción de normas que antes de 1978 no existían. Por tanto, al esquema de identificación de las fuentes del derecho tradicionales habrá que añadir los nuevos sistemas jurídicos autonómicos, con lo que de limitación territorial y complejidad pueden aportar.


La teoría tradicional de las fuentes, compartida por todas las disciplinas jurídicas, tiene su base principal en el Código Civil y, por supuesto, en la Constitución. El artículo 1 de aquél establece:


1. Las fuentes del ordenamiento jurídico español son la ley,la costumbre y los principios generales del Derecho.


2.Carecerán de validez las disposiciones que contradigan otra de rango superior.


3. La costumbre sólo regirá en defecto de ley aplicable, siempre que no sea contraria a la moral o al orden público y que resulte probada. Los usos jurídicos que no sean meramente interpretativos de una declaración de voluntad tendrán la consideración de costumbre.


4. Los principios generales del Derecho se aplicarán en defecto de ley o costumbre, sin perjuicio de su carácter informador del ordenamiento jurídico.


5. Las normas jurídicas contenidas en los tratados internacionales no serán de aplicación directa en España en tanto no hayan pasado a formar parte del ordenamiento interno mediante su publicación íntegra en el Boletín Oficial del Estado.


6. La jurisprudencia complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios generales del Derecho.


Como ha dicho RAMON PARADA esta tradicional clasificación de las fuentes no se corresponde con la realidad del ordenamiento.Primero, porque la referencia a la ley hay que entenderla incluyendo los reglamentos, implícitamente tenidos en cuenta cuando habla de que las disposiciones repetarán a las de rango superior. Segundo, porque no hace tampoco referencia a la Constittución y al nuevo sistema de producción normativa en el que aparecen nuevas figuras: las leyes orgánicas y las leyes de las Comunidades Autónomas. Tercero, porque también ignora la obligatoriedad del derecho supranacional o comunitario que suponen los reglamentos europeos.


Por tanto,manteniendo la compatibilidad en lo posible entre las regulaciones señaladas, cabría considerar las siguientes previsiones:


1. Regulación de las leyes ( ordinarias y orgánicas), decretos-leyes; decretos legislativos y tratados internacionales.


2.Normas autonómicas con rango de ley.


3. Potestad reglamentaria


4. Determinación de las Sentencias del Tribunal Constitucional.


5.Establecimiento de diversas reservas de ley, así como de los principios de jerarquía y publicidad y de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.


El principio de jerarquía supone una ordenación vertical de las fuentes, que implica una total y estricta subordinación entre ellas, de tal forma que la norma superior siempre deroga la norma inferior ( fuerza activa ) y la norma inferior es nula cuando contradice la norma superior ( fuerza pasiva ).


El principio de competencia o de distribución de materias, complementario del de jerarquía, implica la atribución a un órgano o ente  concreto de la potestad de regular determinadas materias o de dictar cierto tipo de normas con exclusión de los demás. Para ésto último, la Constitución establece ordenamientos o sistemas jurídicos autónomos que se corresponden normalmente con la atribución de autonomía a determinadas organizaciones. Este principio de competencia explica, además, la vigencia de los ordenamientos o subsistemas jurídicos al margen del principio de jerarquía, propios de las Cámaras legislativas ( reglamentos parlamentarios ) de las Corporaciones Locales ( reglamentos y bandos municipales ) y de Entes o Colegios profesionales ( estatutos de universidades, etc.).


Hablamos, por tanto, de ordenamientos jurídicos que responden a ámbitos territoriales y materiales distintos: Estado , Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales ,etc. Lo cual no impide la existencia de interrelaciones, tal como se adelantó en el inicio del Curso. Lo que sí habrá que tener en cuenta es que un sistema puede ser subsistema de otro más amplio: las Comunidades Autónomas tienen un ordenamiento jurídico integrado en el sistema jurídico estatal/ constitucional que lo vincula en los términos antes señalados. A su vez, el sistema normativo local se integra en el estatal y en el autonómico. 


Con ello vemos que la extensión y profundidad de la autonomía como cualidad propia de las organizaciones de dictar normas, está sujeta a una gradación en función de la naturaleza de esa misma organización; es decir, depende de sus límites territoriales y materiales ( competenciales). Habría que decir que la evolución actual de las organizaciones políticas generadoras de sistemas normativos y en su carácter de centros de poder político, tienden a aumentar el máximo los niveles de sus competencias, único parámetro que puede variar puesto que el otro, el territorio, es bastante rígido y muy difícil de alterar.


Cuando hablamos aquí de sistema normativo, en general, nos referimos al conjunto de normas integradas unitariamente e interrelacionadas a través, principalmente, del principio de jerarquía. Sin olvidar la superposición del ordenamiento jurídico superior, el sistema autonómico supone la existencia de un conjunto de normas propio de la Comunidad Autónoma, articuladas e interrelacionadas y de aplicación en el territorio de la misma respecto de los sujetos receptores.


En el sistema normativo regional se dan los elementos básicos:


-.Centros de producción de normas regionales (Asamblea Regional, Consejo de Gobierno, otros entes)


- Ámbito de aplicación: el territorio de la Región de Murcia.


- Destinatarios : todos los ciudadanos de la Región de Murcia.


- Publicidad: el Boletín Oficial de la Región de Murcia


No haremos referencia, pues, a la existencia de obligatoriedad de cumplimiento de otra clase de normas que las encuadrables en ese sistema, por ser propio de otro tipo de análisis.


Lo que sí es cierto, en opinión bastante generalizada de los juristas, es que la multiplicación de centros de producción de normas y de periódicos públicos que las dan a conocer, está complicando la función del jurista y reduciendo los niveles de seguridad jurídica de los administrados, al ser difícil el conocimiento de la regulación existente en cada caso. Ello obliga a especializarse cada vez más y a limitar el campo de actuación.


Otra característica señalada por los autores respecto de la multiplicidad de sistemas normativos es que están generando el crecimiento acelerado de normas de carácter administrativo, dado que las actuaciones de los poderes públicos autonómicos y locales se apoyan en ellos y tienen por objeto, en la mayoría de los casos, la regulación de la actividad pública pura o conexa con la realizada por los ciudadanos.

III.1  Normas estatutarias : carácter orgánico.


En la confluencia del ordenamiento jurídico estatal y el autonómico están los Estatutos de Autonomía como normas esenciales del diseño del nuevo sistema de división territorial del Estado. Se trata de normas jurídicas que proceden del ordenamiento estatal ,que se constituyen en cabecera del nuevo sistema.


La ambivalencia de tales normas las hacen piezas clave, tanto desde el punto de vista de quienes las esgrimen para potenciar el sentido de autonomía, como para quienes las enarbolan para destacar la dependencia del Estado. Es, desde luego, una característica que responde a la naturaleza jurídico-política de los Estatutos como normas cuasi-constitucionales.


El artículo 147.1 de la Constitución los define muy bien en los aspectos material y formal:


“ Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos de Autonomía serán la norma institucional básica de cada Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento jurídico.”


Cabe, pues, analizar la posición y naturaleza de los Estatutos desde esa doble perspectiva: a) Norma del ordenamiento jurídico estatal; b) Norma básica del ordenamiento jurídico autonómico o regional.

Norma del ordenamiento jurídico estatal.

Como se ha dicho, se trata de una norma que el Estado reconoce y ampara. Dentro de su sistema jurídico se califica de “ ley orgánica “. Bien es cierto que se trata de una ley estatal pero con determinadas especialidades como son la participación, en el proceso de elaboración, de los representantes políticos de la Región. No se produce la iniciativa a través de los procedimientos normales previstos por las Cortes Generales; se trata de una iniciativa regulada minuciosamente en la propia Constitución que tiene un alcance determinado: ser aprobada por mayoría absoluta del Congreso.


Ya se ha indicado que la regulación del proceso constitutivo de las Comunidades Autónomas recogido en la Constitución no se hizo teniendo en cuenta el carácter temporal que le es propio. Se redactó con expresiones de futuro que hoy, más de diez años depués, no tienen sentido puesto que el proceso constitutivo está terminado.


Volviendo al carácter de ley orgánica estatal, debemos precisar el concepto. El artículo 81 de la Constitución establece: 


“1.Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y  de las libertades públicas, las que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la Constitución.


2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá la mayoría absoluta del Congreso en una votación final sobre el conjunto del proyecto.”


Se trata, pues, de una ley reforzada,dotada de una mayor rigidez que la ordinaria. Se da en determinadas materias y las conexas,con criterio no cerrado que excluya la regulación flexible.


Ante la mayor rigidez de las leyes orgánicas hay que reaccionar limitando su extensión porque, como ha dicho el Tribunal Constitucional ( Sentencia de 13 de febrero de 1981 ) , podría producirse la “petrificación “ abusiva del ordenamiento jurídico en beneficio de quienes en un momento dado gozasen de la mayoría parlamentaria suficiente y en detrimento del carácter democrático del Estado, ya que nuestra Constitución ha instaurado una democracia basada en el juego de las mayorías, previendo tan sólo para supuestos tasados y excepcionales, una democracia basada en mayorías cualificadas o reforzadas.


Tampoco sería admisible que, sin modificar los Estatutos, se produjeran incrementos de hecho en las competencias o alcance de poder de algunas Comunidades Autónomas, producto de una mayor influencia o de cuota de poder parlamentario, sin sujetarse a la discusión que por la vía normal le sería propia.


Los Estatutos, como leyes orgánicas, tienen un plus sobre las que pudiéramos considerar normales : la contínua “vigilancia” ejercida por las Comunidades Autónomas sobre la posible aprobación de leyes o acuerdos del Ejecutivo que incidan en su contenido o supongan “invasión” de otros poderes.


Otra de las características de las leyes orgánicas es que se aprueban exclusivamente en las Cortes Generales, sin que exista norma paralela o equivalente de las Asambleas o Parlamentos regionales.Sin embargo, sí recoge el Estatuto regional murciano la necesidad de que determinadas leyes sean aprobadas “ con el voto favorable de la mayoría de los miembros de la Asamblea...” , como ocurre con el estatuto del presidente, requisito que las asemeja a aquéllas aunque no se denominen así.

Norma básica del ordenamiento jurídico regional.

Como hemos visto,la Constitución define en su artículo 147 el Estatuto de Autonomía como “norma instititucional básica” de la Comunidad Autónoma.La misma consideración de piedra angular le concede el Estatuto en su artículo 1.1, que recoge esa misma expresión.


El carácter normativo es evidente: regula la nueva institución autonómica , define elementos políticos , enuncia principios aplicables al quehacer público regional y se constituye en marco de regulación positiva. Su permanencia está muy asegurada, como se ha visto, por el procedimiento especial de reforma., lo que quiere decir que habrá de servir de marco de referencia durante un largo período de tiempo.


El Estatuto es norma básica que informa el nuevo sistema jurídico regional y a él están sometidas las demás normas que lo integran, de acuerdo con el principio de jerarquía aplicable constitucionalmente.


Es tambien, norma estructural. porque contiene la organización política propia de la Comunidad Autónoma.


Es norma de referencia, ya que los principios que se contienen en ella han de ser respetados por todos los poderes públicos.


Es carta de derechos de todo aquello que el ciudadano murciano pueda exigir y obtener para la mejora de su calidad de vida  y la plena realización personal.


El carácter de norma cabecera del sistema también permite afirmar que cuanta legislación o reglamentación se produzca en el ámbito de la Región de Murcia tendrá su fundamento en el Estatuto. En unos casos será de forma directa y clara, en otros será indirecta, pero siempre se tratará de un desarrollo de los previsto en la regulación estatutaria. No obstante, aunque sea así no debemos caer en el exceso de encabezar cualquier orden o instrucción con la referencia al Estatuto.


Tal como se ha dicho, cualquier desviación u oposición de lo establecido en el Estatuto producida por una norma de rango inferior significa su nulidad de pleno derecho.La impugnación, sin embargo, no se produce , para el supuesto de leyes, ante un órgano regional sino ante el Tribunal Constitucional , de ámbito estatal ( artículo 161 de la C.E.)

III . 2 . Leyes regionales : elaboración, promulgación y publicación.

Como ha dicho MUÑOZ MACHADO , el reconocimiento del poder de hacer leyes es, justamente, la frontera conceptual que separa la descentralización política de la simplemente administrativa. Entramos, por tanto, en el campo decisivo de la identificación del nuevo sistema como productor de normas en el sentido más legítimo y propio, es decir de leyes.


La existencia de esa potestad legislativa propia en la Comunidad Autónoma significa que existe un órgano que cumplirá esa función. En efecto, la Asamblea Regional de Murcia ostenta la potestad legislativa en tanto representación del pueblo de la Región, tal como se afirma en los artículos 21 y 22 del Estatuto. Qué duda cabe que con ello estamos enfocando la esencia democrática del nuevo sistema, la vinculación de la sociedad al desarrollo de la Institución autonómica.


El ejercicio de la potestad legislativa se reconoce en el Estatuto,además de en el aspecto orgánico, en el contenido competencial : el artículo 10 atribuye esa potestad en relación con las materias enumeradas en ese mismo precepto.


La ley, como resultado del procedimiento legislativo, es fuente del derecho autonómico de carácter preferente, de ahí que destaquemos su estudio más detalladamente.


En principio, debemos distinguir las distintas fases por las que discurre una propuesta para convertirse en norma obligatoria:


a) Iniciativa


b) Elaboración


c) Aprobación


d) Promulgación


e) Publicación


La iniciativa
 legislativa corresponde a los miembros de la Asamblea Regional, al Consejo de Gobierno , a los municipios y comarcas y los ciudadanos. Cada una de esas vías está regulada con detalle.


La iniciativa se podrá ejercer por los diputados regionales mediante el depósito de la correspondiente proposición de ley ante la Mesa de la Cámara. Dicha proposición debe ir firmada , al menos , por el portavoz de un grupo parlamentario, por los integrantes de una fuerza política con respaldo electoral ( grupo mixto ) o por un diputado regional con la firma de otros tres.


El Consejo de Gobierno podrá ejercer la iniciacitva legislativa mediante la remisión a la Mesa de la Cámara de un proyecto de ley que previamente habrá aprobado.


Los municipios y comarcas también pueden presentar una proposión de ley  cuando así lo acuerden uno o varios municipios o una o varias comarcas - cuando jurídicamente existan - , cuya población conjunta represente como mínimo un censo de 10,000 habitantes.


Los ciudadanos mayores de edad que gocen de la condición de murcianos y de electores, podrán presentar una proposición de ley  con el respaldo de 10,000 firmas pertenecientes a otros tantos murcianos electores.


La regulación de esas formas de iniciación se contiene en el Reglamento de la Asamblea Regional de Murcia, aprobado el 14 de abril de 1988 , en la Ley del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma ,de 7 de enero de 1988 y por último en la Ley reguladora de la iniciativa legislativa popular, de los Ayuntamientos y Comarcas, de 22 de noviembre de 1984.


Conviene señalar algunas limitaciones de carácter general:


1.Las iniciativas con repercusión presupuestaria, es decir , que impliquen aumento de gastos o reducción de ingresos , deberán obtener previamente a su admisión, la conformidad del Consejo de Gobierno.


2. Cuando se haya rechazado una proposición de ley, no podrá volver a presentarse dentro de la misma legislatura.

 
3. Todo proyecto o proposición de ley deberá acompañarse de exposición de motivos y de cuanta documentación permita valorar mejor su oportunidad y contenido.


4.La iniciativa popular y la de ayuntamientos y comarcas no podrá versar sobre:


1. Materias que no sean competencia de la Comunidad Autónoma.


2.Materias de naturaleza tributaria.


3. Las relativas a materias presupuestarias o financieras.


Elaboración.

Una vez producida la presentación del proyecto o proposición de ley, la Mesa de la Asamblea debe admitirla a trámite, lo que supone valorar que cumple las condiciones para que inicie el procedimiento legislativo.Se tienen en cuenta los requisitos, las circunstancias que concurren y el cumplimiento de cualquier condición que exista sobre la materia. La Mesa, una vez admitida, ordena la publicación del texto en el Boletín Oficial de la Asamblea Regional, procediendo a abrir un plazo de quince días para la presentación de enmiendas y posteriormente acuerda la remisión del texto a la Comisión que corresponda.


Durante el plazo citado de quince días, los parlamentarios pueden presentar enmiendas, es decir, propuestas de modificación, supresión o adición del articulado. Si se presenta una enmienda a la totalidad, se pretende sustituir en bloque el proyecto de ley por un texto alternativo, o bien que el proyecto no se admita y sea devuelto al Consejo de Gobierno.


Ya en Comisión, se crea una ponencia ,es decir un grupo de parlamentarios más reducido, que trabaja el texto de forma más intensa y específica.


Transcurrido el plazo de publicación, puede ocurrir:


a) Si se ha presentado una enmienda a la totalidad, deberá debatirse de forma prioritaria en una Pleno especial al efecto.También puede celebrarse Pleno si un tercio de los diputados solicitan a la Mesa la celebración de un debate previo.


El Pleno, una vez que vota la enmienda a la totalidad,puede adoptar alguna de las siguientes decisiones:


1.Estimar la enmienda que recomiende la devolución del proyecto de ley al Consejo de Gobierno.


2.Si la enmienda es respecto de una proposición de ley, se declara que no ha lugar a su consideración y se rechaza.Ese rechazo impide a quien la haya presentado volver a proponerla nuevamente a lo largo de la legislatura.


3.El Pleno puede estimar la enmienda a la totalidad y aceptar el texto alternativo, con lo que tiene que abrirse un nuevo procedimiento legislativo respecto de ese texto.


b). Continúa el procedimiento ordinario a través de la ponencia de la Comisión, tratando contradictoriamente las enmiendas al articulado. Tras los oportunos debates, se elabora un informe y pasa a Comisión para que dictamine sobre el texto definitivo que pasará a Pleno.


El Pleno se celebra para dar la oportunidad de defender sus posiciones a quienes han preparado el proyecto o las enmiendas y tienen carácter exhaustivo porque se va artículo por artículo. Los tiempos de intervención son distribuídos por la Junta de Portavoces.


La votación favorable en el Pleno supone la aprobación de la correspondiente ley, que deberá ser promulgada y publicada.


La promulgación constituye una fase en la que el Presidente de la Comunidad Autónoma firma el texto aprobado en la Asamblea Regional.  Etimológicamente promulgar quiere decir “ ordenar formalmente la difución de una norma por la autoridad que le corresponda”. Es, por otra parte, considerar que un texto normativo reúne todos los requisitos para que sea cumplido por los destinatarios, ciudadanos de la Región.


Es una facultad del Presidente de la Comunidad, recogida en el artículo 30.2 del Estatuto,que dice:


“2. Las leyes aprobadas por la Asamblea  serán promulgadas en el plazo de quince días desde su aprobación, en nombre del Rey, por el Presidente de la Comunidad Autónoma, que dispondrá su inmediata publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. Para su publicación en el Boletín Oficial del Estado se estará a lo que dispongan las leyes generales. A efectos de su vigencia regirá la fecha de la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia”.


También el artículo 14 de la Ley 1/1988, de 7 de enero (Del Presidente...) hace referencia a esa facultad.

III.3  Normas reglamentarias

La doctrina viene definiendo el reglamento como toda norma escrito con rango inferior a la ley,dictada por una Administración Pública.Ello significa que no puede derogar leyes y que sí puede ser derogado por una ley posterior.


En general se puede decir que, frente a las reservas material y formal de las leyes, no existe tal reserva en favor de la potestad reglamentaria. Es decir, no hay campo exclusivo para el ejercicio de dicha facultad normativa.


El reglamento es una norma general y abstracta no referida a actos concretos, por lo que se distingue de los actos administrativos singularizados, que se agotan en su propia aplicación. Como norma jurídica puede tener vigencia durante mucho tiempo y su elaboración resultar tan completa y perfecta como cualquier norma legislativa.


La justificación de la potestad reglamentaria venía dada antes por la existencia de la división de poderes, en la que el Monarca era cabeza del poder ejecutivo y tenía esa prerrogativa de “desarrollar” lo dispuesto en una ley para que su aplicación fuera posible y correcta.


Actualmente, tras la puesta en vigor de las Constituciones, la facultad de dictar reglamentos es un poder inherente reconocido a la Administración Pública en los textos fundamentales. 


En el caso de la Constitución Española, el artículo 97 reconoce en el Gobierno el ejercicio de la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las leyes. Y además, en el artículo 105 , hay una referencia indirecta a un procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas, en el cual la ley debe prever la audiencia de los ciudadanos.


Por lo que se refiere al Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, la regulación de la potestad reglamentaria se contiene en el capítulo equivalente del poder ejecutivo, paralelamente a lo ya visto en la Constitución. Así, el capítulo IV, Del Consejo de Gobierno, en su artículo 32 hace residir en dicho Consejo, como órgano colegiado que dirige la política regional, “ el ejercicio de la potestad reglamentaria en materias no reservadas por el Estatuto a la competencia normativa de la Asamblea Regional”.


La redacción no deja lugar a dudas dónde reside esa facultad y más aún, da a entender que es tan amplia como para regular cualquier materia que no esté expresamente reservada por el Estatuto a la Asamblea Regional. Si analizamos las materias reservadas de esa forma, son muy escasas. Podría pensarse que todo lo demás es de ámbito reglamentario. Creo que no debe aplicarse ese criterio porque, independientemente de lo acertado de la redacción, no cabe olvidar el principio general de superioridad de la ley y que las facultades de la Asamblea Regional, en su función, es tan amplia como las propias competencias  “ exclusivas “ o de “ desarrollo legislativo”de la Comunidad Autónoma.


En un escalón jerárquico inferior al Estatuto, la Ley del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración Pública de la Región, en su artículo 21, 4) atribuye al Consejo de Gobierno el ejercicio de la potestad reglamentaria, salvo en los casos en que ésta se encuentre específicamente atribuída al Presidente de la Comunidad o a los Consejeros. Con ello se vuelve a ratificar el órgano ejecutivo como titular de la selañada potestad. Sin embargo, hay dos límites en el precepto que parecen no adaptarse a la norma estatutaria y es que excluye los casos en que esté atribuída al Presidente o a los Consejeros.Es evidente que no es posible reducir el alcance de la potestad que otorga el art. 32 del Estatuto al Consejo como órgano colegiado, ni en favor del Presidente ni mucho menos de los Consejeros como cabezas de Departamentos administrativos. Únicamente cabe una reducida función independiente del Presidente , cuando produce nombramientos o convocatorias ajenas al acuerdo en Consejo. Lo que sí puede ocurrir con los Consejeros es que tengan atribuído el desarrollo normativo en algunas materias, pero nunca con disminución de las facultades del Consejo en cuanto se relacione con esas materias.


A los Consejeros les atribuye la citada Ley del Presidente, en su artículo 49,d) la potestad reglamentaria, cuando les esté específicamente atribuída, y la potestad para dictar circulares e instrucciones en la esfera de sus competencias.


Procedimiento de elaboración de normas generales.


Con carácter general, la Administración Regional debe ajustar su actuación a las prescripciones del procedimiento administrativo común y las que establezcan las especialidades derivadas de la propia organización. Por lo que se refiere a la regulación general,hay que acudir al Título V, artículos 51 y 52 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y el Procedimiento Administrativo Común, que recoge el respeto a los principios de jerarquía, competencia, publicidad e inderogabilidad singular de los reglamentos.


Sin embargo, se mantienen en vigor otros preceptos anteriores,como son los artículos 23 a 28 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado y el procedimiento de elaboración de disposiciones generales de los arts. 129 y siguientes de la anterior Ley de Procedimiento Administrativo.


La Ley regional del Presidente , en el artículo 58 establece que 

 
“Adoptarán la forma de Decreto de la Presidencia los actos del Presidente a que se refiere el número 3 del artículo 13, aquellos por los que nombre y ceses a los miembros del Consejo de Gobierno, los previstos en el Estatuto de Autonomía o en esta Ley, y los demás que dicte en materia de su competencia”


“Adoptarán la forma de Decreto de Consejo de Gobierno las disposiciones de carácter general, así como los actos emanados del mismos, para los que estuviere expresamente prevista esta forma”.


“Los Decretos...serán firmados por el Presidente y por el Consejero competente en la materia. Si afectaran a varias Consejerías, irán firmados por el Presidente y por el Secretario General de la Presidencia”.


“ Adoptarán la forma de Orden de la Consejería, las disposiciones y resoluciones de los Consejeros en el ejercicio de sus competencias. Estas órdenes irán firmadas por el titular de la Consejería”.


Con carácter general, el artículo 59 de la misma Ley, dice:


“Las normas de la Comunidad Autónoma entraán en vigor a los veinte día de la publicación de su texto completo en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia”, salvo que en ellas se disponga otra cosa”.


La potestad reglamentaria atribuída a los distintos órganos es indelegable en otros inferiores, tal como dispone el artículo 61,3, b) de la Ley del Presidente.


Además del procedimiento común de elaboración de disposiciones generales, hay que señalar la necesidad de que, en la tramitación, es preceptivo el informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos cuando se tengan que aprobar por el Consejo de Gobierno ( artículo 23 del Decreto 59/ 1996, de 2 de agosto).


El esquema del procedimiento, sería:


Iniciativa: Dirección General o Secretaría General, que prepara el texto


Consulta con entidades y organizaciones afectadas.


Informe de las Consejerías.


Informe del Servicio Jurídico del Departamento que la inicia.

           Informe por la Dirección de los Servicios Jurídicos.


Análisis e informe de la Comisión de Secretarios Generales.


Aprobación en Consejo de Gobierno.


Publicación en el B.O.R.M.

III. 4 Supletoriedad de las normas estatales.

La posición constitucional sobre la articulación de los sistemas normativos estatal y autonómicos está reflejada en el artículo 149, párrafo 3 de la C.E. “El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades Autónomas”.


De manera parecida se pronuncia el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en su artículo 15.4 .


Ahora bien, teniendo en cuenta el principio de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, el carácter de exclusivas que tienen algunas de ellas impide que haya concurrencia de normas del mismo rango y sobre la misma materia, puesto que si así sucediera una de ellas incurriría en nulidad.


Sin embargo lo que se quiere indicar, tal como ha señalado MUÑOZ MACHADO es que antes de existir los nuevos sistemas autonómicos había un completo sistema normativo estatal que tenía regulados casi todos los aspectos sobre los que ahora cabe su modificación o reforma mediante normas autonómicas. Incluso ante la heterogeneidad de las competencias y diversa distribución entre Comunidades, es posible encontrarse con áreas del territorio nacional que tienen como único derecho el preexistente del Estado.


Por otra parte, se ha de considerar - todavía por mucho tiempo - que el sistema estatal es más completo, contiene reglas que dan unidad , sistematicidad y coherencia al ordenamiento jurídico entero, frente a los aún nacientes sistema autonómicos.


No se puede olvidar tampoco que el Estado, en el artículo 149 de la C.E. se ha reservado como competencia exclusiva las grandes orientaciones jurídico-políticas del sistema nacional. Así,ha de regular las condiciones básicas del ejercicio de los derechos, la legislación mercantil, penal, penitenciaria, civil, de propiedad intelectual e industrial, de bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, de la ordenación general de la economía nacional, etc. Todas ellas constituyen el sustrato común del concepto de Estado y por lo tanto resulta predicable que su supletoriedad no sólo es obligada sino necesaria y recomendable para la seguridad jurídica de los ciudadanos.


Por lo expuesto, hay que deducir la aplicación prioritaria de las leyes y normas autonómicas en materias de su competencia y después,las que, existiendo con anterioridad,se incardinen en el ordenamiento estatal. Es cierto que, según transcurran los años y la producción normativa aumente en el Estado autonómico, se irán consolidando y completando los sistemas de cada Comunidad Autónoma. 


Por su parte, el Tribunal Constitucional, en reiterada jurisprudencia y más recientemente en la Sentencia 14/ 1.991, de 4 de julio, no ha dejado de insistir en la necesidad de reducir el alcance de la noción misma de supletoriedad, que debe ser entendida como “ función referidad al conjunto del ordenamiento jurídico, cuyo valor supletorio debe obtenerse por el aplicador del Derecho a través de las reglas de interpretación pertinentes, incluída la vía analógica y no ser impuesta directamente por el legislador ( estatal ) desde normas especialmente aprobadas con tal exclusivo propósito para incidir en la reglamentación jurídica de sectores materiales en los que el Estado carece de título competencial específico que justifique dicha reglamentación, puesto que esa carencia (...) no puede ser suplida con la conversión de la regla de la supletoriedad en cláusula universal atributiva de competencias”.



IV. ESTRUCTURA POLÍTICA

 1. La Asamblea Regional.

 2. El Presidente de la Comunidad Autónoma.                

 3. El Consejo de Gobierno.
Aspectos generales.


La estructura política de la Comunidad Autónoma ha de estudiarse considerándola integrada por órganos de carácter político-institucional que constituyen los centros de poder en la Región.


Existe estructura democrática porque la designación de los titulares y miembros de los diversos órganos se lleva a cabo a partir de decisiones de carácter político expresadas en procesos electorales. Por tanto, la legitimidad del poder nace de esa fuente y responde a través de los mecanismos de control previstos dentro mismo del sistema previamente aprobado. El último control, desde luego, consiste en la respuesta del elector en la votación periódica sobre la gestión de los partidos políticos.


Como viene siendo reiterado en nuestro trabajo, las referencias a la estructura política de la Comunidad Autónoma hay que buscarlas en la propia Constitución y en el Estatuto de Autonomía. La primera hizo posible la existencia de poderes regionales, en virtud de la nueva estructuración territorial del Estado. Esos poderes se generalizaron de manera directa, dando lugar a entes territoriales de naturaleza distinta a la provincia. Y de forma indirecta, posibilitando la existencia de órganos políticos homogéneos en todas las Comunidades. Decimos de forma indirecta porque lo previsto en el artículo 151 para las Comunidades históricas, fue extendido a todas las demás mediante el procedimiento de incorporar a los Estatutos los mismos órganos que se recogían en aquel precepto como fórmula reservada, en principio, a las primeras.


La estructura política básica a que nos referimos está constituida por tres órganos institucionales: Asamblea o Parlamento, Presidente y Consejo de Gobierno. El razonamiento utilizado para igualar esa estructura fue que, por aplicación del artículo 147.2,d) , las Comunidades   Autónomas disponían de amplio margen para “autoorganizarse”, por lo que- al no existir prohibición expresa- recogieron la estructura diseñada por la misma Constitución para las Comunidades históricas, sobre cuya generalización existía acuerdo político mayoritario.


Está claro que cualquier otra estructura hubiera sido posible. La libertad para organizarse se proclamaba como principio de autonomía. Pero no era ese el camino previsto por los constituyentes, que sólo recogieron la existencia de órganos legislativos en las Comunidades del  artículo 151. Ahora bien, ¿ cuál habría sido el diseño de una estructura política que no dispusiera de Asamblea?  ¿se pretendía aplicar sólo una “ descentralización administrativa” en las nuevas Comunidades? En todo caso, el pensamiento y deseo inicial fue superado con acierto por las soluciones adoptadas.


Aprobada esa estructura y examinando, en el Título II, la regulación estatutaria de los órganos políticos, cabe señalar que las interrelaciones y procedimientos de control entre esos órganos denotan un predominio del órgano legislativo. No significa algo negativo en sí mismo; supone que en el juego de las fuerzas de poder, la última palabra la tienen los diputados en la Asamblea. Tanto el Presidente, como el Consejo de Gobierno quedan sometidos estrictamente a la Cámara.

IV. 1. LA ASAMBLEA REGIONAL


Es el órgano institucional de carácter político que representa al pueblo de la Región de Murcia y ostenta la potestad legislativa.


Está constituida por una sola Cámara, elegida por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, con arreglo al sistema de representación proporcional y en la que se reflejan las diversas zonas del territorio.


La Asamblea Regional, que tiene su sede en Cartagena por decisión del Estatuto, artículo 5, es un órgano compuesto o colectivo, integrado por cuarenta y cinco diputados, aunque puede alcanzar, si una ley lo establece, hasta cincuenta y cinco. Tiene carácter temporal ya que la legislatura se extiende a cuatro años, contados desde la fecha de la celebración de elecciones.


Se regula, básicamente, en el Capítulo II del Título II del Estatuto de Autonomía. Igualmente le es de aplicación directa la Ley Electoral de la Región de Murcia, de 12 de febrero de 1987, modificada por la Ley de 15 de marzo de 1991.


A efectos electorales, aspecto básico también para la constitución de la Asamblea, la Región se divide en cinco circunscripciones integradas por los municipios que se señalan:


Número Uno .- Lorca, Aguilas, Puerto Lumbreras, Totana, Alhama de Murcia, Librilla, Aledo y Mazarrón.


Número Dos.- Cartagena, La Unión, Fuente Alamo, Torre- Pacheco, San Javier, San Pedro del Pinatar y Los Alcázares.


Número Tres.- Murcia, Alcantarilla, Beniel, Molina de Segura, Alguazas, Las Torres de Cotillas, Lorquí, Ceutí, Cieza, Abarán, Blanca, Archena, Ricote, Ulea, Villanueva del Río Segura, Ojós, Fortuna, Abanilla y Santomera.


Número Cuatro.- Caravaca de la Cruz, Cehegin, Calaspaarra, Moratalla, Bullas, Pliego, Mula, Albudeite y Campos del Río.


Número Cinco.- Yecla y Jumilla.


Cada circunscripción tendrá, como mínimo, un diputado y el resto, cuarenta, se repartirá proporcionalmente a la población, de forma que el cociente entre la población y cuarenta nos dará el número de habitantes por diputado. Cada circunscripción tendrá un número de diputados resultado de dividir su población por el cociente señalado anteriormente. En caso de fracciones, se adjudicarán a las fracciones mayores.


Las elecciones se celebrarán el último domingo de mayo, cada cuatro años, salvo fecha distinta fijada por las Cortes Generales con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales y se someterán a las normas regionales y supletoriamente, al régimen electoral general.

Estatuto personal de sus miembros

Los diputados regionales que forman parte de la Asamblea tienen estatuto propio, cuyos contenidos esenciales son los siguientes:


Prerrogativas

No están sujetos al mandato imperativo.


Gozarán de inviolabilidad por los votos y opiniones emitidos en el ejercicio de sus funciones.


Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los presuntos actos delictivos cometidos en el territorio de la Región, sino en caso de flagrante delito, en tanto decide el Tribunal Superior de Justicia. Fuera del territorio regional será competencia de la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.


Derechos

Tienen derecho a asistir, a formar parte de una Comisión por lo menos, al uso de la palabra, a formular preguntas, interpelaciones y mociones. Igualmente pueden recabar y obtener informaciones de las autoridades públicas por la vía procedimental adecuada.


Tienen derecho a percibir dietas por asistencia, aunque no retribuciones fijas.


Tienen derecho a recibir tratamiento adecuado a su representación.


Deberes

Tienen el deber de asistencia.


Deberán observar el régimen de incompatibilidades previsto en la Ley del Estatuto regional de la actividad política, de 1 de agosto de 1994.


Están obligados a declarar sus actividades, intereses y bienes.

Organización de la Asamblea

Salvo la regulación básica del Estatuto, la Asamblea dicta sus propias normas y establece su propia organización. Normalmente es el Reglamento el que disciplina la organización interna y el funcionamiento de la Cámara, la potestad de fijar sy propio presupuesto y las relaciones con su propio personal.


El Reglamento, como norma de rango cuasi- legal, requiere para su aprobación el voto favorable de la mayoría de miembros de la Cámara.


Cabe distinguir, en principio, la organización de los diputados,  según su adscripción política y los órganos propios de la Asamblea.


Los grupos políticos son órganos colegiados en los que se integran los diputados a efectos de llevar a cabo la tarea parlamentaria. Se distinguen normalmente por aunar en ellos los representantes de un partido, diferenciándose de los demás.


El mínimo de diputados para formarlo es de tres.


En el grupo mixto, se integran los diputados de adscritos a otros grupos.


Los grupos parlamentarios tienen una función esencial dentro del funcionamiento político de la Asamblea ya que de ellos depende el desarrollo de los debates, fijación del orden del día, inciativas, etc. Manifiestan, evidentemente, la voluntad del partido que representan.


Organos propios de la Asamblea Regional

Presidente.- Es la máxima autoridad de la Asamblea, a la que representa y por la que es elegido. Preside la Mesa, la Junta de Portavoces y la Diputación Permanente.


Dirige los debates, sin intervenir salvo excepciones, y vela por la aplicación del Reglamento, al que puede interpretar en caso de duda.


Tiene facultades disciplinarias.


Vicepresidentes.- Suelen ser dos y sustituyen al Presidente, en su orden.


Mesa.- Es el órgano colegiado rector de la Asamblea, que bajo la autoridad del Presidente de la misma integran los dos vicepresidentes y dos secretarios.


Representa colegiadamente a la Asamblea; prepara el proyecto de calendario; califica proyectos o proposiciones de ley; asesora al Presidente y gestiona los gastos propios de la Cámara.


La asiste el Letrado-Secretario General.


Secretarios.- Autorizan las actas, firman certificaciones, computan votaciones etc


Junta de Portavoces.- Es un órgano netamente político, integrado por el Presidente, el portavoz de cada Grupo Parlamentario, un representante del Gobierno regional y el Letrado-Secretario General.


Ordena los trabajos de la Asamblea, determina los períodos de sesiones y los órdenes del día.


La votación de asuntos dentro de la Junta se lleva a cabo mediante  “voto ponderado”, en que cada grupo se valora por los escaños que representa.


Desde el punto de vista de los trabajos parlamentarios, hay que distinguir:


Pleno.-  La Asamblea se constituye en Pleno cuando se  celebra  sesión a la que son convocados todos los diputados


Al Pleno pueden asistir los miembros del Gobierno y los senadores designados por la Cámara


Comisiones.- En ellas se agrupan parte de los diputados para fines concretos.


Las Comisiones pueden ser:


a) Permanentes legislativas.


b) Permanentes no legislativas.


c) Especiales.


Son permanentes de carácter legislativo:


- Comisión de Asuntos Generales


- Comisión de Economía, Hacienda y Presupuestos


- Comisión de Política Sectorial


- Comisión de Asuntos Sociales


Son permanentes de carácter no legislativo:


- Comisión del Estatuto del Diputado y de la Actividad Política


- Comisión de Peticiones y Defensa del Ciudadano


- Comisión de Gobierno Interior


Especiales son aquellas comisiones constituidas por el Pleno para un proyecto o proposición de ley concreto, para una investigación o cualquier otro cometido específico.


Cada comisión tendrá una Mesa, integrada por un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario.


Diputación permanente.- Constituye el órgano que asume las funciones de la Asamblea durante el período de disolución o agotamiento de legislatura.


Está constituida por el Presidente y ocho diputados, elegidos proporcionalmente por los partidos.


De su actividad dará cuenta en el primer Pleno de la legislatura siguiente.


Servicios de la Asamblea.- Son aquellas unidades administrativas que constituyen la organización jurídica y técnica de la Asamblea que sirve de apoyo a la actividad de los órganos parlamentarios.


El Letrado-Secretario General es el funcionario que asiste a los distintos órganos, como experto jurídico.

Régimen de funcionamiento.- La actividad de la asamblea regional se puede agrupar, en relación con las funciones, de la forma siguiente:

a) Actividad legislativa

b) Actividad de control

c) Actividad de iniciativa

d) Actividad administrativa


La actividad legislativa es la que desempeña como órgano titular de la potestad de dictar normas con el máximo rango jurídico, de conformidad con el procedimiento que se ha señalado en otro lugar. Este campo viene delimitado por el principio de "reserva de ley", que supone un bloque de materias concretas que necesariamente deben ser reguladas por la Asamblea Regional. Tal es el caso de la aprobación de los presupuestos generales anuales ( art. 22 E.A.R:M), establecimiento y exigibilidad de tributos ( art. 23.8), fijación del Estatuto del Presidente de la Comunidad Autónoma ( art. 31.5), regulación del funcionamiento del Consejo de Gobierno, de la Administración Pública regional y de la Función Pública ( arts. 32.5 y 52 ), régimen electoral ( art. 24), etc.


Por actividad de control  entendemos aquella que tiene por finalidad comprobar y censurar, en su caso, la actuación política del Gobierno regional, la gestión de la Administración Pública o de otros órganos sujetos a ella.


En relación con el control político del Consejo de Gobierno, le corresponde:

· Elegir a su Presidente y aprobar el programa de gobierno

· Exigir responsabilidad política a través de la moción de censura y resolver sobre la cuestión de confianza cuando la plantee el Presidente 

· Dirigir al Gobierno ruegos, preguntas, mociones e interpelaciones

· Efectuar el debate anual sobre la actuación desarrollada

· Investigar los asuntos públicos a través de las Comisiones de Investigación

· Conocer de la actividad de empresas y entes públicos 

También la Asamblea Regional puede adoptar iniciativas sobre:

· Previsiones de índole política, económica y social

· Delegación de competencias en municipios

· Delegación de competencia legislativa en el Consejo de Gobierno

· Designación de senadores

· Proposiciones de ley a presentar en las Cortes Generales

· Interposición de recursos de inconstitucionalidad

· Regulación y atención de reclamaciones y peticiones de los ciudadanos

· Adopción de pronunciamientos políticos sobre asuntos de interés público

La actividad puramente administrativa es aquella que constituye

el soporte de la actividad parlamentaria y complementa la función de los diputados y la organización de los servicios. Junto a la regulación de su propio régimen interior, se puede incluir la del personal, gestión económica, documentación, archivo, etc.


De forma separada de los actos que podemos calificar de legislativos, los actos y disposiciones de la Cámara se proyectan hacia el exterior como actos puramente administrativos, sometidos a los principios del procedimiento común a las Administraciones Públicas  y susceptibles de impugnación judicial.


El funcionamiento de la Asamblea está regulado con minuciosidad en el Reglamento de la Cámara, aprobado por el Pleno en ejercicio de su poder de autonormación, de fecha 14 de abril de 1.988, con posteriores reformas parciales, el cual, con las resoluciones de su Presidente y los acuerdos de los órganos colegiados (Pleno, Mesa, etc.) constituyen el cuerpo normativo aplicable.


La actividad de la Asamblea está limitada en el tiempo: la legislatura, de cuatro años de duración. Los períodos de sesiones son dos al año, de dos meses cada uno.


El periódico oficial de la Asamblea es el Boletín Oficial de la Asamblea Regional de Murcia (BOARM).

Disolución.- El proceso normal de terminación de la actividad de la Asamblea Regional es el cumplimiento del plazo legal que se contiene en el artículo 17 de la Ley Electoral Regional, preceptuándose que el Presidente de la Comunidad Autónoma dictará un decreto el vigésimoquinto día anterior a la expiración del mandato convocando elecciones. Estas se celebran el último domingo de mayo, cada cuatro años, aunque puede alterarse por las Cortes Generales, por razón de coordinarlas con otras que puedan celebrarse en plazos próximos (caso de las europeas).


La disolución anticipada es una forma de terminación de la legislatura en la que, una vez constituida la nueva Cámara, y puesto en marcha el proceso de elección del Presidente de la Comunidad Autónoma, no se alcanza la mayoría necesaria para sacar adelante la investidura. Transcurridos dos meses desde que se produjo la primera votación sin resultado favorable, el Presidente de la Asamblea Regional procede a convocar nuevas elecciones.


La última posibilidad es la planteada por la reforma del artículo 27.4 del E.A.R.M., en la que se faculta al Presidente de la Comunidad Autónoma  para disolver la Asamblea Regional antes de la terminación normal de la legislatura. Esta nueva posibilidad viene a igualar a nuestra Comunidad  Autónoma con las históricas, aunque con algunas condiciones para ser ejercitada:

· Deliberación previa del Consejo de Gobierno

· Aprobación de un Decreto de convocatoria de elecciones

· No estar en el primer periodo de sesiones

· Restar más de un año para terminar la legislatura

·  No encontrarse en tramitación una moción de censura

· Necesidad de haber transcurrido un año o más desde la última disolución por este procedimiento

·  No estar convocado un proceso electoral estatal.

IV.2. EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA

La figura del Presidente, dentro de la estructura política elegida para la Comunidad Autónoma, que es homogénea con el resto de Comunidades, salvo Ceuta y Melilla, encarna una doble vertiente de poder : cabeza del poder ejecutivo y representante máximo de la Región.


Mientras que en la Constitución el representante del Estado es el Rey, con poder de arbitraje y moderación entre las demás instituciones, perfectamente distinguido del Presidente del Gobierno y por tanto, sin posible exigencia de responsabilidad política, en las Comunidades Autónomas la figura de su representante supremo no tiene esas características. Se trata, sin embargo, de una aspecto importante, que deriva en que el Presidente de una Comunidad Autónoma asume excesivas funciones y demasiados riesgos, que le someten a gran inestabilidad y vulnerabilidad.


El Presidente, como representante de la colectividad autonómica, debería quedar alejado de la pura gestión pública, evitando con ello que los avatares partidistas lo utilizaran como diana de sus ataques políticos. La representación regional no debe quedar , como históricamente se ha visto, en entredicho cada vez que se monta una operación de ataque de la oposición o incluso del propio partido que lo elevó al puesto. Habría que alejarlo de ese campo, aunque con ello tuviera que crearse una nueva figura para encabezar el ejecutivo, es decir, un Jefe de Gobierno regional. Entiendo que el coste económico que implicaría estaría bien empleado en beneficio del buen nombre regional.


Hay otro aspecto que debería completar ese nuevo diseño: una de las prerrogativas del Presidente en otras Comunidades, las históricas, que demuestra cierto poder preeminente sobre el resto de las instituciones regionales  es el de disolver la Cámara y anticipar elecciones cuando lo estime necesario o conveniente. Creo que es un importante mecanismo de control, como último recurso, del Presidente sobre el denominado “ poder asambleario”.


Aparte el planteamiento anterior, que supondría una reforma estatutaria, examinemos la actual regulación.


El Presidente de la Comunidad Autónoma es uno de los órganos institucionales previstos en el artículo 20 del Estatuto, cuyo desarrollo básico se efectúa después en el artículo 31. No está regulado en la Constitución cuando el artículo 147 fija los contenidos mínimos estatutarios, por ello no le alcanzaría la limitación funcional establecida en el artículo 152 para los Estatutos de la vía del 151. Es uno de los pocos casos en que tienen ventaja las Comunidades del 143.


El diseño del puesto es, pues, estatutario.


El Presidente ostenta una doble representación: la suprema de la Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado en la Región. La primera está enlazada con la necesidad jurídica de que una persona física asuma la representación del ente político. La segunda proviene de querer hacer coincidir en él la referencia a la unidad del Estado y de encomendarle la aplicación de las leyes estatales en la Región.

Elección

Es elegido por la Asamblea Regional de entre sus miembros; nombrado por el Rey mediante Real Decreto, que se publica en los diarios oficiales del Estado y la Región.


Celebradas las elecciones, el Presidente de la Asamblea convoca, en el plazo de diez días, previa consulta con los grupos políticos, Pleno de investidura y elección de Presidente.  El candidato expone su programa de gobierno y se debate para, finalmente, solicitar la confianza de la Cámara. La primera votación exige mayoría absoluta de los miembros. Si no la obtuviera, bastaría mayoría simple. En caso de que no se obtenga en el plazo de dos meses, procederá la disolución anticipada de la Asamblea y convocatoria de nuevas elecciones.


Tras el nombramiento, la toma de posesión se producirá en el plazo de cinco días desde la publicación del Real Decreto en el B.O.E.

Estatuto personal

Viene exigido en el artículo 31 del Estatuto que se regule por Ley regional tanto la elección como el estatuto personal y exigencia de responsabilidad del Presidente. Así se hizo por Ley de 7 de enero de 1988.


El cargo de Presidente es incompatible con el ejercicio de otra actividad que no derive del desempeño de aquél, salvo Senador o Diputado regional. Además, formulará declaración notarial de sus bienes y actividades productivas.


Tiene derecho a tratamiento de excelencia, a precedencia entre las autoridades, a utilizar la bandera como guión, a honores por el cargo, a residencia, retribuciones y gastos de representación.


Al igual que los diputados, no podrá ser detenido ni retenido por los presuntos actos delictivos cometidos, salvo en flagrante delito. Cualquier actuación judicial contra él tendrá que realizarla el Tribunal Superior de Justicia de Murcia, dentro del territorio, o la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo, fuera de él.

Atribuciones

Tres grupos de funciones le corresponden, en atención al carácter con que actúe. Se regulan en el capítulo cuarto de la Ley.


Como representante supremo de la Comunidad Autónoma:


- Ostenta esa representación en sus relaciones con otras Instituciones.


- Convoca elecciones a la Asamblea Regional.


- Procura la coordinación de las acciones públicas regional y estatal.


- Nombra los altos cargos que así se  determine por ley.


- Solicita el dictamen del Consejo de Estado.


Como representante ordinario del Estado en la Región:


- Promulga, en nombre del Rey, las leyes regionales


- Ordena la publicación del nombramiento de Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Murcia en el Boletín Oficial de la Región.


Como Presidente del Consejo de Gobierno:


- Establece las directrices generales de la acción de gobierno, manteniendo la unidad y coordinación.


- Propone el programa legislativo regional


- Convoca, preside y ordena los trabajos del Consejo


- Asume las relaciones con la Asamblea


- Determina la estructura departamental de la Administración y nombra al Vicepresidente y Consejeros.


- Firma los Decretos y acuerdos del Consejo


- Resuelve los conflictos entre Consejerías.


- Asume aquellas otras competencias que le sean asignadas por Ley.


Ante ese cúmulo de competencias de tipo político y de dirección de la gestión, es fácil alcanzar una cierta saturación, de una parte, y tener un grado importante de vulnerabilidad frente a los ataques de censura política.

Responsabilidad política

El artículo 31.3 del Estatuto atribuye al Presidente la responsabilidad política ante la Asamblea Regional, uniéndola a la acción del Consejo de Gobierno y- entendemos- al resto de la acción pública regional.


En principio habría que distinguir entre responsabilidad y reprobación. La primera supone que la acción política del Ejecutivo debe ser correcta, según el programa aprobado y la opinión de la Cámara. Lo normal es que sea coincidente, puesto que el Presidente está apoyado por la mayoría.


La reprobación o, en su caso, exigencia de responsabilidad de otro tipo como la penal, puede ser planteada también política y judicialmente. La resonancia social de las resoluciones parlamentarias suele producir efectos importantes en el electorado.


La acción de gobierno se ratifica por la Asamblea cuando el Presidente plantea, previa deliberación en Consejo de Gobierno, una cuestión de confianza y se vota a favor de ella por la mayoría simple de los diputados.


Al contrario, el Presidente y su Gobierno pierde la confianza de la Cámara cuando se presenta una moción de censura y la pierden frente al candidato propuesto como alternativa, que debe obtener la mayoría absoluta.


Ambas fórmulas parlamentarias se desarrollan en Pleno, de acuerdo con un procedimiento minucioso regulado en el Reglamento de la Asamblea Regional.

Suspensión, incapacidad y cese

En la Ley del Presidente, artículos 8 y siguientes, se regula el procedimiento de suspensión, incapacidad y cese. Se trata de una singular normativa que prevé un supuesto no contemplado en el Estatuto: la suspensión del Presidente por incapacidad acordada en Consejo de Gobierno, trasladada al Presidente de la Asamblea y aceptada por la Cámara, con nombramiento de un Presidente interino, con facultades limitadas y por un período máximo de cuatro meses.


Por su excepcional planteamiento, tanto en la forma como en el fondo, esta situación jurídica debería ser revisada en una reforma legal, por exceder la casuística estatutaria.


La sustitución en caso de ausencia, corresponde al Vicepresidente o, si no existe, a los Consejeros, según el orden de prelación que hubiese establecido el Decreto de organización.


El cese se produce por:


- Renovación de la Asamblea.


- Aprobación de una moción de censura


- Dimisión, comunicada al Presidente de la Asamblea.


- Fallecimiento.


- Condena penal que lleve aparejada inhabilitación para cargo público.


- Pérdida de la condición de diputado.


Se enumeran en la Ley dos supuestos dudosos: incapacidad, a la que nos hemos referido antes  e incompatibilidad apreciada. Ésta última no está desarrollada como debería, puesto que se puede interpretar que constituye una sanción, sin procedimiento adecuado para aplicarla, cuando en realidad se trata de un incumplimiento de un requisito esencial para ser Presidente, que permitiría utilizar otra vía parlamentaria como es la moción de censura.

IV. 3  EL CONSEJO DE GOBIERNO

El Presidente de la Comunidad y el Consejo de Gobierno que preside, constituyen órganos políticos que representan el denominado  “poder ejecutivo”, que la teoría política clásica sitúa frente al legislativo y al judicial. Sin embargo, como ya reconoce más de un autor (DUVERGER) hay que introducir una variable no tenida en cuenta cuando se formuló la teoría de la división de poderes: la existencia de los partidos políticos, en su función social de organizaciones intermediarias entre el ciudadano y las instituciones. Precisamente, a través de ellos se va a introducir una cierta limitación al principio de independencia de las instituciones, puesto que será el partido político dominante el que decida en el Parlamento ( más aún si lo es con mayoría absoluta ) , el que a su través nombre Presidente, que constituirá el Gobierno con los hombres de su confianza y que a través del Consejo General del Poder Judicial - para el caso del Estado - dirigirá la Administración de Justicia.


En más de una ocasión se ha denominado a esta nueva forma como “ partitocracia”.


No obstante, frente a esa posición pesimista, otros autores creen que el sistema tiene estructura orgánica diferenciada suficientemente para que no se desemboque en una dictadura. Precisamente el funcionamiento del Parlamento en libertad permite que sea caja de resonancia de los errores y abusos del Gobierno y que las minorías políticas alerten al electorado con vistas a las elecciones siguientes, frente a la gran maquinaria propagandista en manos del partido mayoritario gobernante.


Pues bien, esa introducción nos vale en al ámbito regional. El Consejo de Gobierno, como ejecutivo, es un órgano colegiado que, como dice el artículo 32 del Estatuto, dirige la política regional, correspondiéndole la función ejecutiva, el gobierno y administración de la Región y el ejercicio de la potestad reglamentaria en materias no reservadas por el Estatuto a la competencia de la Asamblea Regional.

Naturaleza.- Es un órgano colegiado que integran el Presidente de la Comunidad Autónoma, el Vicepresidente, en su caso, y los Consejeros. El número máximo de miembros será once, incluido el Presidente, aunque esta limitación, generalizada en la mayoría de Estatutos, ha sido suprimida para la Región de Murcia.


El Presidente nombra y cesa libremente, mediante Decreto, al Vicepresidente y a los Consejeros. Se apoya, pues, en la confianza política para elegirlos. La composición concreta del Gobierno responderá a la división funcional que se quiera introducir para la ejecución de los programas políticos y constituirá la organización básica de la Administración regional, como prerrogativa del Presidente al comienzo de su mandato. Luego, cualquier modificación de Departamentos o competencias se hará mediante Decreto del propio Consejo de Gobierno. En éste caso llama la atención que cuando se produzcan reducciones o supresiones de Consejerías se pida el voto del Consejero que puede ser removido. Debería constituir una función presidencial exclusiva.


En los dos supuestos señalados es obligado dar cuenta inmediata a la Asamblea Regional, por tratarse de una decisión política  institucional básica.


La naturaleza del Consejo tiene una doble vertiente: política y administrativa. Es órgano político puesto que su actividad es directiva y la responsabilidad tiene esencialmente alcance político. Sus decisiones encierran un alto contenido opcional que luego se concretará en gestiones administrativas. Es una actividad “creativa”, no sujeta a procedimientos reglados. Su fundamento estará en el  propio programa político que haya de ejecutar.


Es órgano superior de la Administración regional, cúspide de las estructuras organizativas. Desde ese plano dirige la actividad de los órganos públicos y ejercita las facultades decisorias que tenga encomendadas, sujetándose a los procedimientos previstos. Los actos del Consejo de naturaleza administrativa son impugnables siguiendo la vía administrativa o contenciosa que corresponda.

Atribuciones.

 A.
Tienen carácter político las siguientes atribuciones del Consejo de Gobierno:


- Dirigir la política regional, previamente aprobada por la Asamblea en el programa de gobierno.


- Ejecutar las resoluciones de la Asamblea Regional


- Proponer al Gobierno de la Nación la adopción de medidas que afecten a los intereses de la Región.


- Aprobar proyectos de Ley y Decretos legislativos.


- Asistir a la Asamblea para participar en los Plenos o en comparecencias concretas.


- Prestar o denegar la conformidad a proposiciones de ley que impliquen aumento de gastos o disminución de ingresos.


- Aprobar Convenios con otras Comunidades Autónomas.


- Cuantos asuntos sean de interés para la Región y convenga que sean objeto de deliberación o acuerdo.

B. Tienen carácter administrativo las siguientes atribuciones:


- Aprobar Decretos, en ejercicio de la potestad reglamentaria.


- Aprobar el proyecto de ley de Presupuestos anual.


- Disponer la realización de operaciones financieras.


- Autorizar gastos de importancia, en la cuantía fijada en la ley de Hacienda.


- Autorizar Convenios y aquellos contratos cuya cuantía lo exija la ley.


- Acordar la enajenación de bienes o derechos y transigir sobre ellos.


- Aceptar donaciones, subvenciones, etc.


- Ejercitar acciones de protección y defensa del patrimonio y bienes de la Comunidad Autónoma.


- Aceptar las transferencias de medios personales y materiales efectuadas por el Estado.


- Acordar los nombramientos y ceses de Altos Cargos.


- Interponer recursos de inconstitucionalidad y plantear conflictos de competencias.


- Resolver los recursos que le correspondan.


- Aquellas otras funciones que se le atribuyan por normas de rango legal o reglamentario.


Con carácter general se suelen incluir desgloses muy extensos en materia de competencias de órganos cuya relevancia o función directiva puede incluir algunas otras no relacionadas, por lo que su enumeración no debe entenderse cerrada. Nos parece más conveniente recoger las grandes líneas de actuación y decisión que permitan luego regular competencias concretas.

Funcionamiento.- Como órgano colegiado, sus actos emanan de una voluntad colectiva formada en reuniones ordinarias o extraordinarias, cuya realización consta mediante el levantamiento de actas por quien asume la función de Secretario - normalmente un Consejero - y con el visto bueno del Presidente.


Tiene su sede en la Presidencia, aunque puede celebrar reuniones en otros lugares cuando así sea convocado.


El orden del día lo fija el Presidente y para quedar constituido deberán estar presentes el Presidente o quien lo sustituya y la mitad de los Consejeros. Los acuerdos se adoptan normalmente por unanimidad y en algunos casos bastará la votación de la mayoría simple. Esa situación es de difícil planteamiento puesto que, políticamente, demostraría enfrentamiento manifiesto necesitado de una reestructuración, aunque no debe negarse la posibilidad de la votación democrática.


Las deliberaciones del Consejo tienen carácter reservado y sus miembros deberán mantener en secreto las opiniones y votos emitidos en el transcurso de sus reuniones, así como de la documentación a que hayan podido tener acceso en razón del cargo, en tanto el Consejo no las haga públicas. Estas obligaciones seguirán vinculando a quienes pierdan la condición de miembro del Consejo.


A las reuniones podrán asistir otras personas distintas de sus miembros, previa autorización del Presidente, para informar sobre algún asunto concreto. A estas personas también se extiende el deber de guardar secreto.


Las reuniones se celebran, normalmente, una vez por semana. Con carácter previo, los asuntos que vayan a ser objeto de consideración por el Consejo son estudiados por la Comisión de Secretarios Generales, órgano de trabajo presidido por el Presidente, o Vicepresidente o Consejero en quien delegue, en el que, además de los citados, se integran el Director de los Servicios Jurídicos y la Directora de la Función Pública. Aunque con mayor componente técnica que el Consejo, esta Comisión tampoco deja de tener carácter político, a tenor de que tal carácter tienen quienes la forman.


En el funcionamiento del Consejo se prevé la existencia legal de Comisiones Delegadas, integradas por varios Consejeros y dedicadas al estudio y preparación de asuntos de carácter sectorial. Aunque hasta hoy se han creado algunas de estas Comisiones, como la de Asuntos Económicos, la de Acción Cultural y Educativa, la de Administración Pública, sus actividades han sido prácticamente inexistentes. A nuestro parecer no tienen excesiva justificación puesto que tales Comisiones no disponen de competencias propias que sustituyan la actividad del Consejo. Más bien parecen responder al mimetismo por trasladar esquemas estatales, ámbito en el que tal vez sí sean aconsejables teniendo en cuenta la numerosa composición del Consejo de Ministros.


La actividad del Consejo se concreta en disposiciones generales o en actos administrativos, que adoptarán la forma de Decreto o de acuerdo, según su carácter. En ambos casos firmará el Presidente y el Consejero competente por razón de la materia, o el Consejero de Presidencia si la propuesta afecta a más de una Consejería.


En el artículo 32. 4 del Estatuto se impone la obligación de publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia las disposiciones y resoluciones del Consejo. Se pretende dar publicidad a los asuntos que requieren decisión del órgano ejecutivo regional. Sin embargo, en la práctica se ha desvirtuado ese objetivo, dando una interpretación restrictiva y no publicando los acuerdos.

Cese.- El cese del Consejo de Gobierno, es decir, el hecho político que significa la terminación de sus funciones como órgano colegiado integrado por unas personas concretas, se produce por las mismas causas políticas de cese del Presidente de la Comunidad Autónoma, que a su vez- como se ha visto- lo es también del Consejo. La razón principal es la confianza que une al Presidente y su gobierno. La directa dependencia entre uno y otro hace que las situaciones en que se encuentre el Presidente se transmitan al Consejo con los mismos efectos. Volviendo a lo señalado en el parágrafo anterior, también la responsabilidad del Gobierno en su conjunto hace que la responsabilidad política de su acción se transmita al Presidente.

V. LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

1.
Competencias autonómicas.

2.
Organización judicial regional.

Introducción

Se ha dicho por algunos autores, entre ellos C. Movilla, que la Constitución ha establecido un modelo de organización territorial autonómico y descentralizado, en el que sorprende un tratamiento diferente en materia de Justicia. Parece no haber alcanzado al Poder Judicial el nuevo planteamiento de distribución de poder, por el freno o resistencia centralista que considera la justicia parcela irrenunciable de la soberanía nacional.

Bien es cierto que hay argumentos políticos y jurídicos en favor de una concepción estatal de la función judicial, puesto que existe la unidad de la Nación, su territorio, la posible intercomunicación territorial en actuaciones delictivas, el principio de igualdad ante la ley, etc.  que obligan a admitir su mantenimiento. Sin embargo, hay que entender que la justicia debe quedar acomodada al sistema autonómico. Cuál deba ser la fórmula final es algo difícil de predecir, a tenor de los primeros intentos positivos para reformar la Administración de la Justicia, pero lo cierto es que la presión política ya ha despuntado en dos Comunidades Autónomas: Cataluña y País Vasco, además de haber provocado la inquietud en las demás.

El artículo 149.1.5 de la Constitución, declara competencia exclusiva del Estado “ la Administración de Justicia”; sin embargo, frente a esa rotunda afirmación, surgen los Estatutos y dedican títulos completos a la Administración de Justicia, con alguna regulación, no muy amplia, pero sí con un órgano común importante: los Tribunales Superiores de Justicia. Este órgano es la cúspide de la pirámide judicial en cada Comunidad Autónoma, tal como preceptúa el artículo 152.1. 

Esa postura dual se reproduce también en la doctrina: hay quienes defienden una rígida unidad de poder de ámbito estatal, sin la más mínima concesión descentralizadora y quienes entienden que los Estatutos, integrados en el bloque de la constitucionalidad, han introducido la necesaria adaptación de la Administración de Justicia al hecho autonómico.

En opinión de F. BALAGUER CALLEJON
, a la unidad del ordenamiento, se ha sobrepuesto la del Poder Judicial, considerado como un poder del Estado, en ningún caso de las CC.AA., de tal manera que ni siquiera los órganos que culminan la organización judicial en las CC.AA., los Tribunales Superiores de Justicia, pueden considerarse como órganos de éstas, por cuanto se integran también en el Poder Judicial.

A pesar de esa realidad, no es menos cierto que los Tribunales Superiores de Justicia pueden desempeñar una función de interés autonómico claro: la de garantes de la constitucionalidad de las normas territoriales. La proximidad a los centros autonómicos productores de normas, la continua resolución de asuntos controvertidos, apoyados en el ordenamiento regional, y la percepción inmediata de los efectos sociales de la labor normativa, pueden ser decisivos en la creación del nuevo derecho territorial autonómico. 

 De otra parte, al incorporarse a los Estatutos de Autonomía las llamadas cláusulas subrogatorias, se planteó el problema de la inconstitucionalidad de tales cláusulas, puesto que no respetaban la exclusividad estatal, inicialmente prevista en la Constitución.

La cuestión se ha intentado resolver a través de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que, en Sentencia de 29 de marzo de 1.990, resolutoria de recursos presentados por varias CC.AA. contra la Ley Orgánica del Poder Judicial, reconoce la posibilidad de que éstas sean titulares de competencias relacionadas con la “administración de la justicia”, no en términos de poder jurisdiccional, sino de funciones sobre organización y medios. En esa Sentencia se enmarca con precisión el alcance de la atribución de competencias en esta materia a desarrollar por las Comunidades Autónomas respecto de su territorio.

El autor antes señalado es partidario de avanzar en el reconocimiento de un Poder Judicial estatal y otro autonómico, al estilo federal.

La realidad de los últimos años refleja una participación directa y creciente de las Comunidades Autónomas en la mejora de instalaciones y medios de la Administración de Justicia, a través de fórmulas diversas como convenios, cesiones de inmuebles, etc. Incluso los órganos judiciales se han dirigido a los autonómicos para solicitar atención y colaboración en infraestructura y servicios. Así ha ocurrido claramente en los casos más avanzados de ejercicio de competencias efectivas, como los del País Vasco y Cataluña, donde se une la transferencia de medios formal  a la creación de estructuras administrativas y políticas en la materia; a la valoración de conocimiento del derecho y lengua autonómicos para Jueces y Magistrados; aplicación de reformas de gestión y dotación de edificios e informatización.

Como se ha reconocido públicamente, el sistema autonómico ha tenido especial preocupación por responder con eficacia y celeridad a la reforma administrativa. No puede, por tanto, quedar sin atender una parcela de servicios a la sociedad tan importante como la judicial.

V.1.Competencias autonómicas.

Con la perspectiva señalada en párrafos anteriores, las competencias autonómicas en materia de Administración de Justicia, que no Poder Judicial, son recogidas en el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en similares términos que los de otras Comunidades Autónomas.

Se contempla un Título III, “De la Administración de Justicia”, que en su rigurosa apariencia podría significar una importante parcela de poder con alcance regional, pero que en su contenido, queda muy lejos de constituir la regionalización de la Justicia. Parece que, estructuralmente, era necesario incluirlo, porque se trata de uno de los aspectos políticamente significativos para un Estatuto de Autonomía, pero el diseño constitucional lo deja hueco y con escaso alcance, ya que reitera, con rango estatutario, la reserva que ostenta el Estado.

Desde el punto de vista orgánico, se recoge la existencia del Tribunal Superior de Justicia de la Región, cúspide de la organización judicial autonómica, cuya regulación se efectúa en la Ley Orgánica del Poder Judicial. No se introduce especialidad alguna en el artículo 34 y únicamente corresponde al Presidente de la Comunidad “ disponer el nombramiento en el Boletín Oficial de la Región”, en el artículo 36, pero sin que el efecto del mismo se produzca desde entonces sino desde la publicación en el Boletín Oficial del Estado.

En relación con el personal al servicio de la Justicia, la Comunidad sólo ostenta una facultad de “instar la convocatoria de concursos y oposiciones para cubrir las vacantes existentes en la Comunidad Autónoma”, ante el órgano estatal competente. Facultad que resulta de corto alcance si no es apoyada políticamente en cuanto preocupación por el funcionamiento de tan importante área pública.

La redacción del artículo 39 encierra, en nuestro Estatuto, la cláusula subrogatoria en materia de Justicia, ya que atribuye a la Comunidad Autónoma “ ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado”. En la práctica no se ha deslindado claramente el alcance de dicha intervención y parece que algo se ha avanzado con la nueva redacción dada a algunos artículos por la Ley Orgánica 16/ 1.994, de 8 de noviembre, de reforma de la LOPJ.

También corresponde a la Comunidad Autónoma “fijar, en su caso, la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales en la Región y la localización de su capitalidad...”(art. 39. Dos). En ejercicio de esta competencia se aprobó la ley regional de 4 de diciembre de 1.989, sobre determinación de la capitalidad de los partidos judiciales de la Región. En ella se recoge una importante ampliación de Partidos Judiciales, que pasa de siete a once.

Tales partidos tienen la capitalidad en las siguientes poblaciones:

Partido Judicial Núm. 1. : Caravaca de la Cruz

       “            “         “   2. : Cartagena
       “            “         “   3. : Cieza

       “            “         “   4. : Lorca

       “            “         “   5. : Mula

       “            “         “   6. : Murcia
       “            “         “   7. : Yecla

       “            “         “   8. : Molina de Segura

       “            “         “   9. : Totana
       “            “         “  10. : Jumilla

       “            “         “  11: San Javier
En ellos se incluyen los municipios determinados en la ley específica de demarcación y planta citada.

V.2 Organización judicial regional

El título III del Estatuto de Autonomía, “De la Administración de Justicia”, constituye la regulación básica de este servicio público, al que le es de aplicación lo señalado en el número anterior.

Hay una remisión a las leyes orgánicas reguladoras tanto del Poder Judicial como del Consejo que lo representa y dirige. Quiere decir que, en aras de la unidad de regulación y tratamiento político, la organización prevista en los diversos artículos podrá ser modificada en las respectivas leyes orgánicas y, por consecuencia, en su aplicación, no  teniendo especial incidencia cuanto pueda decir el Estatuto

También recoge el Estatuto la competencia de los órganos jurisdiccionales de la Región. El criterio general es que les corresponden todas las instancias y grados, tanto en el orden civil, como en el penal, social y contencioso administrativo, aunque manteniendo las excepciones de los recursos de revisión y casación, que corresponden al Tribunal Supremo.

Igualmente se resuelven en los órganos regionales las cuestiones de competencia subjetivas, objetivas y por razón del territorio, así como las jurisdiccionales en su caso, salvo cuestiones con órganos de otras regiones.

La Comunidad Autónoma tiene reconocida una competencia genérica que no por vaga deja de ser interesante en su formulación puesto que ejerce todas las facultades que se reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado ( art. 39 E.A.). No son, evidentemente, muchas esas facultades, pero sí encierran un principio de reconocimiento de que quien ejerce como gobierno en la Región es el autonómico. Se atisba en esa fórmula algo que puede ser extendido a otras áreas o materias y que implican un nuevo sentido de la unidad de gestión pública en el ámbito territorial de las Comunidades Autónomas, como se ha dicho antes.

En materia de Justicia, pues, las referencias legales son:

Ley Orgánica del Poder Judicial, de 1 de julio de 1985, modificada por la L.O. de 28 de diciembre de 1.988 y reformada por la L.O. de 4 de diciembre de 1.997.

Ley de Demarcación y Planta Judicial, de 28 de diciembre de 1.988. También afectada por la Ley 2/ 1.999. de 11 de enero, que introduce modificaciones que afectan a la Región.


De acuerdo con el Cap. I del Título I de la L.O.P.J., las circunscripciones territoriales de los órganos judiciales, en cuanto a la Comunidad Autónoma se refiere, incluyen:


Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia, con sede en la capital de la Región y jurisdicción en toda la Región.


Audiencia Provincial, también con sede en la capital y jurisdicción en la provincia, es decir también la Región por ser uniprovincial. En la reforma introducida por la ley 2/ 1.999, antes citada, se crea una Sección de la Audiencia en Cartagena, a la que quedan adscritos los partidos judiciales números 2 y 11.


Juzgados de lo Penal: Tres


Juzgados de lo Contencioso Administrativo: Dos


Juzgados de lo Social: Dos


Juzgados de Menores: Uno


Juzgados de Vigilancia Penitenciaria: Uno


Todos ellos, salvo uno de lo Social, que limita su jurisdicción a Cartagena, tienen jurisdicción en toda la provincia.


En cuanto a los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, existen treinta y nueve, distribuidos de la siguiente forma:


Partido Judicial Núm. 1, dos Juzgados.


Partido Judicial Núm. 2, ocho, servidos por Magistrados


Partido Judicial Núm. 3, dos 


Partido Judicial Núm. 4, tres


Partido Judicial Núm. 5, dos


Partido Judicial Núm. 6, seis de Primera Instancia y ocho de Instrucción.


Partido Judicial Núm. 7, uno


Partido Judicial Núm. 8, tres


Partido Judicial Núm. 9, dos


Partido Judicial Núm. 10, uno


Partido Judicial Núm. 11, uno.


La jurisdicción de éstos Juzgados alcanza al Partido Judicial correspondiente y tienen la sede en el municipio fijado como capital.


Los Juzgados de Paz tienen jurisdicción en el término del respectivo municipio, del que toman su nombre, en el cual no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, constituyendo el órgano jurisdiccional más inmediato al respectivo Ayuntamiento, cuyo Pleno tiene la facultad de elegir al correspondiente titular y proponerlo a la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, que efectúa su nombramiento.

VI. LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA REGIONAL.

1. RÉGIMEN JURÍDICO.


La existencia de la Administración Pública regional se deriva de la necesidad del nuevo poder autonómico de disponer de su propia organización pública gestora o administradora, tanto de las competencias como de los recursos humanos, económicos o financieros que corresponden a esa nueva instancia de poder territorial.


Dentro de las funciones clásicas del Estado, aplicadas de forma paralela a las Comunidades Autónomas, la Administración se incluye en la llamada “función ejecutiva”. Sin embargo, el nuevo concepto de la Administración y el desarrollo de la intervención de los poderes públicos en la sociedad, nos obligan a admitir algo más que una función puramente ejecutiva, en tanto que la Administración dicta normas, resuelve conflictos, impone deberes y obligaciones, etc. actividades que participan de las características de las funciones asignadas a los órganos legislativos y judiciales.


Sin embargo, al estudiar la Administración Pública regional profundizamos más en el carácter de organización pública, orientada a la consecución de los objetivos políticos marcados por la Asamblea y el Gobierno regionales y al servicio de los intereses generales.


Cuando nos acercamos al concepto de Administración autonómica, tenemos primero que buscar la norma en que apoyar su propia existencia, puesto que se trata de una estructura administrativa nueva. En tal sentido hemos de acudir al Estatuto de Autonomía, que en el Título V, relativo al Régimen Jurídico- se entiende que de la Comunidad Autónoma- incluye el Capítulo I “De la Administración Pública regional." La regulación ahí recogida se lleva a cabo amparándose en los mínimos que señala el artículo 147 de la C.E., cuando en el punto 2, c exige la denominación, organización y sede de las Instituciones autonómicas propias.


A pesar de no existir referencia concreta a la Administración como tal, sí se crea ese nivel administrativo regional que absorbe el preexistente de rango provincial.


Tampoco en los artículos 51 y 52 del Estatuto se define qué sea esa nueva Administración, sino que se da por entendido el concepto de Administración Pública, por referencia al concepto estatal, puesto que se impone el respeto a los principios y normas básicas del Estado.


Se reconoce personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus fines, distinguiéndola del concepto más amplio de Comunidad Autónoma, aunque normalmente se tienda a confundirlas.


Hace obligatorios los principios públicos de legalidad, eficacia, economía, jerarquía y coordinación, así como los de descentralización y desconcentración ( art. 51 E.A.) con los contenidos y alcance que están admitidos generalmente en la doctrina administrativa.


Y por último, el régimen jurídico de la organización y de los funcionarios o empleados públicos se regulará “ de conformidad con la legislación básica del Estado", conteniéndose esa regulación en el art. 148.1.18 de la C.E.


Tal como dispone el artículo 52 del E.A., la regulación del régimen jurídico debe hacerse por ley regional, y así se llevó a efecto mediante la ley 1/ 1.988, de 7 de enero, del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración Pública de la Región de Murcia, modificada por ley 13/ 1.997, de 23 de diciembre, de medidas fiscales, presupuestarias y administrativas.


Por lo que respecta a los principios y normas generales, la ley citada les dedica los títulos cuarto, quinto y sexto, constituyendo el marco de referencia de la organización y funcionamiento de la Administración regional. 

VI. 2. ORGANIZACIÓN BÁSICA


La Administración Pública regional es la organización técnica y profesional que asume la realización instrumental de los intereses generales, en el territorio de la Comunidad Autónoma, bajo los principios de legalidad, objetividad, eficacia, economía, publicidad, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación.


Responde, pues, al mismo concepto que se tiene de la Administración Pública estatal o local, puesto que la actividad administrativa y los principios de organización son regulados a través de legislación básica común ( art. 149.1.18ª C.E.).


Esta nueva organización se apoya en la capacidad política de las comunidades autónomas para crearla y en la potestad de autoorganización para diseñar el modelo más adecuado con que alcanzar sus fines. Sin embargo, en esta última tarea se ha incurrido en exceso de mimetismo de la organización estatal y se ha desaprovechado la oportunidad para reducir, racionalizar y simplificar órganos y estructuras.


La Administración Regional tiene personalidad jurídica y plena capacidad de obrar, según el artículo 51.3 del E.A. y goza, en el ejercicio de sus competencias, de las potestades y privilegios de que goza la Administración del Estado ( articulo 15 del E.A.)


La organización pública regional no es unitaria desde el punto de vista de la existencia o no de personalidad jurídica en otros entes u organismos integrados en ella. El problema de ser una organización compleja, igualmente a lo que ocurre en el Estado, es que las leyes pueden crear, directamente o facultando al Consejo de Gobierno, entes, sociedades y organismos con personalidad jurídica distinta de la Administración, aunque deba tenerse en cuenta el carácter de único del patrimonio público regional.


La Administración Pública regional está regulada en la Ley de 7 de enero de 1.988, del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, ya que está reservada a la Asamblea Regional la aprobación, por ley, de su régimen jurídico. Se organiza en Consejerías o Departamentos, al frente de cada uno de los cuales habrá un Consejero. A su vez, las Consejerías estarán integradas por órganos jerárquicamente ordenados bajo la superior dirección del Consejero.


El número de Consejerías lo determina el Presidente de la Comunidad Autónoma quien, al comienzo de su mandato político, fija el número y denominación de aquellas que sean necesarias para desarrollar el programa de gobierno. Tras la última reforma del Estatuto de Autonomía, no existe límite en cuanto al número de las que pueden crearse.


Como Departamentos con competencias sectoriales, las Consejerías asumen la ejecución de actividades, planes y programas cuya responsabilidad se les asigne. El Consejero, como Jefe de cada Consejería, tiene atribuidas una importante serie de funciones:


Representación, dirección, potestad reglamentaria, resolución de recursos y conflictos orgánicos, autorización de gastos, suscripción de contratos y convenios, etc. cuya enumeración se concreta en el artículo 49 de la citada Ley de 7 de enero de 1.988 y otras sectoriales.


Bajo la dirección del Consejero, las Consejerías se estructuran en órganos básicos o directivos, que son las Secretarías Generales, las Secretarías Sectoriales y las Direcciones Generales, en las que residen las competencias cuya distribución sea la más adecuada en cada caso.


También se pueden constituir Consejos de Dirección, que desempeñarán funciones de asesoramiento y coordinación, en los que estarán integrados los altos cargos de la Consejería, bajo la superior autoridad del Consejero.


La estructura orgánica de las Consejerías, que constituye la regulación jurídica de las competencias y de las relaciones entre órganos, deberá estar plasmada en Decretos que aprueba el Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente en materia de función pública y previa una tramitación en que, especialmente informan la Consejería de Hacienda y los órganos de representación sindical.


Sin perjuicio de la existencia de esas normas generales de contenido orgánico, es importante el Decreto inicial de cada legislatura en el que el Presidente de la Comunidad Autónoma fija la composición del Consejo de Gobierno y subsiguiente estructuración política de la Administración Regional. En el momento presente está en vigor el Decreto 8 / 1.995, de 6 de julio, que produjo la última reorganización administrativa a que nos referimos. Dicha disposición establece la siguiente distribución departamental:

· Vicepresidencia

· Consejería de Presidencia

· Consejería de Economía y Hacienda

· Consejería de Política Territorial y Obras Públicas

· Consejería de Cultura y Educación

· Consejería de Medio Ambiente, Agricultura y Agua

· Consejería de Sanidad y Política Social

· Consejería de Industria, Trabajo y Turismo

La Vicepresidencia, que es un órgano de existencia opcional, tiene asignadas funciones de sustitución del Presidente así como las de presidir comisiones importantes para la coordinación política y administrativa, como son las Delegadas del Consejo de Gobierno, las de Secretario Generales y aquellas específicas que se creen con carácter interdepartamental.


Tras esa norma general, las Consejerías son reguladas hasta el nivel orgánico de sección, por su propio Decreto de estructura, en los que se cumplen los principios de distribución funcional y competencial. El propio Consejero puede, en un nivel normativo inferior, regular otros órganos administrativos subordinados.


La última regulación de las Consejerías ha sido la realizada por los Decretos números 59 a 65, de 2 de agosto de 1.996.

La Administración institucional.

Además de la Administración directa, la Comunidad Autónoma dispone de otros entes de naturaleza pública, creados para la prestación de determinados servicios o funciones públicas y que tienen personalidad jurídica propia, aunque exista dependencia de aquélla.


La ley 1/ 1.988, de 7 de enero, ya citada, regula este tipo de entidades en su Título Sexto. Distingue entre organismos autónomos y empresas públicas regionales, según su régimen jurídico. Para los primeros es necesaria una ley que determine su carácter, funciones, adscripción, recursos económicos, organización básica, etc. Podrán ser de carácter administrativo o comercial, industrial, financiero o análogo.


De acuerdo con esos principios, se han creado los siguientes organismos autónomos:


Imprenta Regional de Murcia, por ley de 10 de julio de 1.985, de carácter comercial e industrial, con la función de publicación del Boletín Oficial de la Región de Murcia y otros servicios editoriales.


Instituto de Servicios Sociales de la Región de Murcia, por ley de 19 de diciembre de 1.986, de carácter administrativo, cuyo objetivo principal es la gestión descentralizada de los servicios comunitarios.


Agencia Regional de Recaudación, por ley de 3 de diciembre de 1.996, de carácter administrativo, con la función de gestión, inspección y liquidación de tributos.


Instituto de Vivienda y Suelo de la Región de Murcia, por ley de 17 de febrero de 1.999, de carácter comercial y financiero, con el fin de promover la construcción de viviendas, rehabilitación de edificios y gestión de suelo.


Las empresas públicas regionales, pueden ser:

- Entidades de derecho público, dotadas de personalidad jurídica propia que por ley hayan de ajustar su actuación al Derecho privado.

- Sociedades mercantiles en cuyo capital tenga participación mayoritaria, ya sea directa o indirectamente la Administración regional, sus organismos autónomos u otras empresas públicas regionales. 

Para las entidades del primer tipo será precisa una ley, que expresará sus fines y bases de organización y funcionamiento.


Más adelante se analiza el sector público regional.


Mención aparte ha de hacerse de la Administración consultiva, cuya regulación legal es individualizada para cada ente así creado.


El Consejo Económico y Social de la Región de Murcia, fue creado por ley 3/ 1.993, de 16 de julio, como órgano colegiado de carácter consultivo en materia socio económica y laboral. En su composición, de veintiún miembros, están representadas las organizaciones sindicales, las organizaciones empresariales y otras entidades regionales significativas. 


Aunque no forma parte de la Administración regional, sí debemos hacer referencia al Consejo Jurídico de la Región de Murcia. Creado por ley 2/ 1.997, de 19 de mayo, es el superior órgano consultivo en materia de gobierno y de administración de la Comunidad Autónoma, con autonomía orgánica y funcional que garantizan su objetividad e independencia. Emitirá dictámenes en cuantos asuntos sea consultado por el Presidente de la Comunidad Autónoma, el Consejo de Gobierno, los Consejeros, la Asamblea Regional y los Ayuntamientos.


Al igual que los de su equivalente estatal, el Consejo de Estado, los dictámenes que emite el Consejo Jurídico tienen, en su mayoría, carácter preceptivo.


En general, la función consultiva de la Administración regional está reconocida a unos órganos colegiados cuya regulación se contiene en la ley 9/ 1.985, de 10 de diciembre, modificada por la ley 1/ 1.994, de 29 de abril, que les atribuye las competencias de informe y asesoramiento en materias determinadas, y en cuya composición han de estar representados de forma mayoritaria, los sectores sociales interesados. Los Consejos Asesores Regionales constituidos desde la entrada en vigor de la ley han sido numerosos en las distintas Consejerías, cubriendo aspectos participativos de la sociedad en la gestión de asuntos públicos.


Ejercen, también, función de asesoramiento y asistencia técnica los Consejos Técnicos Consultivos, órganos colegiados integrados por expertos, agentes sociales y personas de prestigio en la materia objeto de consulta. Sus informes son emitidos a petición del Presidente, Vicepresidente o Consejeros. Su regulación está contenida en la ley 2/1.996, de 16 de mayo. Junto a ellos, esta norma regula una nueva figura, los Comisionados Regionales, que son personas de prestigio a las que se les otorga un mandato por el Presidente o Consejo de Gobierno con funciones de representación protocolaria en aquellos foros que se considere conveniente su asistencia.


En ambos casos nos encontramos con órganos nuevos en la variada tipología de la gestión pública.

3. - PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO: ESPECIALIDADES.


La Administración Pública Regional está obligada a aplicar las normas básicas reguladoras del procedimiento administrativo del Estado, puesto que constitucionalmente y basándose en la necesidad de garantizar un tratamiento común a los ciudadanos, dichas bases constituyen una competencia exclusiva estatal.


Únicamente se admite la posibilidad de introducir algunas especialidades propias de la Comunidad Autónoma, derivadas de la organización específica que aplica dicho procedimiento.


La Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, de 26 de noviembre de 1.992, es de aplicación íntegra y directa a nuestra Comunidad Autónoma. Ya en su aprobación se ha tenido en cuenta el nuevo mapa de distribución competencial, especialmente en aspectos de coordinación, relaciones interorgánicas, etc. que son propios de un sistema pluriadministrativo.


Ya en nuestro ordenamiento jurídico regional, hemos de referirnos a la Ley del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración Pública de la Región de Murcia, de 7 de enero de 1.988, como norma principal reguladora de aspectos concretos de procedimiento o régimen interno. Así, el artículo 62 resulta taxativo al preceptuar que “la Administración regional ajustará su actuación a las prescripciones del procedimiento administrativo común y a las que  establezcan las especialidades derivadas de su organización”.


Consideración especial requiere el artículo 58, que regula la forma que deberán adoptar las normas y actos emanados de los diversos órganos: Decretos, los actos del Presidente y las disposiciones de carácter general del Consejo de Gobierno; Acuerdos, los actos del Consejo que no deban adoptar la forma de Decreto; Órdenes , las disposicones y resoluciones de los Consejeros y Resoluciones los actos de Secretarios Generales y Directores Generales, en el ámbito de sus competencias.


También regula en artículo 60 las resoluciones que ponen fin a la vía administrativa: las del Presidente, las del Consejo de Gobierno y las de los Consejeros. Con carácter general hay una remisión a “las de cualquier otra autoridad, cuando así lo disponga una disposición legal”.


Los recursos extraordinarios de revisión será resueltos por los Consejeros. En ellos deberán informar preceptivamente los Servicios Jurídicos de la Comunidad Autónoma ( art. 23 del Decreto 59/ 1.996, de 2 de agosto). Es evidente que, además, procederá la Resolución de tales recursos por el órgano que dictó el acto recurrido, según la normativa general.


En materia de instrucción de los expedientes tiene importancia el trámite de informe, cuando se trata de los de naturaleza jurídica. En efecto, además de los exigibles por las normas sustantivas reguladoras de cada materia, se ha establecido la obligatoriedad de que lo emitan el Consejo Jurídico de la Región de Murcia o los Servicios Jurídicos de la Comunida Autónoma, según los supuestos previstos en la normas de creación u organizativas de los mismos.


En efecto, el anteriormente citado art. 23 del Decreto 59/ 1.996 y el art. 12 de la Ley 2/ 1.997, de 19 de mayo,establecen los supuestos en que será preceptiva la emisión del informe jurídico de tales órganos. Esta técnica de atribuir la obligatoriedad de informar a través de normas organizativas y no de las específicas de cada tipo de asuntos o materias, no resulta la más aconsejable puesto que está sujeta a modificaciones más frecuentes y puede producir desconocimiento de la obligatoriedad de tales informes, ya que su exigibilidad no aparece en la disposición específica que regula un procedimiento concreto.


En materia de delegación de atribuciones, las especialidades, fundamentalmente orgánicas, están recogidas en los arts. 16 y 28.3 de la Ley 1/ 1.988, relativas al Presidente y al Consejo de Gobierno y en el art. 61 de la misma ley, la delegación con carácter general. Resulta curiosa, por su poca habitualidad, la expresión contenida en el apartado 6 de dicho artículo, cuando dice: “La delegación no eximirá de responsabilidad política en los casos en que ésta proceda”. Cuando menos es llamativa la ubicación de dicha posibilidad en un norma de tipo jurídico-procedimental.


A través del Decreto 72/ 1.994, de 2 de setiembre, se llevó a cabo la adecuación de procedimientos regionales a lo señalado en la Disposición Adicional Tercera de la Ley 3/1.992, sobre los efectos estimatorios o desestimatorios de la falta de resolución y plazos máximos para resolver en cada procedimiento indicado en el correspondiente Anexo.

4.  EL CONTROL DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA.

La actividad de control, en términos generales, es la que se ejerce por una persona u órgano sobre otro, con objeto de supervisar o comprobar conductas, procesos o procedimientos y su adecuación a pautas o normas pre-establecidas.


Siempre hay una doble actividad: la controladora y la controlada.Y hay dos sujetos: el situado en una posición superior y el controlado, entre los que se da una relación que no siempre es de dependencia o subordinación sino funcional.


Cuando hablamos de control de la actividad administrativa, además de darse los rasgos anteriores, se dan otros, especialmente que la facultad de control no es otorgada “de hecho” sino por una norma, es decir, constituye una competencia expresamente atribuída.


Con carácter general, cuando se habla de control se está haciendo referencia indirecta a responsabilidad. Y así parece cuando la comprobación de una actividad da pòr resultado una desviación: su efecto es la corrección o exigencia de responsabilidad.

Clases.

Aunque los controles que se pueden ejercer sobre la actividad administrativa pueden ser muy diversos, según incluso cada caso, nos referimos aquí a los “controles” que se aplican comúnmente y así son agrupados por la doctrina.


Podemos distinguir los siguientes:


a) Control de carácter político.


b) Control de la actividad ejecutiva.


c) Control específico de la actividad económico-financiera.


d) Control de la actividad normativa.

a) Control de carácter político.


Aunque el epígrafe general se limita a la actividad administrativa, hay que ampliar el objeto de este tipo de control puesto que las referencias que hacemos son más amplias, incluyendo lo que se denomina como “ control sobre los órganos de las Comunidades Autónomas”. 


El control político externo a la Comunidad Autónoma viene determinado en el artículo 153 de la C.E., cuando determina que se ejercerá:


a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza de ley.


b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150.

c) Por la Jurisdicción contencioso administrativa , el de la Administración autónoma y sus normas reglamentarias.


d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.


Además se puede ejercer un control excepcional, que es el previsto en el artículo 155 de la C.E., que si bien puede entenderse sólo en relación con funciones ejecutivas, su formulación encierra más pretensiones:

“ 1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al Presidente de la Comunidad Autónoma, y en el caso de no ser atendido,con la aprobación de la mayoría absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquella al cumplimiento forzoso de dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.


2. Para la ejecución de las medidas previstas en el párrafo anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a todas las autoridades de la Comunidad Autónoma.


Se trata de un alto control estatal de carácter eminentemente político, aunque con un sustrato material necesario, de prueba, que implica actuaciones de urgencia o gravedad. Casi puede hablarse de una forma de intervención contra el poder regional, un conflicto grave de poderes que se resuelve favorablemente a la actuación del Ejecutivo estatal. Aunque no se dice nada sobre suspensión de garantías propias de un estado de excepción, se dan circunstancias de excepcionalidad parecidas a las del artículo 55 C.E.Posiblemente las medidas judiciales no sean aconsejables en este caso, en razón a la urgencia o gravedad, pero tiene todos los ingredientes como para ser una situación de las que precisan desarrollo normativo en una Ley Orgánica.


Ese control, por el contrario, no se da en relación con la Administración Local en el Capítulo II del mismo Título VIII de la C.E.


Además de ese control político externo , amplio, que alcanza a todos los órganos de la Comunidad Autónoma, existe otro interno que se recoge en el artículo 23.9 del Estatuto de Autonomía, que se ejerce por la Asamblea Regional  sobre la Administración en varios sentidos:


a) Relaciones con otras Comunidades Autónomas mediante convenios o acuerdos de cooperación ( art. 23.7)


b) Aprobación del programa de gobierno y exigencia de responsabilidad. ( Art. 23.9).


En ambos casos la actividad de la Administración queda supervisada por la Asamblea Regional, a trvés del órgano político- administrativo que es el Consejo de Gobierno.

b) Control de la actividad ejecutiva.


Este control es el que se ejerce sobre la actividad más puramente administrativa.Puede tener efectos internos o externos, según que el destinatario sea un órgano administrativo o un administrado.


A partir de los elementos reglados, se puede ejercer un control de los actos administrativos sobre:


a) Atribución normativa de la potestad.


b) Competencia, en sentido amplio (art. 12 LRJ y PAC)


c)Hechos determinantes y procedimiento. (53 LRJ y PAC)


d) Motivación.( art. 54 LRJ y PAC)


e) Finalidad (art. 63.1 LRJ y PAC)


f)  Arbitrariedad (art. 9.3 C.E.)


Todos esos elementos se integran en un llamado control de legalidad que afecta siempre al actuar público y que, finalmente, tienen encomendado los Tribunales de Justicia (Art. 106.1 C.E.)


Es un deber de la Administración actuar al servicio de intereses generales (art. 103.1 C.E.) y en esa actuación tiene que someterse a la ley y al Derecho.


Las garantías jurídicas máximas del ciudadano frente a la Administración vienen expresadas enel art. 9.3 C.E., cuyo contenido determina los presupuestos necesarios y los límites de la actividad administrativa ante el ciudadano.


El control interno de la actividad administrativa se produce a través del sistema de reclamaciones y recursos previstos en las leyes.En ellos es común el que la formulación de una reclamación o la interposición de un recurso debe hacerse en concepto de interesado, aunque cada vez esa limitación se desdibuja más y se amplía incluso a algo parecido a la “acción popular”.


En este tipo de control, el superior jerárquico revisa la actuación del órgano inferior, pudiendo rectificar o modificar la decisión de éste.


A través de la Inspección General de Servicios se ejercen las funciones de inspección, sesoramiento y control interno en materia de funcionamiento y organización administrativos. En concreto, le corresponde velar por el correcto funcionamiento de todas las Consejerías y Organismos; asegurar su actuación con arreglo a los principios de legalidad, eficacia y eficiencia ; velar por la consecución de objetivos previamente programados y por la mejora de la calidad en la prestación de los servicios públicos.

c). Control de la actividad económico- financiera.


La gestión de fondos públicos implica el ejercicio de una actividad básica como es la económico-financiera de la Administración. El control sobre ella ha sido,tradicionalmente, uno de los más exigentes y rigurosos.En las Comunidades Autónomas se ha reproducido el esquema ya existente en la Administración del Estado.


Hay dos tipos de control: interno y externo, según la ubicación del órgano que lo tiene atribuído.


Controles externos son:


El que corresponde al Tribunal de Cuentas del Reino según el art. 136 C.E., que se extiende a todo el Estado y Sector Público.Tiene su propia jurisdicción y está regulado por Ley Orgánica de 12 de mayo de 1985. En algunas CC.AA. existen Tribunales de esta naturaleza y ámbito territorial limitado.No así en la Región de Murcia, que se encuentra directamente sometida a la fiscalización del Tribunal estatal, según dispone el art. 54 del E.A.


El control económico-financiero del Tribunal de Cuentas es muy amplio y puede dar lugar a responsabilidad contable de los funcionarios o empleados públicos.


Otro control externo a la Administración es el de la Asamblea Regional que lo ejerce dentro del control político general o bien a través del examen y aprobación de la llamada Cuenta General de la Comunidad Autónoma, que es anual y basada en el informe preceptivo del Tribunal de Cuentas.Esta facultad está recogida en el art. 23.10 del E.A.


Control interno.


El control interno de la actividad económico-financiera se ejerce a través de órganos integrados jerárquica y funcionalmente en la propia Administración.Son los órganos de la Intervención General de la Comunidad Autónoma, integrada en la Consejería competente en materia de Hacienda. Su regulación y funciones se contienen en la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, en su Título IV.

5. LA FUNCIÓN PÚBLICA REGIONAL

El concepto de función pública regional viene determinado por el conjunto de personas vinculadas a la Administración Regional por una relación profesional de empleo. Ese colectivo estará integrado por el perteneciente a la administración central o directa, la fundaciones públicas, los organismos autónomos y otras entidades públicas constitutivas de su administración funcionalmente descentralizada.


De forma similar a como considerábamos básica la existencia de un organización administrativa propia, igualmente es esencial para el nuevo poder autonómico la existencia de una función pública regional, considerada como instrumento técnico y personal con el que el Consejo de Gobierno procura la consecución de objetivos en bien de los intereses generales.


El Estatuto de Autonomía, en el artículo 52 incluye ambos sectores al hablar del régimen jurídico aplicable: el básico del Estado y su desarrollo por ley regional. Ello no es más que recoger lo señalado por el artículo 148. 1, 18, que reserva al Estado, como competencia exclusiva, la determinación del régimen jurídico básico de los funcionarios públicos, con el fin de garantizar a los administrados un tratamiento común.


El proceso de formación de la función pública regional, como el de las demás Comunidades Autónomas, ha presentado una complicada serie de operaciones de regulación, ordenación e integración. La diversidad de colectivos agrupados en la nueva organización ( servicios estatales periféricos, servicios de la Diputación provincial, servicios del Consejo Regional y otros menos significativos), planteó dificultades e inconvenientes cuya solución ha ido alcanzándose paulatinamente mediante aplicación de criterios de homogenización funcional y retributiva. Si a ello se añade el proceso de modernización, democratización y funcionarización aplicado en los últimos quince años, coincidiendo con el formación de la Comunidades Autónomas, las dificultades a salvar han sido aún mayores.


Desde el principio se ha considerado esencial la regulación legal propia, haciendo uso de las competencias ostentadas al efecto. La norma básica es la Ley 3/ 1.986, de 19 de marzo, de la Función Pública de la Región de Murcia, aprobada como consecuencia del mandato del artículo 11 de la Ley 30/ 1.984,de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, por el que las Comunidades Autónomas debían ordenar sus empleados públicos por ley.


A ella hay que añadir la Ley 4/ 1.987, de 4 de abril, de Ordenación de Cuerpos y Escalas de la Administración Regional.


En ambas normas se han producido modificaciones posteriores: mediante leyes específicas o mediante las leyes presupuestarias o de medidas generales.Lo cierto es que existen dos mandatos al Consejo de Gobierno- uno de 1.994 y otro de 1.997- por los que se insta a refundir en un texto único la diversidad de normas relativas al régimen jurídico de la función pública regional. Es de prever que se espere para ello a la aprobación del Estatuto de Funcionarios Públicos estatal.


Dentro del régimen jurídico a que se ha hecho referencia, distinguiremos:


Distribución competencial.


El Consejo de Gobierno dirige la política de función pública y es titular de la potestad reglamentaria que le permite desarrollar las normas con rango de ley. Además, con carácter específico,deberá adoptar acuerdos en materia de retribuciones, jornada de trabajo, negociación colectiva, oferta pública de empleo,etc. (Art. 11)


El Consejero de Presidencia, a quien actualmente se atribuyen las competencias en materia de función pública, ostenta la potestad reglamentaria no reservada al Consejo de Gobierno. Además, aprueba los planes generales de formación, promoción y evaluación de todo el personal, resuelve la declaración de compatibilidad, efectúa nombramientos, convoca pruebas selectivas y concursos, etc.


El Consejero de Economía y Hacienda, es a quien corresponde proponer, en el marco de la política general presupuestaria, las directrices a que deberán ajustarse los gastos de personal de la Administración Regional o de estructura, que suponga modificación en el gasto.


El Consejo Regional de la Función Pública, como órgano superior colegiado de consulta, asesoramiento y participación del personal en la política de función pública, ha de emitir informes preceptivos en la mayoría de asuntos relativos a personal, como normas generales,puestos de trabajo, ofertas de empleo, convocatorias, compatibilidades,etc. También puede tomar iniciativas y proponer medidas sobre cualquier aspecto que afecte a los funcionarios públicos. Este Consejo está presidido por el Consejero de Presidencia . El Director General de la Función Pública y de la Inspección de Servicios es vicepresidente y son miembros: los Secretarios Generales, los Directores del Servicio Murciano de Salud y del Instituto de Servicios Sociales, el Director General de Presupuestos y Finanzas, el Interventor General, el Director de los Servicios Jurídicos, el Inspector Jefe de la Inspección General de Servicios y Ocho representantes del personal,designados por las organizaciones sindicales en proporción a su representatividad específica.


Otros órganos de rango inferior ejercen competencias por delegación o desconcentración, agilizando la resolución de expedientes, como es el caso de la Dirección General de la Función Pública y de la Inspección de Servicios.


En materia de formación del personal, las funciones se concentran en la Escuela de Administración Pública de la Región de Murcia y en la Escuela de Formación en Administración Local.


Estructura 


Responde a los criterios fijados como básicos, agrupando a los funcionarios en cuerpos, escalas y categorías, cuyo régimen debe ser regulado por ley. Se respetan los grupos A,B,C,D y E , de acuerdo con las titulaciones académicas; se regulan las relaciones de puestos de trabajo para definir las funciones y requisitos de cada uno; se unifica el Registro General de Personal, con la obligatoria coordinación con el Registro estatal, etc.


La ordenación de Cuerpos y Escalas, aspecto importante por cuanto corresponde en exclusiva a la Comunidad Autónoma, ha sido regulado por leyes particulares: la ley 4/ 1.987, de 27 de abril y la ley 2/1.989, de 12 de junio, que modifica parcialmente la anterior. Los Cuerpos generales estan deficientemente regulados, puesto que sus funciones fueron fijadas en la Disposición Adicional Primera de la Ley 3/ 1.986 y luego no se incluyó en la ley de Cuerpos y Escalas, que es donde tendría que haberse recogido de forma explícita. Los demás Cuerpos sí tienen regulación expresa en el articulado de las leyes citadas.


Puede dedirse que la ordenación unificó cuerpos excesivamente numerosos, pero con el tiempo transcurrido, habría que revisar la atribución de funciones que van requiriendo una mayor formación  de carácter específico.


Otros aspectos del régimen jurídico

Se contempla el proceso selectivo, la adquisición y pérdida de la condición de funcionario público; se regula la carrera administrativa y la provisión de puestos de trabajo; se determinan las situaciones en que pueden encontrarse respecto del servicio; se fija su régimen retributivo, así como los derechos y deberes, régimen disciplinario, etc.


Especial consideración ha merecido siempre el régimen de incompatibilidades aplicable a los empleados públicos. En la Región de Murcia se aplica la Ley estatal 53/ 1.984, de 26 de diciembre, que fijó las condiciones en que se permite otra actividad o se limita la percepción de retribuciones por un segundo puesto de trabajo. Desarrolla ese régimen el Decreto regional 28/ 1.985, de 18 de abril.


Las condiciones de trabajo, jornada laboral, permisos, licencias, etc. también constituyen objeto de regulación autonómica en el Decreto 27/ 1990, de 3 de mayo. Este aspecto ha merecido atención en cuanto la reducción de la jornada, a debate en ámbitos más amplios, puede suponer alterar las condiciones de trabajo con efectos retributivos , cuya fijación sí es competencia estatal.

VII. REGULACIÓN NORMATIVA SECTORIAL.

Introducción.


Las competencias reconocidas en el Estatuto de Autonomía como exclusivas o de desarrollo legislativo, permiten el ejercicio de potestades normativas, tan importantes cualitativamente en el diseño político del sistema autonómico.


El punto de partida nunca será de cero, puesto que ha preexistido un ordenamiento jurídico estatal que ya contenía las materias objeto de transferencia, más o menos reguladas. La sustitución territorial que se producirá de aquellas normas únicas estatales, debe hacerse aprovechando la oportunidad para mejorar, simplificar y refundir el régimen jurídico regulador de cada competencia. Habrá que huir de la tentación de legislar más aún, al objeto de incrementar la seguridad jurídica de los ciudadanos y de profundizar excesivamente en el intervencionismo sobre materias o sectores en los que antes casi se abstenía de intervenir el Estado, dada la escasa importancia pública de los intereses protegidos.


Los órganos productores de normas habrán de tener en cuenta, además, la necesidad de mejorar el sistema de producción de normas, mediante la elaboración participada, la difusión más extensa y la limitación en lo posible, de repetición de regulaciones ya producidas en el Estado con carácter básico.
1.Sanidad y servicios sociales.


En materia de sanidad, higiene, ordenación farmacéutica y coordinación hospitalaria, la Comunidad Autónoma ostenta competencias de desarrollo legislativo en el marco de la legislación básica del Estado y de ejecución, según se reconoce en el artículo 11.1 del Estatuto de Autonomía.


Además, el artículo 12.4 le encomienda la gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social.


La ley 4/ 1994, de 26 de julio, de salud de la Región de Murcia, que sustituyó a otra anterior de 1.990, constituye la norma regional que 

desarrolla lo establecido, con carácter básico, por la Ley General de Sanidad, norma estatal que le sirve de marco y a la que se remite en cuantos aspectos son necesarios para definir el sistema sanitario.


La norma regional recoge las experiencias adquiridas en los primeros años de la nueva Administración y separa los conceptos de autoridad sanitaria y de responsable de la gestión y prestación de la asistencia y de los servicios sanitarios públicos.


Incorpora la técnica de planificación a la práctica sanitaria, a través de la elaboración y seguimiento del denominado Plan de Salud, que constituye la expresión unificada de la política sanitaria a desarrollar por las distintas Administraciones Públicas en la Región.


Desde el punto de vista organizativo, la ley regula las llamadas “Areas de Salud” y las “Zonas Básicas de Salud”. A las primeras se les reservan las funciones de salud pública, previéndose el nombramiento de un Delegado por área, que coordinará los dispositivos sanitarios de la misma.


Las zonas básicas de salud serán las adecuadas para llevar a cabo la prestación de la atención primaria de salud, teniendo en cuenta la proximidad de los servicios al ciudadano y los factores de todo tipo de influyen en la inmediatez y amplitud de la demanda sanitaria.


Con idea clarificadora, la ley determina la distribución competencial en la materia, según las diversas administraciones intervinientes, partiendo del Consejo de Gobierno y del Consejero, hasta las de los Ayuntamientos.


Se crea el Consejo de Salud de la Región de Murcia, como órgano superior consultivo y de participación ciudadana en la sanidad pública, con más de veinticinco miembros y representación amplia de los sectores relacionados con aquélla.


Introduce una nueva regulación del ente de gestión, el Servicio Murciano de Salud, configurado como un Ente de Derecho Público de los previstos en el artículo 6.1 a) de la Ley de Hacienda regional, con personalidad y patrimonio propios, adscrito a la Consejería competente en materia de sanidad.


En el Servicio Murciano de Salud se integrarán todos los recursos, centros y medios disponibles en la Región dedicados a la prestación del servicio público. Al igual que en el resto de Comunidades Autónomas, este Servicio será el receptor de las transferencias sanitarias. Su composición y funciones, así como su régimen de funcionamiento también se recogen en el texto legal.


Los servicios sociales también constituyen una importante parcela de cara al ciudadano, ya que es una actividad de prestaciones públicas dirigidas a los colectivos más necesitados.


Las competencias exclusivas que tiene atribuidas la Región, de acuerdo con el artículo 10. Uno, 18), incluyen el bienestar y los servicios sociales. Además, el artículo 12.Uno, 6) le encomienda la gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de la Seguridad Social, INSERSO.


La ley 8/1.985,. de 9 de diciembre, constituye la norma básica reguladora del sistema de servicios sociales de la Comunidad Autónoma, caracterizado por dirigirse a superar el concepto de beneficencia y asistencia, bajo los principios de responsabilidad pública, universalización, participación e integración.


A través de los noventa artículos de que consta, contempla la formulación de los derechos de la infancia, la juventud, los minusválidos, la tercera edad, la mujer y otros colectivos específicos necesitados de atención pública y discriminación positiva.


Se distinguen los servicios sociales comunitarios, dedicados a funciones de orientación, información, cooperación y atención y los servicios especializados, específicamente dedicados a cada uno de los grupos necesitados de atención y ayuda.


Es claro que, por la dinámica social, el contenido ha variado, pero la amplitud de fines permite la aplicación de la ley a las nuevas necesidades. Tal es el caso de la asignación de nuevas funciones en materia de menores, dentro del ámbito del Código Civil. También ha quedado afectada la propia organización, al evolucionar los medios y recursos disponibles.


Dentro del diseño del sistema tiene especial significación el Instituto de Servicios Sociales de la Región de Murcia ( ISSORM ), creado por ley de 19 de diciembre de 1.986. Como organismo autónomo de carácter administrativo, con personalidad jurídica  y patrimonio propios, cumple la misión de ser un ente integrador de todos los servicios destinados al bienestar y servicios sociales, unificando la gestión bajo la dependencia de la autoridad responsable de la política social, es decir, el Consejero competente en la materia.


Además tiene encomendada la función coordinadora con la Administración Local y la atención de aquellos municipios que carezcan de los medios necesarios para cubrir las atenciones mínimas.


Dicho Instituto dispone de su propia organización, que, bajo la responsabilidad de su Director, está constituida por una Secretaría General Técnica y dos Subdirecciones : de gestión de servicios sociales y de pensiones, ayudas y subvenciones.


La estructura y competencias fueron aprobadas por Decreto 66/ 1.966, de 2 de agosto.


Los órganos consultivos en este área están constituidos por : el Consejo Regional de Servicios Sociales y los Consejos Sectoriales de Tercera Edad, Minusválidos, Drogodependencias, Minorías Étnicas e Infancia, creados en la ley 8/1.985, ya citada. Posteriormente ha sido creada la Comisión Regional de Protección del Menor.

2.Cultura, educación y deporte.

Las competencias que ostenta la Comunidad Autónoma en materia de cultura, educación y deporte tienen naturaleza exclusiva, incluyéndose por tanto en el art. 10 del Estatuto de Autonomía.Sin embargo, de la redacción dada a los correspondientes apartados se deduce cierta confusión e imprecisión, que en algún caso puede plantear conflictos normativos con disposiciones de ámbito estatal.


Este agrupamiento de las competencias de cultura, educación y deporte responde a lo que normalmente se realiza en la Administración e incluso en el reparto de poder dentro de los Órganos ejecutivos. Tiene un fundamento lógico, de tipo finalista, que las hace coincidir en el destinatario de la acción pública: la persona. A ella van destinadas las actividades culturales, educativas y deportivas.


Cultura.

Se recogen en el art. 10, Uno.13, 14, 15. 


Se incluyen aquí las competencias relativas a museos, archivos, bibliotecas, conservatorios; patrimonio cultural, histórico, arqueológico y monumental; cultura e investigación.


La Comunidad Autónoma ha desarrollado una normativa propia, con rango legal, bastante amplia. Si bien se plantea una cierta repetición en la regulación de determinados aspectos, ya contemplados en leyes estatales, fundamentalmente la Ley de Patrimonio Histórico Español, de 25 de junio de 1.985, no hay que minusvalorar esa producción normativa.


En materia de museos existe la Ley 5/1.996, de 30 de julio, de Museos de la Región de Murcia, que ha derogado otra del año 1990 y la ha sustituido con mayor amplitud.


Se pretende dotar de infraestructura museística suficiente a la Región, de crear un sistema de información y documentación, de poner los recursos culturales al servicio de los ciudadanos y de abrirlos a usos turísticos, educativos y de investigación. Se definen qué son museos y colecciones museográficas y se establecen los principios de colaboración entre Entes públicos y entre estos y los particulares.


Se da una especial importancia a la acción de fomento y mejora de los centros museísticos, pretendiéndose crear un “mapa museístico” de la Región. Por otra parte se regulan las formas de conservación, protección y adquisición de bienes culturales.


La mayor parte de la ley está dedicada a regular el régimen general de museos y colecciones, pormenorizándose tramitaciones y requisitos, así como los derechos de tanteo, retracto y adquisición preferente sobre bienes de interés cultural.


Finalmente, se fija el régimen de infracciones y sanciones de carácter administrativo.


Los archivos y el patrimonio documental son objeto de regulación en la Ley 6/ 1.990, de 11 de abril. En esta materia las competencias alcanzan, al igual que en los museos, a todos los regionales “ que no sean de titularidad estatal”. Y sobre éstos últimos puede la Comunidad Autónoma suscribir los oportunos convenios de colaboración.


Se trata de una competencia exclusiva con esa limitación extraña, que parece sustraer un pequeño “territorio” de la regulación regional. Posiblemente habría que admitir que no pueden ser ajenos a la ley regional aunque además deban cumplir las normas estatales. Quede aquí reseña de la competencia estatal ( art. 149.1.28)


La ley tiene como objetivo garantizar la protección y facilitar el conocimiento y difusión de la documentación pública y privada que integra el patrimonio documental de la Región. Los conceptos y definiciones son generales, teniendo un tratamiento especial el llamado “sistema de archivos de la Región de Murcia”, con dependencia administrativa del correspondiente Departamento de Cultura.


Se protege el patrimonio documental regional mediante medidas de intervención respecto de su control, registro, conservación y limitación de facultades de disposición.


En otros aspectos, como el de infracciones y sanciones, se remite a la legislación estatal.


Las bibliotecas y el patrimonio bibliográfico, se regulan por Ley 7/1,990, de 11 de abril, que se orienta a favorecer una política bibliotecaria regional coherente, que permita el acceso de los ciudadanos al libro y otros registros culturales en las diversas zonas del territorio.


En esta ley se crea el “sistema de bibliotecas de la Región de Murcia”, compuesto por unidades administrativas, centros bibliográficos y otros medios de apoyo. Se amplía el carácter público de las bibliotecas privadas que se acojan a ese régimen y se abre, de esa forma, al acceso de los usuarios.


Como actividad de apoyo, se pretenden dedicar mayores recursos públicos a la mejora de servicios y dotaciones de fondos.


Por otra parte se regula el patrimonio bibliográfico, constituido por los bienes culturales definidos por la ley estatal, que radiquen en la Región. En su sentido más protector, la ley aplica a determinados bienes el carácter de catalogados.


También esta ley remite, para el régimen de infracciones y sanciones, a la ley estatal.


Mención aparte hay que hacer de las medidas de fomento y protección de patrimonio histórico, enmarcadas en la norma estatal que impuso el denominado “uno por ciento cultural”. Las citadas medidas, que tienen carácter esencialmente presupuestario, han sido recogidas en la Ley 4/ 1,990, de 11 de abril, por la que se obliga a prever una partida del uno por ciento en las inversiones financiadas total o parcialmente por la Comunidad Autónoma. Esa cantidad, acumulada y puesta a disposición del Departamento competente en materia de patrimonio histórico, debe ser destinada a trabajos de conservación o enriquecimiento del patrimonio histórico murciano o al fomento de la creación artística. En los proyectos superiores a cien millones de pesetas, los propios responsables podrán optar por hacer directamente la inversión con los mismos condicionantes.

Educación

En la regulación constitucional, la educación es tratada de forma muy diferente según si la Comunidad Autónoma se constituyó por el artículo 151 o por el artículo 143. En el primer caso permitió el reconocimiento de la “competencia plena”, mientras que en el segundo, sólo recoge el fomento de la enseñanza de la propia lengua.


El artículo 149.1.30ª reserva al Estado la competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.


La posterior redacción de los Estatutos y la jurisprudrencia del Tribunal Constitucional fijaron un nuevo marco de referencia. Sin embargo, han tenido que ser los acuerdos políticos los que han permitido ampliar esa competencia a las Comunidades del 143, mediante una ley orgánica de delegación, con objeto de homogeneizar el régimen del servicio público de la educación.


Las competencias en esta materia han sido reconocidas para la Comunidad Autónoma en la Ley Orgánica 4/ 1.994, de 24 de marzo, que reformó el Estatuto de Autonomía.


El artículo 16, por tanto, establece el alcance de la nueva atribución, en los términos siguientes:


“1.Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.


2.Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educación que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y cuantitativos, y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional.”


Esta nueva redacción ha establecido un diseño común de competencia en materia de enseñanza entre todas las Comunidades Autónomas, en el que se refuerza el sistema nacional y las relaciones entre Administraciones Públicas, especialmente las informativas.


Integrada en esa delegación está la enseñanza de grado superior, ya actualizada por cuanto se ha producido la transferencia formal de la Universidad de Murcia. Uno de los primeros actos normativos ha sido el Decreto de Consejo de Gobierno de 29 de agosto de 1.997, por el que se fijan los precios a satisfacer por la prestación de servicios académicos.


En este nivel educativo se ha creado la Universidad Politécnica de Cartagena, por ley de 3 de agosto de 1.998, cumpliendo con la regulación fijada por la ley estatal y haciendo uso de la nueva competencia autonómica.

.
Por ley de 30 de marzo de 1.999 se ha creado el Consejo Social de las Universidades Públicas de la Región de Murcia, como órgano de conexión entre las instancias académicas y las necesidades y demandas de la sociedad, garantizando igualmente la participación social en el servicio público de la educación universitaria. En cada Universidad pública existirá un Consejo Social, de veinticinco miembros, con amplias funciones en materia económico-financiera, de gestión académica y de relación con la sociedad.


También se ha desarrollado, mediante la ley de 21 de abril de 1.999, de coordinación universitaria de la Región de Murcia, que contempla la existencia de un Sistema Universitario con ámbito regional, integrador de los centros académicos de ese nivel, tanto públicos como privados. La consideración de distrito único y la optimización de los recursos son bases esenciales de la política universitaria que se diseña en la ley, y que encomienda al Consejo Interuniversitario de la Región de Murcia, órgano consultivo superior. 


Aunque procedentes del Ministerio de Trabajo, las guarderías infantiles también constituyen objeto de competencia y medios transferidos, integrados en el área educativa.


En tanto se llevan a cabo las oportunas transferencias, un Convenio entre la Comunidad Autónoma y el Ministerio de Educación y Ciencia, de 16 de mayo de 1.991, ha regulado las relaciones de colaboración, referidas especialmente a la educación de adultos.


En ejercicio de las competencias de desarrollo legislativo, la ley de 30 de noviembre de 1.998, ha regulado los Consejos Escolares de la Región de Murcia. Se trata de ejercitar la facultad de autoorganización dentro del sistema educativo, con la creación de los tres niveles territoriales: Consejo Escolar de la Región de Murcia, Consejos Escolares Comarcales y Consejos Escolares Municipales. En ellos estarán representados los distintos sectores sociales implicados en la programación general de la educación, según el ámbito que comprenda. A dichos Consejos se atribuyen funciones de informe y deliberación de asuntos que tengan trascendencia en el proceso educativo.

Deportes

La actividad deportiva y el ocio constituyen hoy parte muy importante de la vida social, cuya intervención pública ha venido justificada desde dos puntos de vista: la promoción y la ordenación de competiciones. La importancia se la otorga, también, la propia Constitución al incluirlas entre los principios rectores de la política social y económica del Titulo I.


El Estatuto de Autonomía contiene en el artículo 10.1.17 la competencia exclusiva para la promoción del deporte y la adecuada utilización del ocio. Después de la interpretación del Tribunal Constitucional, el contenido de dicha competencia ha quedado ampliado a lo que constituye una exclusividad en una materia: promoción, regulación, etc. , con el límite de la competencia estatal en cuanto a la faceta competitiva nacional e internacional, que rebasa el ámbito territorial autonómico.


Por parte del Estado, la Ley del Deporte, de 1.990, ha fijado las normas comunes. Por parte de la Comunidad Autónoma se aprobó la Ley 4/ 1.993, de 16 de julio, del deporte de la Región de Murcia, que se constituye en la norma básica sectorial.


La mencionada ley reproduce algunos aspectos de la estatal y profundiza en otros como la organización propia, responsabilidades públicas y privadas, potenciación de las especialidades regionales, regulación de competiciones, control de dopaje, promoción del asociacionismo, previsión de infraestructuras, regulación de normas para la construcción de instalaciones deportivas, etc.


Aunque el texto legal es prolijo y detallado, habrá de ser desarrollado en aspectos concretos. El Consejo Asesor Regional de Deporte, único de los órganos previstos en la ley, que fue regulado por Decreto 32/ 1.995, de 12 de mayo, no se ha constituido puesto que la norma fue derogada por Decreto 46/ 1.996.


Con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del Deporte, el Decreto 54/ 1.985, de 6 de septiembre, reguló la actividad de las federaciones deportivas.

Juventud

El artículo 48 de la Constitución ordena a los poderes públicos que promuevan la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. Por tanto, existe un concepto de aplicación extensiva a las distintas Administraciones Públicas, que impone incorporar a los jóvenes a las tareas públicas en la forma en que se considere más conveniente.


En ese marco, la Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva, según el artículo 10.Uno.19, para diseñar y aplicar su política juvenil.


La primera norma aprobada en el ámbito regional fue la ley de 26 de septiembre de 1.984, que creó el Consejo de la Juventud de la Región de Murcia. Su necesidad derivó de la articulación precisa con otros órganos territoriales similares y con el nacional, para estructurar una organización juvenil nueva. En él se integran asociaciones y entidades juveniles, con el fin de colaborar y participar en las decisiones que les afecten.


Posteriormente, mediante la ley de 24 de abril de 1.995, se ha dado mayor tratamiento jurídico a las actuaciones públicas posibles en materia de juventud. En esa ley se determinan ámbitos competenciales parar las distintas Administraciones Públicas, se enumeran las diversas políticas orientadas a los jóvenes, como son las de empleo, vivienda, salud, consumo, cultura, educación, tiempo libre, etc.


También se contempla la información como instrumento de difusión de planes, programas y actividades que pueden ser de interés para el colectivo juvenil. Se mantiene una red de instalaciones y centros de tiempo libre, cultura y ocio. 


La ley actualiza, igualmente, la composición y funciones del Consejo de la Juventud de la Región de Murcia y crea nuevos Consejos comarcales y territoriales.

Turismo

El tratamiento del turismo admite dos vertientes: como sector económico y como actividad social. Por ello, deben destacarse los aspectos de promoción, impulso y planificación, de una parte y la regulación e inspección de la actividad, de otra.


La promoción internacional y los aspectos de coordinación de la imagen exterior de España, se la ha reservado el Estado a través del artículo 149.1.13ª, de la Constitución, que le da la competencia exclusiva para fijar las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.


Por su parte, las Comunidades Autónomas tienen reconocida la competencia exclusiva del artículo 148.1.18ª para la promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.


De acuerdo con la competencia citada, nuestro Estatuto recoge en el artículo 10.Uno.16 idénticos términos que el texto constitucional.


La importancia del sector turístico para nuestra Región es cada vez mayor, como lo demuestra el crecimiento de la oferta y los índices de ocupación hotelera. Desde el primer momento, la Administración Regional ha promocionado la mejora de infraestructuras y la difusión de los recursos turísticos, pero faltaba la regulación administrativa sectorial, que globalizara el tratamiento jurídico del sector, tanto desde el punto de vista empresarial como del de usuario.


La Ley 11/ 1.997, de 12 de diciembre, de Turismo de la Región de Murcia, ha cubierto la necesidad de regular de forma completa el sector, bajo los principios de mejora de las relaciones interadministrativas, elevación de la calidad de la oferta turística, diversificación de productos, promoción conjunta de los sectores público y privado, incremento y homogeneización de la información e imagen turística y protección del cliente-usuario.


Regula la planificación de infraestructuras y recursos turísticos.


Determina un nuevo estatuto de las empresas y establecimientos turísticos, bajo un régimen de autorización más exigente y extenso que el aplicado hasta ahora. Igualmente, pormenoriza los derechos y obligaciones en la prestación y recepción de los servicios turísticos, ampliando la regulación existente sobre consumidores y usuarios, al incluir aspectos concretos de la actividad.


La acción pública queda referida a la constitución de órganos de participación, como el Consejo Asesor Regional y la Comisión Interdepartamental, además de determinar denominaciones oficiales y clasificaciones municipales que protejan el interés turístico de los recursos disponibles.


Por último, regula el régimen de disciplina turística,  en el que  se comprende la inspección, las infracciones y las sanciones.

Agricultura, ganadería y pesca.


Dentro de los sectores económicos hay que tratar el sector agrario, pesquero y ganadero, de gran importancia para la Región. Se trata de uno de los sectores básicos del producto interno regional, cuya aportación ha sido siempre muy importante para el desarrollo regional. 


Esa especial significación se puso de manifiesto al ser una de las primeras competencias transferidas por el Estado a la Comunidad Autónoma, incluso en la fase preautonómica,


Posteriormente, el Estatuto de Autonomía, las ha regulado con carácter de competencias exclusivas aunque con limitaciones importantes, al tratarse de un sector fuertemente intervenido desde instancias nacionales y europeas.


El E.A. en su art. 10.Uno.6, reconoce a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de “agricultura y ganadería, e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación general de la economía”.


Igualmente, en el art. 10.Uno.9 se reconoce el mismo nivel competencial respecto de la pesca, determinándola así: “ pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura y alguicultura, así como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza y pesca fluvial. Protección de los ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades”.


Además, en el art. 11.6,es decir con alcance de desarrollo legislativo y ejecución de la legislación estatal, se incluye: “ordenación del sector pesquero”.


La actividad legislativa ha sido escasa en esta materia, planteando dificultades por la superposición de otros títulos competenciales como el derecho civil, la expropiación forzosa, sanidad,  comercio exterior, o política europea, que no corresponden a la Comunidad Autónoma.


La ley de 21 de abril de 1.995, de la fauna silvestre, caza y pesca fluvial, unifica el tratamiento proteccionista y el aprovechamiento de especies, regulando las medidas administrativas que prohiben o limitan las actividades que afecten o puedan dañar la fauna silvestre autóctona. En otra línea, ordena el aprovechamiento de la fauna  y establece un régimen jurídico detallado para el ejercicio de la caza y de la pesca fluvial, caracterizado por el sometimiento a autorización previa y por la aplicación de fuertes sanciones a las infracciones cometidas contra lo regulado en la ley. 


Medio ambiente.


Desde que la Constitución elevó el nivel de protección del medio ambiente, en su artículo 45, con la referencia especial a un fuerte régimen sancionador penal y administrativo, los poderes públicos han sido más sensibles al ejercicio de las competencias en la materia, aunque tal vez no con la intensidad que los ciudadanos desearían.


El Estado, basándose en la intercomunicabilidad de los recursos y el medio físico, se reservó la competencia sobre la legislación básica de  protección del medio ambiente, en el artículo 149.1.23ª.


Las Comunidades Autónomas podrán desarrollar y dictar normas adicionales y asumir la gestión, tal como se recoge en el artículo 11.3 de nuestro Estatuto.


La primera actuación normativa en la Región fue la ley que creó, en 1.986, la Agencia Regional de Medio Ambiente y la Naturaleza. Con ella se trataba de organizar una entidad de gestión que coordinara las acciones y globalizara todos los recursos. Su existencia duró hasta la supresión, llevada a cabo en 1.993, en que se crea un Departamento de la Administración Regional dedicado a ese ámbito.


Con la reforma administrativa de 1.995, los asuntos medio ambientales se integraron en la Consejería de Agricultura, Agua y Medio Ambiente, quedando vinculados al régimen administrativo general.


La ley 1/1.995, de 8 de marzo, de Medio Ambiente de la Región de Murcia, constituye la norma básica que regula la protección del medio ambiente regional. Recoge los derechos y deberes de los ciudadanos, la obligación de los poderes públicos de proteger, defender y restaurar los recursos medioambientales, el régimen sancionador, etc.


La protección parte del principio de que “quien contamina, paga”, aunque ha de interpretarse con un nuevo alcance de “prevenir la acción perjudicial”, sin menoscabo de las reposiciones necesarias si existe infracción de normas.


Se trata de una ley extensa que regula las actuaciones públicas, la coordinación administrativa, la intervención y autorización de actividades privadas, la disciplina medioambiental y la información  al ciudadano.


No tiene antecedente estatal con este carácter global, ya que existen regulaciones parciales ( conservación de espacios naturales, flora y fauna silvestres o evaluación de impacto ambiental ),por lo que constituye una interesante innovación.


La planificación ha de hacerse en forma de “directrices” y “planes”, que definan la política a seguir. Se determina la declaración o calificación ambiental y el proceso de “evaluación de impacto ambiental” previos a la realización de actividades clasificadas en los correspondientes anexos.


Entre los instrumentos económicos previstos para la financiación de las políticas de protección se señalan asignaciones presupuestarias, contribuciones, cánones y seguros de responsabilidad. Se crea un Fondo de Protección del Medio Ambiente, con recursos de origen diverso, pero con escasa autonomía para desarrollar ágilmente las intervenciones necesarias.


Las actividades industriales y agrícolas serán objeto de vigilancia intensa, estableciéndose un modelo de disciplina medioambiental con previsión de infracciones y sanciones de bastante importancia.


No olvida la ley el aspecto informativo y educativo, que se recoge en la creación de un sistema de información y documentación a disposición de los ciudadanos, para estimular su participación en la protección del medio ambiente.


En 1994 fue creada por el Consejo de Gobierno una Comisión Delegada para el Medio Ambiente, con la finalidad de mejorar la coordinación de las políticas de protección de medio ambiente y las de actividades industriales, agrícolas y urbanísticas.


Finalmente merece citarse la protección legal operada por la Ley 6/ 1.995, de 21 de abril, del Parque regional de Sierra Espuña, aprobada para la protección de esa zona, dados los valiosos recursos naturales que encierra.

Industria, energía y minería.

Se agrupan las competencias en materia de industria, energía y minas por razón de que se integran en un sector económico común como es el industrial. Tradicionalmente han sido desarrolladas dentro de la Administración por un mismo órgano: el Ministerio de Industria y Energía, en cuanto al ámbito estatal y por un Departamento en el ámbito autonómico.

En materia de industria, la competencia tiene carácter exclusivo. Es regulada en el art. 10.Uno.27 del Estatuto de Autonomía, que dice textualmente:

 " Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio de la competencia se desarrollará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.”


Como se advierte, se trata de una competencia exclusiva pero muy limitada. De una parte, por la regulación básica del Estado en cuanto a seguridad industrial, que es el mayor bloque normativo y reglamentario existente en materia de ordenación y vigilancia de instalaciones. De otra, en cuanto no se pueden establecer normas que se dirijan al sector industrial e ignoren la regulación económica y de política monetaria del Estado. Este límite es muy impreciso y amplio porque implica líneas de actuación muy diversas: reestructuraciones sectoriales, regulación de producciones, ayudas, etc. cuya incidencia en el resto del mercado nacional pueda ser importante e introducir desequilibrios.


Sí pueden dictarse normas, incluso legislativa, que desarrollen las estatales en materia industrial, aunque consideramos que entraña muchas dificultades por el carácter eminentemente técnico de las regulaciones. Ya es sabido que para determinados productos e incluso para regulación de características técnicas de instalaciones, es la propia Unión Europea la que fija mínimos y requisitos. En parte porque los procesos normativos requieren unos equipos técnicos previos que dictaminen y comprueben los aspectos a regular y en parte porque cada vez se unen más requisitos técnicos con exigencias de mercado y protección de usuarios, cuyo ámbito de aplicación se ha extendido al mercado de la Unión.


Ante ello, es difícil que una Comunidad Autónoma pueda desarrollar normas técnicas que hayan sido establecidas con los procesos indicados por otros poderes públicos más amplios.


Dentro del sector industrial, aunque con un importante componente cultural, está la artesanía, que constituye un subsector cuyo interés regional es recogido por el artículo 49, a) del Estatuto y sobre el que se tiene atribuida competencia exclusiva, según el artículo 10.12.


Por ley de 30 de noviembre de 1.988 se reguló la actividad artesana, distinguiendo varios tipos: estética o de creación, de producción de bienes de consumo y de servicios. De forma concreta se incluyen en el texto medidas de ordenación, registro, clasificación y promoción del sector y de las empresas o empresarios en él integrados.


En materia de energía, la competencia se recoge en estos términos:


“28.Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.”


Reiterando las razones anteriores sobre industria, la energía es competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, aunque con un importante respeto a la territorialidad, cuestión que limita profundamente la competencia: el mercado y las instalaciones no pueden traspasar los límites regionales. Como es claro, quedan fuera de la atribución los centros e instalaciones realmente importantes ( refinerías, centrales, líneas de alta tensión, etc.).


En materia de minería, la competencia, de desarrollo legislativo y ejecución, se recoge conjuntamente con el régimen energético, en una repetición, respecto de éste ultimo objeto, incomprensible. La regulación básica minera es, de momento, la única existente en el ámbito estatal, sin que nuestra Comunidad haya ejercido su poder normativo, quizás consecuencia de la atonía del sector extractivo.

Ordenación del territorio, vivienda e infraestructuras.


La actuación administrativa relacionada con el suelo, ordenación del territorio, infraestructura y vivienda, suele ir unida a una profunda regulación, intervencionista, incluso en los niveles municipales. El componente territorial ha permitido que sea una de las competencias menos discutidas a transferir desde el Estado a las Comunidades Autónomas. No obstante, la complejidad de la materia y el hecho de que en ella concurran aspectos muy diversos sobre los que mantiene la competencia exclusiva el Estado, produce bastante dificultad para delimitar e identificar competencias y normas reguladoras.


En la regulación estatal se ha dado carácter básico a normas sobre régimen del suelo, basándose en la reserva sobre igualdad de los españoles, legislación civil, régimen de las Administraciones Públicas y protección de medio ambiente, montes y aprovechamientos supra-regionales.


En las Comunidades Autónomas se ha utilizado la vía legislativa para regular, sobre todo, la ordenación del territorio y el urbanismo.


El Estatuto de Autonomía, en el artículo 10.Uno, 2, reconoce la competencia exclusiva regional para regular la ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda. Además, la tiene en materia de infraestructuras de acuerdo con los apartados 4, 5, 7 y 8.


Ordenación del territorio.


La regulación básica regional se contiene en la Ley de 30 de julio de 1.992, de Ordenación y Protección del Territorio de la Región de Murcia. En ella se establecen los principios de coordinación y los instrumentos necesarios para la utilización racional del espacio, integrando los aspectos urbanos, rurales y naturales.


Con carácter previo, la ley considera necesario aplicar la técnica de las “evaluaciones de impacto medio ambiental y territorial”, como garantía de preservación. Después crea el llamado Sistema Territorial de Referencia, que equivale al gran plan territorial, con información amplia e integradora de todos los niveles administrativos. Y más adelante determina ya, en concreto, los instrumentos de ordenación del territorio: directrices, programas y actuaciones de interés regional.


Al ser una norma de amplio contenido, entra en la distribución competencial de los distintos órganos administrativos, en la regulación de procedimientos de elaboración de planes y programas, así como en la determinación de responsabilidades y sanciones.


Por lo que se refiere al aspecto de protección de espacios naturales, ha quedado desfasada con la entrada en vigor de la Ley de Medio ambiente que se estudia en otro apartado.


Hay que recoger aquí también la Ley de 24 de abril de 1995, por cuanto afecta a la anterior, ya que la modifica en cuanto a las atribuciones de los órganos de la Comunidad Autónoma en materia de urbanismo.


Responde a la necesidad de actualizar la distribución competencial entre Consejo de Gobierno, Consejero, Director General de la materia y Consejo Asesor Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Además incrementa el importe de las sanciones y tiene en cuenta algunas modificaciones introducidas en el Estado, a través de la refundición de normas llevadas a cabo por el Real Decreto Legislativo de 26 de junio de 1,992. Es evidente que, por esa técnica de elevar a rango legal la distribución de competencias administrativas y por no fijar procedimientos de actualización automática de sanciones, habrá que volver a aprobar otra ley dentro de no demasiado tiempo.


Otro aspecto que ha sido regulado mediante ley regional es el de la disciplina urbanística. La importancia que socialmente se ha concedido a los fraudes, incumplimientos e irregularidades urbanísticas, aconsejó dictar la Ley de 20 de diciembre de 1.986 de medidas para la protección de la legalidad urbanística en la Región de Murcia.


Esta ley contiene capítulos dedicados a las infracciones, medidas de protección y garantías, medidas de inspección urbanística, suspensión de actuaciones ilegales, restauración del orden infringido y régimen sancionador.


Puede decirse que, con esta regulación y con las actuaciones llevadas a cabo por las Corporaciones Locales, el urbanismo no debe constituir una actividad que perjudique a la sociedad en su conjunto, aunque se haya predicado habitualmente su carácter especulativo.


Vivienda


Dentro de las competencias contempladas en el art. 10.Uno, 2, está la de vivienda. Se trata de una de las materias en las que la Comunidad Autónoma no ha utilizado la capacidad legislativa para regular en profundidad y con amplitud este sector tan importante para el desarrollo económico y el bienestar social ; se ha limitado a la aprobación de la Ley de 7 de abril de 1.995, sobre condiciones de habitabilidad en edificios de viviendas y promoción de la accesibilidad general. Su contenido recoge, sobre todo, las preocupaciones sociales sobre las dificultades que presentan edificios y espacios destinados a servicios públicos para las personas con minusvalías. Regula la eliminación de barreras arquitectónicas y urbanísticas y establece un listado de obligaciones para que los edificios de nueva construcción estén adaptados a las necesidades de las personas con dificultades de movilidad. Finalmente, como es de uso común, incluye el régimen de infracciones y sanciones.


Ha tenido interés para la Comunidad Autónoma incidir directamente en el mercado del suelo y la vivienda, al objeto de facilitar el acceso de los sectores de población con capacidad económica escasa a condiciones adecuadas de habitabilidad. Con tal objeto la actividad legislativa se ha concretado en dos normas creadoras de entes para ejecutar una política de suelo y vivienda públicos. En primer lugar, se creó una sociedad pública de gestión, por Ley 10/ 1.994, de 30 de diciembre, que no ha llegado a tener actividad, y ha sido sustituida por una nuevo ente, el Instituto de Suelo y Vivienda de la Región de Murcia, diseñado por la Ley 1/1.999, de 17 de febrero como organismo autónomo de carácter comercial y financiero. 


Infraestructuras

Para una región como la de Murcia, con déficits de infraestructuras por su menor grado de desarrollo en relación con otras partes del territorio nacional, es ésta una competencia decisiva, aunque no pueda resolver por sí sola las necesidades  existentes si no se dispone de recursos financieros.


Su carácter de exclusiva viene determinado por el art. 10. Uno, 3, 4, 5, 7 y 8, relativos a obras públicas de interés regional; ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario discurra por el interior de la Región; puertos; aprovechamientos hidráulicos ; etc.


En primer lugar debemos referirnos a la Ley de 27 de agosto de 1.990. de carreteras de la Región de Murcia, aprobada para adaptar la regulación estatal a las necesidades regionales. 


Se trata de una ley extensa, que diseña un sistema regional, a efectos de regulación general, planificación, usos, defensa y otras medidas de carácter administrativo.


Jerarquiza las carreteras regionales en tres niveles, teniendo en cuenta los usos y el tráfico que discurre por ellas. En un Anexo las agrupa según esos mismos niveles y somete su modificación a acuerdo del Consejo de Gobierno.


Por otra parte define lo que debe ser el Programa de Actuación regional y también lo somete a aprobación del Consejo de Gobierno.


Para el uso y protección de las carreteras fija servidumbres y zonas de acceso restringido, otorgando al Consejero competente en la materia las facultades de suspensión de obras o autorizaciones.


Finalmente incluye una serie de medidas de coordinación con los Ayuntamientos.


Otro de los campos competenciales regulados en nuestra Comunidad Autónoma, en este sector, es el de puertos. La Ley de 16 de mayo de 1.996, constituye una normativa específica que aborda la construcción de puertos deportivos y de refugio, así como su explotación, respetando la continuidad del uso racional de los recursos naturales afectados. Además, compatibiliza las actividades, construcciones y usos portuarios con el planeamiento urbanístico municipal.


En la planificación de puertos a ubicar en nuestro litoral, da preferencia a los pesqueros sobre los deportivos, aunque éstos últimos van a ir adquiriendo mayor importancia dada la extensión de los deportes náuticos y los usos turísticos.


Somete a régimen de concesión y autorización en dominio público terrestre la construcción y explotación de obras e instalaciones con el destino señalado anteriormente, creando un servicio de inspección y vigilancia que mantenga el régimen previsto. En otro caso, habrá lugar a la aplicación de las sanciones también previstas en la ley.


Curiosamente, como Disposición adicional, incluye unas tarifas por prestación de servicios portuarios, que con el carácter de precios públicos, se aplicarán en las instalaciones públicas. No parece adecuada la regulación legal de tales precios públicos, a tenor de lo previsto en el art. 205 del Texto Refundido de la Ley de Tasas,  Precios Públicos y Contribuciones Especiales, que atribuye al Consejo de Gobierno su establecimiento y modificación.

Comercio interior.


La actividad comercial, de contenido eminentemente económico, tiene una doble vertiente: interior y exterior, según tenga lugar dentro o fuera del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.


Aunque la actividad comercial tiene una primera y esencial regulación de carácter mercantil y civil, reservada al Estado por los números 6 y 8 del artículo 149.1, de la Constitución, la ordenación sectorial en su dimensión minorista, ha sido atribuida como competencia exclusiva a la Región de Murcia, en el número 34 del artículo 10.Uno, del Estatuto de Autonomía, ampliando el nivel que anteriormente detentaba, meramente ejecutiva.


Se deja a salvo la competencia estatal sobre política general de precios, la libre circulación de bienes en todo el territorio del Estado y la legislación sobre defensa de la competencia y por supuesto, el comercio exterior.


Hay que recordar que el comercio interior no ha sido, hasta estos últimos años, objeto de regulación legal. Y ha tenido que plantearse la distribución Estado-Comunidades Autónomas para que se dicten tanto normas estatales como autonómicas.


En la Región de Murcia se ha aprobado la ley de 21 de diciembre de 1.998, sobre régimen del comercio minorista, que respetando el marco estatal, ha regulado con detalle aspectos sectoriales, como son:

a) Sometimiento a licencia previa de la instalación de grandes establecimientos comerciales y de establecimientos de "descuento duro"

b) Obligaciones generales de los comerciantes minoristas.

c) Autorización previa de la actividad de ventas a distancia, ventas automáticas y ventas en pública subasta.

d) Horarios comerciales.

e) Regulación de actividades promocionales.

Igualmente se crea el Consejo Asesor Regional de Comercio,

como órgano consultivo especializado.


Por último se regula el régimen sancionador.


Hay aspectos que deberán desarrollarse en colaboración con los Ayuntamientos, como son el urbanismo comercial, fijación de horarios comerciales y calendario de apertura.


En otro orden, queda sin incluir en la norma la mejora y modernización de estructuras comerciales, anunciada en su propio principio.

Protección de los consumidores.


Aunque la competencia en este campo es de desarrollo legislativo y ejecución, la protección de los consumidores es, al igual que el medio ambiente, objeto de especial atención de los poderes públicos.


El artículo 11.7 del Estatuto reconoce ese nivel competencial para la defensa del consumidor, pero lo limita con las bases de la ordenación de la actividad económica general, la política monetaria y las bases y coordinación de la sanidad.


Aún con esas reservas la Comunidad Autónoma ha regulado el régimen de protección a través de la Ley 4/ 1.996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.


Dicha norma se apoya en la ley estatal como marco general que le vincula. Su necesidad se justifica por la mejora de la coordinación interadministrativa, el reforzamiento del deber de colaboración ciudadana y la definición más precisa del régimen sancionador.


Sin embargo, no se queda la ley en aspectos generales, sino que desarrolla extensamente derechos y deberes, requisitos de productos y servicios, contenidos obligatorios de las actividades comerciales o prestadoras de servicios, etc.


Muy amplio es el articulado relativo a régimen sancionador, con regulación de infracciones y sanciones tal vez excesivamente compleja, de cara al cumplimiento por un extenso y variado colectivo que ejerce actividades sujetas a la ley.

Economía.


El sistema autonómico se apoya en la existencia de economías regionales con suficiente entidad para diferenciarse entre sí y sustentar organizaciones públicas y privadas nuevas que sirven de articulación de los diversos sectores productivos. Precisamente una de las notas definitorias de las Comunidades Autónomas incluidas en el art. 143 de la Constitución, es la de que las provincias que las constituyan tengan características económicas comunes.


Una de las competencias más claras que pueden asumir las Comunidades Autónomas es la del fomento de su economía  e impulso de su desarrollo global, dentro de los objetivos generales de la política económica nacional( art. 148 C.E., 13ª).


Nuestro Estatuto de Autonomía recoge,  en el art. 9. 2, c) como principio programático inspirador de las actuaciones públicas, velar por la promoción de inversión y fomento del desarrollo económico y social.


Competencialmente también está determinado que la Comunidad Autónoma, con carácter de exclusividad, pueda promover el desarrollo económico y la creación de un sector público regional     (art. 10.  Uno.11). 


Igualmente y tras la última reforma estatutaria, es exclusiva la competencia regional sobre instituciones de crédito cooperativo, público y territorial y de cajas de ahorro, en el marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facultades dicte el Estado ( art. 10.Uno.32)


Precisamente por ser una materia esencial para la existencia de la autonomía política, el Estatuto tiene un Título propio, el IV, dedicado a la Hacienda y Economía. En él se recoge la obligación del poder regional de promover la distribución de la inversión pública, de acuerdo con los principios de solidaridad y proporcionalidad comarcales (Art. 48) y la creación de empresas públicas para atender necesidades no cubiertas por el sector privado. Además, se deberán modernizar todos los sectores económicos, aunque especialmente la agricultura, la ganadería, la pesca y la artesanía (art. 49).


Si, junto a los títulos jurídicos y competenciales señalados, contemplamos la capacidad económica de la nueva organización pública, a través de los presupuestos anuales, deduciremos que  son verdaderamente importantes los instrumentos de incidencia en la economía regional.


En relación con el ejercicio de competencias en materia económica, podemos señalar los siguientes apartados:


a) Entidades Financieras y Cajas de Ahorro.


La última reforma estatutaria ha modificado el alcance de la competencia en materia de cajas de ahorro, pasando a ser exclusiva, cuando antes era de desarrollo legislativo y de ejecución. Una primera ley, de 6 de octubre de 1988, reguló los órganos rectores de las Cajas de Ahorro, hoy derogada por la ley de 1 de julio de 1998, de Cajas de Ahorros de la Región de Murcia. En el texto se da uniformidad a los aspectos esenciales de estas entidades, en los términos de la legislación básica del Estado y de conformidad con la interpretación del Tribunal Constitucional sobre los aspectos más conflictivos planteados desde aquella fecha en varias Comunidades Autónomas.

 El régimen jurídico  incluye la creación, expansión, fusión, disolución y liquidación, distribución de excedentes, Obra social y disciplina y control de las cajas de ahorro.

Se crea la figura del defensor del cliente y se regulan los órganos de gobierno, introduciendo innovaciones que permiten profundizar en la democratización de dichos órganos, la profesionalización de la gestión y la libertad  e independencia de las Cajas.

Se modifica la representación de los impositores, de la entidad fundadora y de las corporaciones municipales, procurando una mayor representación de los intereses generales de la Región en los órganos de toma de decisiones. 

 
Por último, en cuanto a disciplina y control, se regula un régimen preciso de infracciones y sanciones. 


b) Ordenación y planificación económica.

La Comunidad Autónoma ha venido elaborando un Plan de Desarrollo Económico regional, como instrumento de coordinación de inversiones públicas, cuya última edición es la de las anualidades 1.994-1.999.Este Plan constituye un elemento valioso para superar la tendencia de las organizaciones a la gestión con fines demasiados inmediatos, que olvidan las inversiones cuya importancia y cuantía exigen programaciones a medio y largo plazo.


Nació como obligación en la Ley del Fondo de Compensación Interterritorial, que impuso esa técnica económica para poder solicitar la cofinanciación prevista en la ley estatal. Más tarde, la propia política económica de los fondos estructurales europeos, amplió esta obligación de elaborar planes de inversiones, integrándolos en un plan nacional, como requisito previo para formular peticiones de ayudas económicas  con las que  cofinanciar proyectos de interés regional.


Anualmente se revisan los contenidos del referido Plan, adecuándolo a las variaciones de carácter económico o político y sirviendo de base para la elaboración de los capítulos de inversiones y transferencias de capital de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma para el correspondiente ejercicio.


Hay que hacer referencia, además, al Plan Estratégico de la Región de Murcia 2.000- 2.006, que constituye un instrumento de planificación, resultado del análisis de la realidad socio-económica regional y de las aportaciones de instituciones, agentes sociales y económicos, etc., cuyo contenido proyecta a las anualidades que comprende las grandes líneas del desarrollo regional y las soluciones que se proponen para resolver los estrangulamientos o déficits apreciados. Este Plan servirá de base para el nuevo Plan de Desarrollo Regional que exige el Marco de Apoyo Comunitario europeo.  



La planificación es una competencia de la Consejería de Economía y Hacienda pero el órgano de coordinación regional es el Comité de Planificación Económica Regional creado por Decreto en el año 1.987, cuya composición, modificada en 1994, responde al criterio de representación de todos los Departamentos y en particular de los Centros Directivos competentes en materias económicas o financieras, y cuyas funciones son las relativas a preparación e informe del Plan de Desarrollo Económico Regional, así como sus modificaciones y seguimiento. No obstante su interesante función, el Comité no constituye hoy un órgano con especial relevancia ni intervención en la política económica regional.


También sirve de apoyo a la actividad planificadora en materia económica el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia. Como se ha visto en otro lugar, su creación se realizó por ley de 16 de julio de 1.993, que le otorga personalidad jurídica y patrimonio propios. Entre sus funciones está la de constituir cauce de participación de los agentes sociales y económicos en las decisiones de política económica regional.

c) Fomento de la economía.

Especialmente dirigida a la potenciación de sectores económicos regionales o a la ubicación de inversiones en su territorio, la Comunidad Autónoma  ha utilizado su capacidad legislativa en dos ocasiones: en la Ley de declaración de interés social y concesión de un crédito extraordinario para la instalación de un complejo industrial en Cartagena, de 3 de julio de 1.989 y la Ley de concesión de un crédito extraordinario para cofinanciar un Plan de Pensiones de Prejubilación para los trabajadores del sector de fertilizantes, de 17 de junio de 1.994. En la primera se facilitaba la instalación de la multinacional General Electric y en la segunda se resolvía un problema social de ajuste de un sector en crisis.


No se ha dictado ninguna norma con rango legal que regule con carácter general ni el sector industrial ni el agrario, así como tampoco se han establecido normas sobre planificación o regulación económica con ese rango, por lo que sólo son de aplicación normas de rango inferior a ley, con más vocación de coordinar acciones que de vincular a sectores económicos regionales.

El sector público regional.


El concepto de sector público, en cuanto al tratamiento que pretendemos aquí, se circunscribe a aquella parte de la organización pública que no constituye administración directa ni organismo autónomo. Se trata de un concepto operativo para distinguir regímenes jurídico-económicos propios de una gestión descentralizada; es decir, se pretende analizar la organización pública que no es puramente administrativa.


Sin embargo, no podemos limitar el análisis a aquellos órganos que desarrollen su actividad en régimen de derecho privado, porque existen algunos denominados “Entes” cuya actividad es regulada a través de varios regímenes jurídicos: el público o administrativo y el privado,mercantil,civil o laboral.


Esta dificultad inicial de clasificación ya empieza por reflejar el nivel de indefinición en el que se mueven los órganos y empresas aquí agrupados.


Hay dos tipos claros de componentes del sector público: sociedades públicas y Entes públicos creados expresamente por una ley. Respecto de las primeras no cabe duda de su carácter y naturaleza. En cuanto a los segundos, habrá que acudir a su norma de creación o desarrollo para entender esos elementos básicos definitorios.

a) Empresas públicas regionales.

Las empresas públicas regionales son:

a) Las entidades de derecho público dotadas de personalidad jurídica propia que, por la naturaleza de su actividad, ajustan su actuación al Derecho privado.

b) Las sociedades anónimas en cuyo capital tenga participación mayoritaria, ya sea directa o indirectamente, la Administración regional, sus organismos autónomos u otras empresas públicas regionales.


Tal es la definición del artículo 71 de la Ley  1/ 1.988. En ella se aprecia la separación entre “entidad de derecho público” y sociedad anónima. Esta separación responde al régimen regulador: en el primer caso será una ley específica la que determine su organización y funcionamiento; en el segundo, el régimen será el general de las sociedades anónimas


Sin embargo, se plantearán situaciones confusas cuando, como veremos, se dicten leyes de creación de estas entidades en las que se mezclan regímenes de derecho privado y de derecho público. En ese caso, ¿ se les puede denominar “empresas públicas regionales" ?

Creación.- La creación de sociedades públicas regionales en forma de sociedades anónimas está regulada en el artículo 73 de la Ley del Presidente:

a) Por Decreto del Consejo de Gobierno, si la cuantía de la aportación pública no excede de la autorizada anualmente por la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

b) Por Ley de la Asamblea Regional, cuando exceda de dicha autorización.


Iguales requisitos se exigirán para la aportación de capital público a una empresa ya creada.


Las sociedades anónimas regionales se constituirán por el procedimiento de fundación simultánea, siéndoles de aplicación la excepción prevista en el artículo 14.2 de la Ley de Sociedades Anónimas en su redacción actual.


Como se deduce de lo anterior, los Presupuestos Generales  deben incluir créditos en el capítulo VIII, para aportación de capital a las sociedades que se creen con el carácter de anónimas. Esa es la razón de ya no se exija ley específica. Sí la necesitará aquella sociedad que deba constituirse con dotaciones no previstas en la mencionada ley de presupuestos y sin determinación de sus fines ni recursos.


Actualmente puede producirse una situación poco clara: la creación de sociedades anónimas públicas cuya participación mayoritaria proceda de créditos de otros organismos o sociedades. Parece que quedaría fuera de regulación. Sin embargo, entendemos que no, que está sujeta al mismo procedimiento: si la aportación es específica con base en partidas nominativas de los correspondientes presupuestos de las sociedades matrices, sólo se exigirá la creación por Decreto. Si no existe concreción nominativa, debe irse al procedimiento de creación por ley expresa.


Una vez creada la empresa, es importante su régimen de organización y funcionamiento.

Organización y funcionamiento.- La regulación jurídica de las sociedades anónimas regionales es la común a las demás sociedades anónimas: la normativa estatal de este tipo de sociedades. No existe ninguna especialidad ni tratamiento diferenciado desde el punto de vista mercantil, civil o laboral. Únicamente existen normas complementarias de carácter administrativo que las vinculan a obligaciones o requisitos internos. Tal es el caso de la competencia del Consejo de Gobierno para proponer o designar los representantes de la Administración Regional en los órganos de las sociedades públicas (art. 75  Ley del Presidente).


Por otra parte, la Ley de Hacienda les impone la obligación de elaborar un Programa de Actuación, Inversiones y Financiación (PAIF) que recoja las principales informaciones de la empresa para cada anualidad. Si además tuvieran financiación por medio de subvenciones, deberán elaborar también un Presupuesto de Explotación, si las transferencias son para gasto corriente y un Presupuesto de Capital, si  las subvenciones son para gastos de capital.


Las empresas públicas regionales elaborarán dichos documentos y tras la aprobación por sus órganos sociales, los remitirán a la Consejería de Economía y Hacienda, a través de la Consejería a la que estén adscritas, para su integración en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma (arts. 55 y ss. de la Ley de Hacienda).


A las sociedades anónimas públicas les es de aplicación el régimen de control financiero a que se refieren los arts. 88 y ss. de la Ley de Hacienda. Fundamentalmente se realizará mediante auditorías dirigidas por la Intervención General de la Comunidad Autónoma. Igualmente les es de aplicación el control de eficacia y eficiencia a que se refiere el art. 91 de dicha ley, con objeto de valorar y verificar el grado de cumplimiento de los objetivos programados.

Situación actual del sector.- Los sectores de actividad en los que se han creado empresas públicas regionales son variados: promoción industrial, tecnología, prestación de servicios médicos, turismo, vivienda, comunicación, etc.


Las sociedades cuyos presupuestos aparecen en los generales de la Comunidad Autónoma para 1.999, son:


Instituto de Fomento de la Región de Murcia


Servicio Murciano de Salud


Onda Regional de Murcia


Murcia Cultural, S.A.


Bullas Turística, S.A..


Sociedad para la Promoción Turística del Noroeste, S.A.


Industrial Alhama, S.A.


Región de Murcia Turística, S.A..


Consejo Económico y Social de la Región de Murcia


Consejo de la Juventud de la Región de Murcia

Sociedad Promotora del Suelo y Vivienda Región de Murcia, S.A.


Todas ellas suman un total de dotaciones de más de 20,000 Millones de pesetas, que suponen el 13,7 % del total de los Presupuestos para 1.999, que son de 152.708 Millones de pesetas.

Hacienda y patrimonio.

La autonomía financiera de las Comunidades Autónomas es, junto a la autonomía política, uno de los elementos básicos de su propia concepción como poder independiente del estatal. Así se viene demostrando en cuanto la capacidad de gestión de los tributos, tanto propios como cedidos, e incluso su regulación normativa, constituye el indicador de la profundidad alcanzada en la transferencia de poder y recursos.


La Constitución, en sus arts. 156 y 157 , reconoce la autonomía financiera de las CC.AA. como básica para el desarrollo y ejecución de sus competencias. Impone la coordinación con la Hacienda estatal y la solidaridad entre todos los españoles. Completa regulación con el desglose de los recursos de que podrán disponer dichas Comunidades y la posibilidad de regular, mediante Ley Orgánica, la financiación general del sistema. Precisamente ese marco está determinado en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas, de 22 de agosto de 1.980, modificada por la de 15 de agosto de 1.990, cuyo carácter básico le da preferencia a cualquier otra norma autonómica.


Al entrar en esta materia hay que distinguir tres campos:


a)Competencias en materia tributaria.


b)Competencias en materia financiera.


c)Competencias en materia patrimonial.


d)Competencias en materia presupuestaria.

a)Competencias en materia tributaria.


El máximo nivel competencial, de carácter exclusivo, lo tiene la Comunidad Autónoma para establecer y regular sus propios tributos, entendiéndolos en sentido amplio: impuestos, tasas, precios públicos y contribuciones especiales. Esta facultad se la reconoce el art. 45 del Estatuto que, a la vez, le impone el principio de legalidad tributaria, es decir, que sea mediante ley regional el establecimiento, modificación o supresión de cualquiera de ellos, incluso el régimen de exenciones y bonificaciones. También afecta ese principio a los posibles recargos sobre impuestos estatales.


En ejercicio de esa competencia, nuestra Comunidad Autónoma ha dictado las siguientes leyes:

- Ley sobre juegos de suerte, envite o azar, de 27 de diciembre de 1.994.

- Ley de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales, de 29 de octubre de 1.997.

- Ley de establecimiento y fijación del recargo sobre el Impuesto de Actividades Económicas, de 26 de diciembre de 1.991, complementada por la de 28 de julio de 1.992.


Además de esas normas, las Leyes de Presupuestos anuales suelen incluir algún precepto que modifica o actualiza, sobre todo las cuantías de tasas, precios públicos o contribuciones especiales.


A partir de la nueva técnica legislativa introducida por las denominadas "leyes de medidas complementarias", que acompañan a la anual de Presupuestos Generales y que modifican aspectos tributarios, económicos, sectoriales o de función pública, ha aumentado la dificultad de seguimiento de las normas vigentes, especialmente las sujetas a medidas de oportunidad política. Esta técnica ha sido utilizada en dos ocasiones: la ley de 23 de diciembre de 1.997, de medidas fiscales, presupuestarias y administrativas, y la ley de 28 de diciembre de 1.998, de medidas financieras, administrativas y de función pública regional. 


El nuevo modelo de financiación autonómica previsto por la Ley Orgánica 3/ 1996, de 27 de diciembre, que modifica parcialmente la LOFCA, recoge el principio de “corresponsabilidad fiscal” efectiva, materializado a través de la cesión de tributos del Estado. Lo más importante de esa modificación es la consideración de una parte del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como tributo parcialmente cedido a las Comunidades Autónomas, así como la atribución a éstas de ciertas competencias normativas en relación con los tributos cedidos.


La Comunidad Autónoma de Murcia ha recibido esa nueva cesión a través de la Ley de 4 de agosto de 1997, donde se fija un límite de participación del 15 % en el I.R.P.F.


En materia de gestión tributaria y haciendo uso de la facultad de autoorganización, una ley de 3 de diciembre de 1.996 ha creado el Organismo Autónomo “Agencia Regional de Recaudación”, que, adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, asume todas las funciones relacionadas con la gestión recaudatoria. Este ente público tiene los siguientes órganos:


- Presidente, el Consejero de Economía y Hacienda.


- Director, nombrado por el Consejo de Gobierno.

- Secretario General Técnico, nombrado por el Consejero de Economía y Hacienda.

b) Competencias en materia financiera.

La financiación de la Comunidad Autónoma está genéricamente incluida en la regulación básica del Estado, L.O.F.C.A. (arts. 14 y 15), sobre préstamos a corto y largo plazo; emisión de deuda o cualquier otra apelación al crédito público, operaciones para cuya realización deberá contar con autorización del Gobierno de la nación.


El Estatuto, en su artículo 47, contempla la facultad del Consejo de Gobierno, autorizado por una ley de la Asamblea Regional, de emitir deuda y concertar operaciones crediticias. En particular, también se regula en el Capítulo III de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, de 5 de abril de 1.990, con las modificaciones introducidas precisamente en ese capítulo por la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1.994.


Se dedica especial atención al endeudamiento a plazo superior al año, que deberá estar destinado a financiar inversiones; la anualidad a pagar no podrá superar el 25% de los ingresos corrientes previstos para cada año. La cifra de endeudamiento deberá contenerse o bien en la Ley de Presupuestos o en una especial que la fije para cada caso.


Aunque, como se ha visto, la competencia es exclusiva, las normas regionales tienen los límites superiores determinados por la política financiera y monetaria nacional.

c) Competencias en materia de patrimonio.


Por lo que se refiere al patrimonio regional, su composición viene establecida en el artículo 41 del E. A. aunque, con carácter más general y actualizado, debe definirse de acuerdo con el art. 1 de la Ley de Patrimonio de la Región de Murcia, de 30 de julio de 1.992, según la cual lo integran todos aquellos bienes y derechos de que sea titular, independientemente de la forma, título o fin que tengan. El concepto de patrimonio es global, es decir incluye todo el “patrimonio público regional”, tanto de la Administración, como de las instituciones o sociedades regionales y de la Asamblea Regional.


Esta Ley contiene, en primer lugar, las líneas fundamentales del régimen jurídico del patrimonio, tanto de los bienes demaniales como de los patrimoniales; las prerrogativas sobre el mismo y las normas de protección y defensa.


En segundo lugar, regula con detalle los bienes demaniales y su afectación o desafectación;  su aprovechamiento y uso. Después determina el régimen especial de los bienes patrimoniales, desde su adquisición y uso hasta la enajenación.


Los derechos incorporales, los arrendamientos y otras formas que afectan a la gestión en sentido amplio, se contienen en los restantes preceptos reguladores.


Finalmente se refiere a la responsabilidad y sanciones en cuanto a la custodia y protección que deben desempeñar los funcionarios o personas encargadas de ello.

d) Competencias en materia presupuestaria.


Los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma son el instrumento económico-financiero más importante con que cuenta la Región, dada su cuantía y su incidencia en la economía regional. Téngase presente que el sector público regional es la empresa más importante de la Región, en recursos y plantilla de personal.


La preparación, elaboración y aprobación están reguladas pormenorizadamente en la Ley de Hacienda de la Región de Murcia antes citada. Pero tiene, como es lógico, soporte en el Estatuto de Autonomía, que le confiere el máximo nivel jurídico al someterlo a ley. Así se recoge en el art. 46, que encomienda a la Asamblea Regional su examen, enmienda, aprobación y control.


Los principios presupuestarios de unidad, homogeneidad con los estatales y anualidad, se enuncian en el Título II de la Ley de Hacienda. Regula, por otra parte, el proceso de elaboración, la técnica presupuestaria de los créditos y sus modificaciones; la gestión, ejecución y liquidación, así como los contenidos de los presupuestos de organismos y empresas públicas.


Ha sido frecuente el uso de la facultad excepcional, contenida en el artículo 38 de la Ley de Hacienda, de promover leyes de créditos extraordinarios para atender gastos no previstos en los presupuestos ordinarios y que no permitan su atención en el presupuesto de la anualidad siguiente. Hasta el fin de la legislatura, en 1.999, se han aprobado más de veintiocho leyes para atender daños, indemnizaciones diversas, gastos sanitarios, etc.


A lo largo del Título IV de la Ley de Hacienda también se desarrolla la normativa regional sobre la intervención y restantes formas de control sobre los fondos y bienes públicos, en términos parecidos a los utilizados por la normativa estatal.


Finalmente, se regula el sistema de responsabilidades y sanciones propio de la gestión económico-financiera de la Comunidad.


Además de las normas contenidas en esa Ley de Hacienda, son de aplicación las generales del Estado sobre presupuestos y contabilidad pública y sobre control de los órganos externos a la Comunidad Autónoma, ya citados en otro lugar.

Régimen local.

La competencia en materia de régimen local es una de las que, por su naturaleza, y dado el carácter de los entes municipales de ser territoriales e integrados a su vez en el territorio superior de la Comunidad Autónoma, pueden ser objeto de descentralización y por supuesto, de transferencia desde el Estado a las Comunidades Autónomas. Así se reconoce en la propia Constitución, donde en su artículo 148, uno, norma 2ª,prevé la posibilidad de asunción por las instancias autonómicas de “las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones Locales y cuya transferencia autorice la legislación de régimen local.”


Esta forma de condicionar la transferencia es singular,  ya que el enunciado general del artículo habla de competencia de posible asunción y la norma 2ª de “transferencia autorizada por la legislación de régimen local”. Quedaría, por tanto, como una posibilidad constitucional por una ley de menor rango.


La situación fue recogida después, de otra forma, en la redacción de los Estatutos. En la redacción originaria del artículo 11 se limitaba la competencia en la materia, pero en la modificada y actualmente vigente, el apartado 9 de dicho artículo atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y la ejecución del régimen local, en el marco de la legislación básica del Estado.


La competencia de la que hablamos ha sido utilizada en nuestra Comunidad para regular la descentralización territorial y la colaboración entre la Comunidad Autónoma y las Entidades Locales de nuestra Región. La Ley regional de 7 de octubre de 1983 reguló aspectos nuevos como la delegación de competencias autonómicas en la instancia municipal; facultar a los Ayuntamientos para ejercer funciones propias de la Administración regional transfiriéndoles medios personales y materiales si fuese necesario y otras líneas de colaboración  financiera y de planificación.


Desde que entró en vigor se han desarrollado bastantes convenios de colaboración en multitud de materias, como construcciones de interés municipal, centros deportivos y culturales, electrificaciones, actividades clasificadas, etc. Puede decirse que se ha hecho uso de la norma, aunque casi siempre con mayor coste presupuestario para la Administración regional, por lo que ha supuesto una forma de financiación de interés local de carácter finalista.

Coordinación de Policías Locales.


Amparada en el artículo 148,1.22, de la Constitución, la competencia de coordinación de las policías locales de la Región, es recogida en el artículo 11.9 del Estatuto, dentro de la competencia más amplia de régimen local, que se ha señalado y de manera especial en el artículo 10.Uno.21, con el nivel de competencia exclusiva.


Ejerciendo esta competencia fue aprobada la Ley regional de 11 de julio de 1988, sobre coordinación de policías locales, una vez aprobada la Ley estatal sobre Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en 1986, con la que guarda estrecha relación por ser el marco en el que ha de desarrollarse el régimen autonómico.


Mediante ley de 22 de julio de 1.998, se ha establecido una nueva normativa legal que actualiza la anterior y completa otros aspectos surgidos desde entonces y tras la interpretación dada por el Tribunal Constitucional en 1.987 y 1.993, a los propios fundamentos de la coordinación.


La citada ley contiene un completo estatuto de la función policial local, con regulación de cuerpos y limitación de jurisdicción, salvo la colaboración precisa y el intercambio de información en supuestos de emergencia, o auxilio. Se unifica uniformidad, los medios defensivos, etc. Se mantiene la Comisión de Coordinación de las Policías Locales para permitir la participación y el asesoramiento en la materia y la Escuela de Policías Locales de la Región de Murcia, que podrá asumir funciones de selección y formación de funcionarios de los diversos ayuntamientos.


Finalmente, se regula con detalle el régimen disciplinario.

Regulación del régimen local.


Como ha quedado dicho, la competencia en materia de régimen local quedaba remitida a lo que posteriormente determinara una ley orgánica básica. Por ello, aprobada la Ley de Bases de Régimen Local, en 1985, quedó abierta, en virtud de su disposición adicional primera, apartado 1,la posibilidad de actuar las Comunidades Autónomas.


En el ejercicio de esa competencia, la Región de Murcia aprobó su Ley de Régimen Local con fecha 25 de agosto de 1988.


Se trata de una norma extensa, con 88 artículos, muy minuciosa y amplia en el tratamiento de los diversos aspectos que regula. Llama la atención sobre algunas singularidades regionales tales como la variedad de tipos de municipios (agrícolas, de montaña, costeros, históricos, etc.),la existencia de multitud de pedanías, la posibilidad de constituir agrupaciones forzosas para sostenimiento común de funcionarios, etc.


Hay que destacar la importante cantidad de competencias que se asignan al Consejo de Gobierno, como las de segregación, alteración, demarcación, etc. de términos municipales; modificación de la denominación y capitalidad; iniciativas para creación de comarcas; agrupación de municipios; constitución de entidades locales menores, etc.


En algunos casos el procedimiento queda reservado para su resolución por Ley de la Asamblea Regional, como la constitución de comarcas o la creación de áreas metropolitanas y la coordinación de competencias entre Corporaciones cuando su prestación sea superior a los municipios afectados.


Por último, de alguna manera esta Ley regula aspectos de relaciones interadministrativas que actualizan las fórmulas de colaboración de la Ley de 1983.Se  disponen normas para la colaboración en plano de igualdad o supremacía y para la resolución de conflictos entre Entidades locales.


En el ejercicio de las competencias que estudiamos, la Comunidad Autónoma aprobó la Ley de 28 de julio de 1.989, de creación del municipio de Los Alcázares y adopción de medidas complementarias. Aunque esta norma era el fin de un procedimiento administrativo complejo, con vicios de nulidad, permitió volver a la normalidad en una decisión política llamativa: la creación de un nuevo municipio. No son tiempos de creación de municipios, al contrario,  lo son de agrupación en la mayor parte de España. Sin embargo, nuestra región tiene un crecimiento tan señalado en algunas comarcas, que está en un proceso inverso al general, es decir de división del territorio en nuevo términos municipales como el creado por esta Ley para Los Alcázares.

Cooperación local.


Con el fin de que los representantes de los entes locales de la Región intervengan en todas aquellas decisiones e instrumentos de planificación o programación que les afecten, se ha regulado una figura organizativa que puede ser interesante: el Consejo Regional de Cooperación Local.


Creado por una ley de 30 de diciembre de 1994,se constituye como órgano deliberante y consultivo de la Administración regional, en el que participan los representantes de ésta y de los Entes locales.


Tiene una función prevalente de emitir informes sobre todos los asuntos de interés común, así como una facultad de tomar iniciativas en propuestas de actuaciones de inversión municipal, cofinanciadas a través de planes o programas regionales.


Dicho Consejo lo preside el Consejero competente en materia de régimen local y forman parte como vicepresidentes dos representantes de municipios, así como vocales de todas las Consejerías y los correspondientes en el mismo número propuestos por la Asociación de Municipios de mayor implantación regional.

Peculiaridades de derecho civil.


La legislación civil es competencia del Estado, aunque dentro de la regulación del artículo 149.1.8ª, se permite que las Comunidades Autónomas puedan dictar normas en materia de derecho civil, cuando existan en su territorio normas civiles forales o especiales de carácter consuetudinario.


Para la Región de Murcia supuso la inclusión en el Estatuto de Autonomía, artículo 8, de un precepto en el que se impone la obligación de prestar atención al derecho consuetudinario, como es el caso de los tribunales tradicionales en materia de aguas, que tan importante función han desarrollado a lo largo del tiempo.


Precisamente, desarrollando esa posibilidad jurídica, la Asamblea Regional ha promovido el reconocimiento legal como tribunal consuetudinario y tradicional del Consejo de Hombres Buenos de Murcia, institución que tiene sus primeras referencias en el Siglo IX y que desde entonces viene actuando en materia de riegos en la Vega del Segura.


La institución legislativa regional promovió una ley independiente para regular y reconocer la función del citado Consejo, pero la tramitación en las Cortes Generales ha dado como resultado final la aprobación de una modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el mismo sentido que se recogió en su día el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana.


Tal como se ha aprobado, por Ley Orgánica 13/ 1.999, de 14 de mayo, la modificación del artículo 19 de la del Poder Judicial incluye un apartado 4, que dice:

" 4. Se reconoce el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Consejo de Hombres Buenos de Murcia."


No hay que olvidar que se trata de un interesante reconocimiento de la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia, entendida en sentido amplio como función del Estado, que puede adoptar formas jurídicas no profesionalizadas para resolver conflictos específicos mediante la aplicación del procedimiento oral y la emisión rápida de resoluciones.

VII. REGULACIÓN NORMATIVA SECTORIAL I.

1.La sanidad y los servicios sociales.

2.La cultura y la educación.

3.El deporte y la juventud.

4.El turismo.

5.La agricultura, la ganadería y la pesca.

6.El medio ambiente.

Introducción.


Las competencias reconocidas en el Estatuto de Autonomía como exclusivas o de desarrollo legislativo, permiten el ejercicio de potestades normativas, tan importantes cualitativamente en el diseño político del sistema autonómico.


El punto de partida nunca será de cero, puesto que ha preexistido un ordenamiento jurídico estatal que ya contenía las materias objeto de transferencia, más o menos reguladas. La sustitución territorial que se producirá de aquellas normas únicas estatales, debe hacerse aprovechando la oportunidad para mejorar, simplificar y refundir el régimen jurídico regulador de cada competencia. Habrá que huir de la tentación de legislar más aún, al objeto de incrementar la seguridad jurídica de los ciudadanos y de profundizar excesivamente en el intervencionismo sobre materias o sectores en los que antes casi se abstenía de intervenir el Estado, dada la escasa importancia pública de los intereses protegidos.


Los órganos productores de normas habrán de tener en cuenta, además, la necesidad de mejorar el sistema de producción de normas, mediante la elaboración participada, la difusión más extensa y la limitación en lo posible, de repetición de regulaciones ya producidas en el Estado con carácter básico.
1.Sanidad y servicios sociales.


En materia de sanidad, higiene, ordenación farmacéutica y coordinación hospitalaria, la Comunidad Autónoma ostenta competencias de desarrollo legislativo en el marco de la legislación básica del Estado y de ejecución, según se reconoce en el artículo 11.1 del Estatuto de Autonomía.


Además, el artículo 12.4 le encomienda la gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social.


La ley 4/ 1994, de 26 de julio, de salud de la Región de Murcia, que sustituyó a otra anterior de 1.990, constituye la norma regional que 

desarrolla lo establecido, con carácter básico, por la Ley General de Sanidad, norma estatal que le sirve de marco y a la que se remite en cuantos aspectos son necesarios para definir el sistema sanitario.


La norma regional recoge las experiencias adquiridas en los primeros años de la nueva Administración y separa los conceptos de autoridad sanitaria y de responsable de la gestión y prestación de la asistencia y de los servicios sanitarios públicos.


Incorpora la técnica de planificación a la práctica sanitaria, a través de la elaboración y seguimiento del denominado Plan de Salud, que constituye la expresión unificada de la política sanitaria a desarrollar por las distintas Administraciones Públicas en la Región.


Desde el punto de vista organizativo, la ley regula las llamadas “Areas de Salud” y las “Zonas Básicas de Salud”. A las primeras se les reservan las funciones de salud pública, previéndose el nombramiento de un Delegado por área, que coordinará los dispositivos sanitarios de la misma.


Las zonas básicas de salud serán las adecuadas para llevar a cabo la prestación de la atención primaria de salud, teniendo en cuenta la proximidad de los servicios al ciudadano y los factores de todo tipo de influyen en la inmediatez y amplitud de la demanda sanitaria.


Con idea clarificadora, la ley determina la distribución competencial en la materia, según las diversas administraciones intervinientes, partiendo del Consejo de Gobierno y del Consejero, hasta las de los Ayuntamientos.


Se crea el Consejo de Salud de la Región de Murcia, como órgano superior consultivo y de participación ciudadana en la sanidad pública, con más de veinticinco miembros y representación amplia de los sectores relacionados con aquélla.


Introduce una nueva regulación del ente de gestión, el Servicio Murciano de Salud, configurado como un Ente de Derecho Público de los previstos en el artículo 6.1 a) de la Ley de Hacienda regional, con personalidad y patrimonio propios, adscrito a la Consejería competente en materia de sanidad.


En el Servicio Murciano de Salud se integrarán todos los recursos, centros y medios disponibles en la Región dedicados a la prestación del servicio público. Al igual que en el resto de Comunidades Autónomas, este Servicio será el receptor de las transferencias sanitarias. Su composición y funciones, así como su régimen de funcionamiento también se recogen en el texto legal.


Los servicios sociales también constituyen una importante parcela de cara al ciudadano, ya que es una actividad de prestaciones públicas dirigidas a los colectivos más necesitados.


Las competencias exclusivas que tiene atribuidas la Región, de acuerdo con el artículo 10. Uno, 18), incluyen el bienestar y los servicios sociales. Además, el artículo 12.Uno, 6) le encomienda la gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de la Seguridad Social, INSERSO.


La ley 8/1.985,. de 9 de diciembre, constituye la norma básica reguladora del sistema de servicios sociales de la Comunidad Autónoma, caracterizado por dirigirse a superar el concepto de beneficencia y asistencia, bajo los principios de responsabilidad pública, universalización, participación e integración.


A través de los noventa artículos de que consta, contempla la formulación de los derechos de la infancia, la juventud, los minusválidos, la tercera edad, la mujer y otros colectivos específicos necesitados de atención pública y discriminación positiva.


Se distinguen los servicios sociales comunitarios, dedicados a funciones de orientación, información, cooperación y atención y los servicios especializados, específicamente dedicados a cada uno de los grupos necesitados de atención y ayuda.


Es claro que, por la dinámica social, el contenido ha variado, pero la amplitud de fines permite la aplicación de la ley a las nuevas necesidades. Tal es el caso de la asignación de nuevas funciones en materia de menores, dentro del ámbito del Código Civil. También ha quedado afectada la propia organización, al evolucionar los medios y recursos disponibles.


Dentro del diseño del sistema tiene especial significación el Instituto de Servicios Sociales de la Región de Murcia ( ISSORM ), creado por ley de 19 de diciembre de 1.986. Como organismo autónomo de carácter administrativo, con personalidad jurídica  y patrimonio propios, cumple la misión de ser un ente integrador de todos los servicios destinados al bienestar y servicios sociales, unificando la gestión bajo la dependencia de la autoridad responsable de la política social, es decir, el Consejero competente en la materia.


Además tiene encomendada la función coordinadora con la Administración Local y la atención de aquellos municipios que carezcan de los medios necesarios para cubrir las atenciones mínimas.


Dicho Instituto dispone de su propia organización, que, bajo la responsabilidad de su Director, está constituida por una Secretaría General Técnica y dos Subdirecciones : de gestión de servicios sociales y de pensiones, ayudas y subvenciones.


La estructura y competencias fueron aprobadas por Decreto 66/ 1.966, de 2 de agosto.


Los órganos consultivos en este área están constituidos por : el Consejo Regional de Servicios Sociales y los Consejos Sectoriales de Tercera Edad, Minusválidos, Drogodependencias, Minorías Étnicas e Infancia, creados en la ley 8/1.985, ya citada. Posteriormente ha sido creada la Comisión Regional de Protección del Menor.

2.Cultura, educación y deporte.

Las competencias que ostenta la Comunidad Autónoma en materia de cultura, educación y deporte tienen naturaleza exclusiva, incluyéndose por tanto en el art. 10 del Estatuto de Autonomía.Sin embargo, de la redacción dada a los correspondientes apartados se deduce cierta confusión e imprecisión, que en algún caso puede plantear conflictos normativos con disposiciones de ámbito estatal.


Este agrupamiento de las competencias de cultura, educación y deporte responde a lo que normalmente se realiza en la Administración e incluso en el reparto de poder dentro de los Órganos ejecutivos. Tiene un fundamento lógico, de tipo finalista, que las hace coincidir en el destinatario de la acción pública: la persona. A ella van destinadas las actividades culturales, educativas y deportivas.


Cultura.

Se recogen en el art. 10, Uno.13, 14, 15. 


Se incluyen aquí las competencias relativas a museos, archivos, bibliotecas, conservatorios; patrimonio cultural, histórico, arqueológico y monumental; cultura e investigación.


La Comunidad Autónoma ha desarrollado una normativa propia, con rango legal, bastante amplia. Si bien se plantea una cierta repetición en la regulación de determinados aspectos, ya contemplados en leyes estatales, fundamentalmente la Ley de Patrimonio Histórico Español, de 25 de junio de 1.985, no hay que minusvalorar esa producción normativa.


En materia de museos existe la Ley 5/1.996, de 30 de julio, de Museos de la Región de Murcia, que ha derogado otra del año 1990 y la ha sustituido con mayor amplitud.


Se pretende dotar de infraestructura museística suficiente a la Región, de crear un sistema de información y documentación, de poner los recursos culturales al servicio de los ciudadanos y de abrirlos a usos turísticos, educativos y de investigación. Se definen qué son museos y colecciones museográficas y se establecen los principios de colaboración entre Entes públicos y entre estos y los particulares.


Se da una especial importancia a la acción de fomento y mejora de los centros museísticos, pretendiéndose crear un “mapa museístico” de la Región. Por otra parte se regulan las formas de conservación, protección y adquisición de bienes culturales.


La mayor parte de la ley está dedicada a regular el régimen general de museos y colecciones, pormenorizándose tramitaciones y requisitos, así como los derechos de tanteo, retracto y adquisición preferente sobre bienes de interés cultural.


Finalmente, se fija el régimen de infracciones y sanciones de carácter administrativo.


Los archivos y el patrimonio documental son objeto de regulación en la Ley 6/ 1.990, de 11 de abril. En esta materia las competencias alcanzan, al igual que en los museos, a todos los regionales “ que no sean de titularidad estatal”. Y sobre éstos últimos puede la Comunidad Autónoma suscribir los oportunos convenios de colaboración.


Se trata de una competencia exclusiva con esa limitación extraña, que parece sustraer un pequeño “territorio” de la regulación regional. Posiblemente habría que admitir que no pueden ser ajenos a la ley regional aunque además deban cumplir las normas estatales. Quede aquí reseña de la competencia estatal ( art. 149.1.28)


La ley tiene como objetivo garantizar la protección y facilitar el conocimiento y difusión de la documentación pública y privada que integra el patrimonio documental de la Región. Los conceptos y definiciones son generales, teniendo un tratamiento especial el llamado “sistema de archivos de la Región de Murcia”, con dependencia administrativa del correspondiente Departamento de Cultura.


Se protege el patrimonio documental regional mediante medidas de intervención respecto de su control, registro, conservación y limitación de facultades de disposición.


En otros aspectos, como el de infracciones y sanciones, se remite a la legislación estatal.


Las bibliotecas y el patrimonio bibliográfico, se regulan por Ley 7/1,990, de 11 de abril, que se orienta a favorecer una política bibliotecaria regional coherente, que permita el acceso de los ciudadanos al libro y otros registros culturales en las diversas zonas del territorio.


En esta ley se crea el “sistema de bibliotecas de la Región de Murcia”, compuesto por unidades administrativas, centros bibliográficos y otros medios de apoyo. Se amplía el carácter público de las bibliotecas privadas que se acojan a ese régimen y se abre, de esa forma, al acceso de los usuarios.


Como actividad de apoyo, se pretenden dedicar mayores recursos públicos a la mejora de servicios y dotaciones de fondos.


Por otra parte se regula el patrimonio bibliográfico, constituido por los bienes culturales definidos por la ley estatal, que radiquen en la Región. En su sentido más protector, la ley aplica a determinados bienes el carácter de catalogados.


También esta ley remite, para el régimen de infracciones y sanciones, a la ley estatal.


Mención aparte hay que hacer de las medidas de fomento y protección de patrimonio histórico, enmarcadas en la norma estatal que impuso el denominado “uno por ciento cultural”. Las citadas medidas, que tienen carácter esencialmente presupuestario, han sido recogidas en la Ley 4/ 1,990, de 11 de abril, por la que se obliga a prever una partida del uno por ciento en las inversiones financiadas total o parcialmente por la Comunidad Autónoma. Esa cantidad, acumulada y puesta a disposición del Departamento competente en materia de patrimonio histórico, debe ser destinada a trabajos de conservación o enriquecimiento del patrimonio histórico murciano o al fomento de la creación artística. En los proyectos superiores a cien millones de pesetas, los propios responsables podrán optar por hacer directamente la inversión con los mismos condicionantes.

Educación

En la regulación constitucional, la educación es tratada de forma muy diferente según si la Comunidad Autónoma se constituyó por el artículo 151 o por el artículo 143. En el primer caso permitió el reconocimiento de la “competencia plena”, mientras que en el segundo, sólo recoge el fomento de la enseñanza de la propia lengua.


El artículo 149.1.30ª reserva al Estado la competencia exclusiva sobre la regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.


La posterior redacción de los Estatutos y la jurisprudrencia del Tribunal Constitucional fijaron un nuevo marco de referencia. Sin embargo, han tenido que ser los acuerdos políticos los que han permitido ampliar esa competencia a las Comunidades del 143, mediante una ley orgánica de delegación, con objeto de homogeneizar el régimen del servicio público de la educación.


Las competencias en esta materia han sido reconocidas para la Comunidad Autónoma en la Ley Orgánica 4/ 1.994, de 24 de marzo, que reformó el Estatuto de Autonomía.


El artículo 16, por tanto, establece el alcance de la nueva atribución, en los términos siguientes:


“1.Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.


2.Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educación que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y cuantitativos, y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de seguimiento y evaluación del sistema educativo nacional.”


Esta nueva redacción ha establecido un diseño común de competencia en materia de enseñanza entre todas las Comunidades Autónomas, en el que se refuerza el sistema nacional y las relaciones entre Administraciones Públicas, especialmente las informativas.


Integrada en esa delegación está la enseñanza de grado superior, ya actualizada por cuanto se ha producido la transferencia formal de la Universidad de Murcia. Uno de los primeros actos normativos ha sido el Decreto de Consejo de Gobierno de 29 de agosto de 1.997, por el que se fijan los precios a satisfacer por la prestación de servicios académicos.


En este nivel educativo se ha creado la Universidad Politécnica de Cartagena, por ley de 3 de agosto de 1.998, cumpliendo con la regulación fijada por la ley estatal y haciendo uso de la nueva competencia autonómica.

.
Por ley de 30 de marzo de 1.999 se ha creado el Consejo Social de las Universidades Públicas de la Región de Murcia, como órgano de conexión entre las instancias académicas y las necesidades y demandas de la sociedad, garantizando igualmente la participación social en el servicio público de la educación universitaria. En cada Universidad pública existirá un Consejo Social, de veinticinco miembros, con amplias funciones en materia económico-financiera, de gestión académica y de relación con la sociedad.


También se ha desarrollado, mediante la ley de 21 de abril de 1.999, de coordinación universitaria de la Región de Murcia, que contempla la existencia de un Sistema Universitario con ámbito regional, integrador de los centros académicos de ese nivel, tanto públicos como privados. La consideración de distrito único y la optimización de los recursos son bases esenciales de la política universitaria que se diseña en la ley, y que encomienda al Consejo Interuniversitario de la Región de Murcia, órgano consultivo superior. 


Aunque procedentes del Ministerio de Trabajo, las guarderías infantiles también constituyen objeto de competencia y medios transferidos, integrados en el área educativa.


En tanto se llevan a cabo las oportunas transferencias, un Convenio entre la Comunidad Autónoma y el Ministerio de Educación y Ciencia, de 16 de mayo de 1.991, ha regulado las relaciones de colaboración, referidas especialmente a la educación de adultos.


En ejercicio de las competencias de desarrollo legislativo, la ley de 30 de noviembre de 1.998, ha regulado los Consejos Escolares de la Región de Murcia. Se trata de ejercitar la facultad de autoorganización dentro del sistema educativo, con la creación de los tres niveles territoriales: Consejo Escolar de la Región de Murcia, Consejos Escolares Comarcales y Consejos Escolares Municipales. En ellos estarán representados los distintos sectores sociales implicados en la programación general de la educación, según el ámbito que comprenda. A dichos Consejos se atribuyen funciones de informe y deliberación de asuntos que tengan trascendencia en el proceso educativo.

Deportes

La actividad deportiva y el ocio constituyen hoy parte muy importante de la vida social, cuya intervención pública ha venido justificada desde dos puntos de vista: la promoción y la ordenación de competiciones. La importancia se la otorga, también, la propia Constitución al incluirlas entre los principios rectores de la política social y económica del Titulo I.


El Estatuto de Autonomía contiene en el artículo 10.1.17 la competencia exclusiva para la promoción del deporte y la adecuada utilización del ocio. Después de la interpretación del Tribunal Constitucional, el contenido de dicha competencia ha quedado ampliado a lo que constituye una exclusividad en una materia: promoción, regulación, etc. , con el límite de la competencia estatal en cuanto a la faceta competitiva nacional e internacional, que rebasa el ámbito territorial autonómico.


Por parte del Estado, la Ley del Deporte, de 1.990, ha fijado las normas comunes. Por parte de la Comunidad Autónoma se aprobó la Ley 4/ 1.993, de 16 de julio, del deporte de la Región de Murcia, que se constituye en la norma básica sectorial.


La mencionada ley reproduce algunos aspectos de la estatal y profundiza en otros como la organización propia, responsabilidades públicas y privadas, potenciación de las especialidades regionales, regulación de competiciones, control de dopaje, promoción del asociacionismo, previsión de infraestructuras, regulación de normas para la construcción de instalaciones deportivas, etc.


Aunque el texto legal es prolijo y detallado, habrá de ser desarrollado en aspectos concretos. El Consejo Asesor Regional de Deporte, único de los órganos previstos en la ley, que fue regulado por Decreto 32/ 1.995, de 12 de mayo, no se ha constituido puesto que la norma fue derogada por Decreto 46/ 1.996.


Con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley del Deporte, el Decreto 54/ 1.985, de 6 de septiembre, reguló la actividad de las federaciones deportivas.

Juventud

El artículo 48 de la Constitución ordena a los poderes públicos que promuevan la participación libre y eficaz de la juventud en el desarrollo político, social, económico y cultural. Por tanto, existe un concepto de aplicación extensiva a las distintas Administraciones Públicas, que impone incorporar a los jóvenes a las tareas públicas en la forma en que se considere más conveniente.


En ese marco, la Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva, según el artículo 10.Uno.19, para diseñar y aplicar su política juvenil.


La primera norma aprobada en el ámbito regional fue la ley de 26 de septiembre de 1.984, que creó el Consejo de la Juventud de la Región de Murcia. Su necesidad derivó de la articulación precisa con otros órganos territoriales similares y con el nacional, para estructurar una organización juvenil nueva. En él se integran asociaciones y entidades juveniles, con el fin de colaborar y participar en las decisiones que les afecten.


Posteriormente, mediante la ley de 24 de abril de 1.995, se ha dado mayor tratamiento jurídico a las actuaciones públicas posibles en materia de juventud. En esa ley se determinan ámbitos competenciales parar las distintas Administraciones Públicas, se enumeran las diversas políticas orientadas a los jóvenes, como son las de empleo, vivienda, salud, consumo, cultura, educación, tiempo libre, etc.


También se contempla la información como instrumento de difusión de planes, programas y actividades que pueden ser de interés para el colectivo juvenil. Se mantiene una red de instalaciones y centros de tiempo libre, cultura y ocio. 


La ley actualiza, igualmente, la composición y funciones del Consejo de la Juventud de la Región de Murcia y crea nuevos Consejos comarcales y territoriales.

Turismo

El tratamiento del turismo admite dos vertientes: como sector económico y como actividad social. Por ello, deben destacarse los aspectos de promoción, impulso y planificación, de una parte y la regulación e inspección de la actividad, de otra.


La promoción internacional y los aspectos de coordinación de la imagen exterior de España, se la ha reservado el Estado a través del artículo 149.1.13ª, de la Constitución, que le da la competencia exclusiva para fijar las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.


Por su parte, las Comunidades Autónomas tienen reconocida la competencia exclusiva del artículo 148.1.18ª para la promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.


De acuerdo con la competencia citada, nuestro Estatuto recoge en el artículo 10.Uno.16 idénticos términos que el texto constitucional.


La importancia del sector turístico para nuestra Región es cada vez mayor, como lo demuestra el crecimiento de la oferta y los índices de ocupación hotelera. Desde el primer momento, la Administración Regional ha promocionado la mejora de infraestructuras y la difusión de los recursos turísticos, pero faltaba la regulación administrativa sectorial, que globalizara el tratamiento jurídico del sector, tanto desde el punto de vista empresarial como del de usuario.


La Ley 11/ 1.997, de 12 de diciembre, de Turismo de la Región de Murcia, ha cubierto la necesidad de regular de forma completa el sector, bajo los principios de mejora de las relaciones interadministrativas, elevación de la calidad de la oferta turística, diversificación de productos, promoción conjunta de los sectores público y privado, incremento y homogeneización de la información e imagen turística y protección del cliente-usuario.


Regula la planificación de infraestructuras y recursos turísticos.


Determina un nuevo estatuto de las empresas y establecimientos turísticos, bajo un régimen de autorización más exigente y extenso que el aplicado hasta ahora. Igualmente, pormenoriza los derechos y obligaciones en la prestación y recepción de los servicios turísticos, ampliando la regulación existente sobre consumidores y usuarios, al incluir aspectos concretos de la actividad.


La acción pública queda referida a la constitución de órganos de participación, como el Consejo Asesor Regional y la Comisión Interdepartamental, además de determinar denominaciones oficiales y clasificaciones municipales que protejan el interés turístico de los recursos disponibles.


Por último, regula el régimen de disciplina turística,  en el que  se comprende la inspección, las infracciones y las sanciones.

Agricultura, ganadería y pesca.


Dentro de los sectores económicos hay que tratar el sector agrario, pesquero y ganadero, de gran importancia para la Región. Se trata de uno de los sectores básicos del producto interno regional, cuya aportación ha sido siempre muy importante para el desarrollo regional. 


Esa especial significación se puso de manifiesto al ser una de las primeras competencias transferidas por el Estado a la Comunidad Autónoma, incluso en la fase preautonómica,


Posteriormente, el Estatuto de Autonomía, las ha regulado con carácter de competencias exclusivas aunque con limitaciones importantes, al tratarse de un sector fuertemente intervenido desde instancias nacionales y europeas.


El E.A. en su art. 10.Uno.6, reconoce a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en materia de “agricultura y ganadería, e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación general de la economía”.


Igualmente, en el art. 10.Uno.9 se reconoce el mismo nivel competencial respecto de la pesca, determinándola así: “ pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura y alguicultura, así como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza y pesca fluvial. Protección de los ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades”.


Además, en el art. 11.6,es decir con alcance de desarrollo legislativo y ejecución de la legislación estatal, se incluye: “ordenación del sector pesquero”.


La actividad legislativa ha sido escasa en esta materia, planteando dificultades por la superposición de otros títulos competenciales como el derecho civil, la expropiación forzosa, sanidad,  comercio exterior, o política europea, que no corresponden a la Comunidad Autónoma.


La ley de 21 de abril de 1.995, de la fauna silvestre, caza y pesca fluvial, unifica el tratamiento proteccionista y el aprovechamiento de especies, regulando las medidas administrativas que prohiben o limitan las actividades que afecten o puedan dañar la fauna silvestre autóctona. En otra línea, ordena el aprovechamiento de la fauna  y establece un régimen jurídico detallado para el ejercicio de la caza y de la pesca fluvial, caracterizado por el sometimiento a autorización previa y por la aplicación de fuertes sanciones a las infracciones cometidas contra lo regulado en la ley. 


Medio ambiente.


Desde que la Constitución elevó el nivel de protección del medio ambiente, en su artículo 45, con la referencia especial a un fuerte régimen sancionador penal y administrativo, los poderes públicos han sido más sensibles al ejercicio de las competencias en la materia, aunque tal vez no con la intensidad que los ciudadanos desearían.


El Estado, basándose en la intercomunicabilidad de los recursos y el medio físico, se reservó la competencia sobre la legislación básica de  protección del medio ambiente, en el artículo 149.1.23ª.


Las Comunidades Autónomas podrán desarrollar y dictar normas adicionales y asumir la gestión, tal como se recoge en el artículo 11.3 de nuestro Estatuto.


La primera actuación normativa en la Región fue la ley que creó, en 1.986, la Agencia Regional de Medio Ambiente y la Naturaleza. Con ella se trataba de organizar una entidad de gestión que coordinara las acciones y globalizara todos los recursos. Su existencia duró hasta la supresión, llevada a cabo en 1.993, en que se crea un Departamento de la Administración Regional dedicado a ese ámbito.


Con la reforma administrativa de 1.995, los asuntos medio ambientales se integraron en la Consejería de Agricultura, Agua y Medio Ambiente, quedando vinculados al régimen administrativo general.


La ley 1/1.995, de 8 de marzo, de Medio Ambiente de la Región de Murcia, constituye la norma básica que regula la protección del medio ambiente regional. Recoge los derechos y deberes de los ciudadanos, la obligación de los poderes públicos de proteger, defender y restaurar los recursos medioambientales, el régimen sancionador, etc.


La protección parte del principio de que “quien contamina, paga”, aunque ha de interpretarse con un nuevo alcance de “prevenir la acción perjudicial”, sin menoscabo de las reposiciones necesarias si existe infracción de normas.


Se trata de una ley extensa que regula las actuaciones públicas, la coordinación administrativa, la intervención y autorización de actividades privadas, la disciplina medioambiental y la información  al ciudadano.


No tiene antecedente estatal con este carácter global, ya que existen regulaciones parciales ( conservación de espacios naturales, flora y fauna silvestres o evaluación de impacto ambiental ),por lo que constituye una interesante innovación.


La planificación ha de hacerse en forma de “directrices” y “planes”, que definan la política a seguir. Se determina la declaración o calificación ambiental y el proceso de “evaluación de impacto ambiental” previos a la realización de actividades clasificadas en los correspondientes anexos.


Entre los instrumentos económicos previstos para la financiación de las políticas de protección se señalan asignaciones presupuestarias, contribuciones, cánones y seguros de responsabilidad. Se crea un Fondo de Protección del Medio Ambiente, con recursos de origen diverso, pero con escasa autonomía para desarrollar ágilmente las intervenciones necesarias.


Las actividades industriales y agrícolas serán objeto de vigilancia intensa, estableciéndose un modelo de disciplina medioambiental con previsión de infracciones y sanciones de bastante importancia.


No olvida la ley el aspecto informativo y educativo, que se recoge en la creación de un sistema de información y documentación a disposición de los ciudadanos, para estimular su participación en la protección del medio ambiente.


En 1994 fue creada por el Consejo de Gobierno una Comisión Delegada para el Medio Ambiente, con la finalidad de mejorar la coordinación de las políticas de protección de medio ambiente y las de actividades industriales, agrícolas y urbanísticas.


Finalmente merece citarse la protección legal operada por la Ley 6/ 1.995, de 21 de abril, del Parque regional de Sierra Espuña, aprobada para la protección de esa zona, dados los valiosos recursos naturales que encierra.

VII. REGULACIÓN NORMATIVA SECTORIAL II.

1.La industria, la energía y la minería.

2.La ordenación del territorio, la vivienda 

   y las infraestructuras.

3.El comercio y la protección de los consumidores.

4.La economía y el sector público regional.

5.La hacienda y el patrimonio.

6.El régimen local.

7.Peculiaridades de derecho civil.
1.Industria, energía y minería.

Se agrupan las competencias en materia de industria, energía y minas por razón de que se integran en un sector económico común como es el industrial. Tradicionalmente han sido desarrolladas dentro de la Administración por un mismo órgano: el Ministerio de Industria y Energía, en cuanto al ámbito estatal y por un Departamento en el ámbito autonómico.

En materia de industria, la competencia tiene carácter exclusivo. Es regulada en el art. 10.Uno.27 del Estatuto de Autonomía, que dice textualmente:

 " Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio de la competencia se desarrollará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.”


Como se advierte, se trata de una competencia exclusiva pero muy limitada. De una parte, por la regulación básica del Estado en cuanto a seguridad industrial, que es el mayor bloque normativo y reglamentario existente en materia de ordenación y vigilancia de instalaciones. De otra, en cuanto no se pueden establecer normas que se dirijan al sector industrial e ignoren la regulación económica y de política monetaria del Estado. Este límite es muy impreciso y amplio porque implica líneas de actuación muy diversas: reestructuraciones sectoriales, regulación de producciones, ayudas, etc. cuya incidencia en el resto del mercado nacional pueda ser importante e introducir desequilibrios.


Sí pueden dictarse normas, incluso legislativa, que desarrollen las estatales en materia industrial, aunque consideramos que entraña muchas dificultades por el carácter eminentemente técnico de las regulaciones. Ya es sabido que para determinados productos e incluso para regulación de características técnicas de instalaciones, es la propia Unión Europea la que fija mínimos y requisitos. En parte porque los procesos normativos requieren unos equipos técnicos previos que dictaminen y comprueben los aspectos a regular y en parte porque cada vez se unen más requisitos técnicos con exigencias de mercado y protección de usuarios, cuyo ámbito de aplicación se ha extendido al mercado de la Unión.


Ante ello, es difícil que una Comunidad Autónoma pueda desarrollar normas técnicas que hayan sido establecidas con los procesos indicados por otros poderes públicos más amplios.


Dentro del sector industrial, aunque con un importante componente cultural, está la artesanía, que constituye un subsector cuyo interés regional es recogido por el artículo 49, a) del Estatuto y sobre el que se tiene atribuida competencia exclusiva, según el artículo 10.12.


Por ley de 30 de noviembre de 1.988 se reguló la actividad artesana, distinguiendo varios tipos: estética o de creación, de producción de bienes de consumo y de servicios. De forma concreta se incluyen en el texto medidas de ordenación, registro, clasificación y promoción del sector y de las empresas o empresarios en él integrados.


En materia de energía, la competencia se recoge en estos términos:


“28.Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.”


Reiterando las razones anteriores sobre industria, la energía es competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, aunque con un importante respeto a la territorialidad, cuestión que limita profundamente la competencia: el mercado y las instalaciones no pueden traspasar los límites regionales. Como es claro, quedan fuera de la atribución los centros e instalaciones realmente importantes ( refinerías, centrales, líneas de alta tensión, etc.).


En materia de minería, la competencia, de desarrollo legislativo y ejecución, se recoge conjuntamente con el régimen energético, en una repetición, respecto de éste ultimo objeto, incomprensible. La regulación básica minera es, de momento, la única existente en el ámbito estatal, sin que nuestra Comunidad haya ejercido su poder normativo, quizás consecuencia de la atonía del sector extractivo.

2.Ordenación del territorio, vivienda e infraestructuras.


La actuación administrativa relacionada con el suelo, ordenación del territorio, infraestructura y vivienda, suele ir unida a una profunda regulación, intervencionista, incluso en los niveles municipales. El componente territorial ha permitido que sea una de las competencias menos discutidas a transferir desde el Estado a las Comunidades Autónomas. No obstante, la complejidad de la materia y el hecho de que en ella concurran aspectos muy diversos sobre los que mantiene la competencia exclusiva el Estado, produce bastante dificultad para delimitar e identificar competencias y normas reguladoras.


En la regulación estatal se ha dado carácter básico a normas sobre régimen del suelo, basándose en la reserva sobre igualdad de los españoles, legislación civil, régimen de las Administraciones Públicas y protección de medio ambiente, montes y aprovechamientos supra-regionales.


En las Comunidades Autónomas se ha utilizado la vía legislativa para regular, sobre todo, la ordenación del territorio y el urbanismo.


El Estatuto de Autonomía, en el artículo 10.Uno, 2, reconoce la competencia exclusiva regional para regular la ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda. Además, la tiene en materia de infraestructuras de acuerdo con los apartados 4, 5, 7 y 8.


Ordenación del territorio.


La regulación básica regional se contiene en la Ley de 30 de julio de 1.992, de Ordenación y Protección del Territorio de la Región de Murcia. En ella se establecen los principios de coordinación y los instrumentos necesarios para la utilización racional del espacio, integrando los aspectos urbanos, rurales y naturales.


Con carácter previo, la ley considera necesario aplicar la técnica de las “evaluaciones de impacto medio ambiental y territorial”, como garantía de preservación. Después crea el llamado Sistema Territorial de Referencia, que equivale al gran plan territorial, con información amplia e integradora de todos los niveles administrativos. Y más adelante determina ya, en concreto, los instrumentos de ordenación del territorio: directrices, programas y actuaciones de interés regional.


Al ser una norma de amplio contenido, entra en la distribución competencial de los distintos órganos administrativos, en la regulación de procedimientos de elaboración de planes y programas, así como en la determinación de responsabilidades y sanciones.


Por lo que se refiere al aspecto de protección de espacios naturales, ha quedado desfasada con la entrada en vigor de la Ley de Medio ambiente que se estudia en otro apartado.


Hay que recoger aquí también la Ley de 24 de abril de 1995, por cuanto afecta a la anterior, ya que la modifica en cuanto a las atribuciones de los órganos de la Comunidad Autónoma en materia de urbanismo.


Responde a la necesidad de actualizar la distribución competencial entre Consejo de Gobierno, Consejero, Director General de la materia y Consejo Asesor Regional de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Además incrementa el importe de las sanciones y tiene en cuenta algunas modificaciones introducidas en el Estado, a través de la refundición de normas llevadas a cabo por el Real Decreto Legislativo de 26 de junio de 1,992. Es evidente que, por esa técnica de elevar a rango legal la distribución de competencias administrativas y por no fijar procedimientos de actualización automática de sanciones, habrá que volver a aprobar otra ley dentro de no demasiado tiempo.


Otro aspecto que ha sido regulado mediante ley regional es el de la disciplina urbanística. La importancia que socialmente se ha concedido a los fraudes, incumplimientos e irregularidades urbanísticas, aconsejó dictar la Ley de 20 de diciembre de 1.986 de medidas para la protección de la legalidad urbanística en la Región de Murcia.


Esta ley contiene capítulos dedicados a las infracciones, medidas de protección y garantías, medidas de inspección urbanística, suspensión de actuaciones ilegales, restauración del orden infringido y régimen sancionador.


Puede decirse que, con esta regulación y con las actuaciones llevadas a cabo por las Corporaciones Locales, el urbanismo no debe constituir una actividad que perjudique a la sociedad en su conjunto, aunque se haya predicado habitualmente su carácter especulativo.


Vivienda


Dentro de las competencias contempladas en el art. 10.Uno, 2, está la de vivienda. Se trata de una de las materias en las que la Comunidad Autónoma no ha utilizado la capacidad legislativa para regular en profundidad y con amplitud este sector tan importante para el desarrollo económico y el bienestar social ; se ha limitado a la aprobación de la Ley de 7 de abril de 1.995, sobre condiciones de habitabilidad en edificios de viviendas y promoción de la accesibilidad general. Su contenido recoge, sobre todo, las preocupaciones sociales sobre las dificultades que presentan edificios y espacios destinados a servicios públicos para las personas con minusvalías. Regula la eliminación de barreras arquitectónicas y urbanísticas y establece un listado de obligaciones para que los edificios de nueva construcción estén adaptados a las necesidades de las personas con dificultades de movilidad. Finalmente, como es de uso común, incluye el régimen de infracciones y sanciones.


Ha tenido interés para la Comunidad Autónoma incidir directamente en el mercado del suelo y la vivienda, al objeto de facilitar el acceso de los sectores de población con capacidad económica escasa a condiciones adecuadas de habitabilidad. Con tal objeto la actividad legislativa se ha concretado en dos normas creadoras de entes para ejecutar una política de suelo y vivienda públicos. En primer lugar, se creó una sociedad pública de gestión, por Ley 10/ 1.994, de 30 de diciembre, que no ha llegado a tener actividad, y ha sido sustituida por una nuevo ente, el Instituto de Suelo y Vivienda de la Región de Murcia, diseñado por la Ley 1/1.999, de 17 de febrero como organismo autónomo de carácter comercial y financiero. 


Infraestructuras

Para una región como la de Murcia, con déficits de infraestructuras por su menor grado de desarrollo en relación con otras partes del territorio nacional, es ésta una competencia decisiva, aunque no pueda resolver por sí sola las necesidades  existentes si no se dispone de recursos financieros.


Su carácter de exclusiva viene determinado por el art. 10. Uno, 3, 4, 5, 7 y 8, relativos a obras públicas de interés regional; ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario discurra por el interior de la Región; puertos; aprovechamientos hidráulicos ; etc.


En primer lugar debemos referirnos a la Ley de 27 de agosto de 1.990. de carreteras de la Región de Murcia, aprobada para adaptar la regulación estatal a las necesidades regionales. 


Se trata de una ley extensa, que diseña un sistema regional, a efectos de regulación general, planificación, usos, defensa y otras medidas de carácter administrativo.


Jerarquiza las carreteras regionales en tres niveles, teniendo en cuenta los usos y el tráfico que discurre por ellas. En un Anexo las agrupa según esos mismos niveles y somete su modificación a acuerdo del Consejo de Gobierno.


Por otra parte define lo que debe ser el Programa de Actuación regional y también lo somete a aprobación del Consejo de Gobierno.


Para el uso y protección de las carreteras fija servidumbres y zonas de acceso restringido, otorgando al Consejero competente en la materia las facultades de suspensión de obras o autorizaciones.


Finalmente incluye una serie de medidas de coordinación con los Ayuntamientos.


Otro de los campos competenciales regulados en nuestra Comunidad Autónoma, en este sector, es el de puertos. La Ley de 16 de mayo de 1.996, constituye una normativa específica que aborda la construcción de puertos deportivos y de refugio, así como su explotación, respetando la continuidad del uso racional de los recursos naturales afectados. Además, compatibiliza las actividades, construcciones y usos portuarios con el planeamiento urbanístico municipal.


En la planificación de puertos a ubicar en nuestro litoral, da preferencia a los pesqueros sobre los deportivos, aunque éstos últimos van a ir adquiriendo mayor importancia dada la extensión de los deportes náuticos y los usos turísticos.


Somete a régimen de concesión y autorización en dominio público terrestre la construcción y explotación de obras e instalaciones con el destino señalado anteriormente, creando un servicio de inspección y vigilancia que mantenga el régimen previsto. En otro caso, habrá lugar a la aplicación de las sanciones también previstas en la ley.


Curiosamente, como Disposición adicional, incluye unas tarifas por prestación de servicios portuarios, que con el carácter de precios públicos, se aplicarán en las instalaciones públicas. No parece adecuada la regulación legal de tales precios públicos, a tenor de lo previsto en el art. 205 del Texto Refundido de la Ley de Tasas,  Precios Públicos y Contribuciones Especiales, que atribuye al Consejo de Gobierno su establecimiento y modificación.

3. El comercio interior y la protección de los consumidores.


La actividad comercial, de contenido eminentemente económico, tiene una doble vertiente: interior y exterior, según tenga lugar dentro o fuera del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.


Aunque la actividad comercial tiene una primera y esencial regulación de carácter mercantil y civil, reservada al Estado por los números 6 y 8 del artículo 149.1, de la Constitución, la ordenación sectorial en su dimensión minorista, ha sido atribuida como competencia exclusiva a la Región de Murcia, en el número 34 del artículo 10.Uno, del Estatuto de Autonomía, ampliando el nivel que anteriormente detentaba, meramente ejecutiva.


Se deja a salvo la competencia estatal sobre política general de precios, la libre circulación de bienes en todo el territorio del Estado y la legislación sobre defensa de la competencia y por supuesto, el comercio exterior.


Hay que recordar que el comercio interior no ha sido, hasta estos últimos años, objeto de regulación legal. Y ha tenido que plantearse la distribución Estado-Comunidades Autónomas para que se dicten tanto normas estatales como autonómicas.


En la Región de Murcia se ha aprobado la ley de 21 de diciembre de 1.998, sobre régimen del comercio minorista, que respetando el marco estatal, ha regulado con detalle aspectos sectoriales, como son:

f) Sometimiento a licencia previa de la instalación de grandes establecimientos comerciales y de establecimientos de "descuento duro"

g) Obligaciones generales de los comerciantes minoristas.

h) Autorización previa de la actividad de ventas a distancia, ventas automáticas y ventas en pública subasta.

i) Horarios comerciales.

j) Regulación de actividades promocionales.

Igualmente se crea el Consejo Asesor Regional de Comercio,

como órgano consultivo especializado.


Por último se regula el régimen sancionador.


Hay aspectos que deberán desarrollarse en colaboración con los Ayuntamientos, como son el urbanismo comercial, fijación de horarios comerciales y calendario de apertura.


En otro orden, queda sin incluir en la norma la mejora y modernización de estructuras comerciales, anunciada en su propio principio.

Protección de los consumidores.


Aunque la competencia en este campo es de desarrollo legislativo y ejecución, la protección de los consumidores es, al igual que el medio ambiente, objeto de especial atención de los poderes públicos.


El artículo 11.7 del Estatuto reconoce ese nivel competencial para la defensa del consumidor, pero lo limita con las bases de la ordenación de la actividad económica general, la política monetaria y las bases y coordinación de la sanidad.


Aún con esas reservas la Comunidad Autónoma ha regulado el régimen de protección a través de la Ley 4/ 1.996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.


Dicha norma se apoya en la ley estatal como marco general que le vincula. Su necesidad se justifica por la mejora de la coordinación interadministrativa, el reforzamiento del deber de colaboración ciudadana y la definición más precisa del régimen sancionador.


Sin embargo, no se queda la ley en aspectos generales, sino que desarrolla extensamente derechos y deberes, requisitos de productos y servicios, contenidos obligatorios de las actividades comerciales o prestadoras de servicios, etc.


Muy amplio es el articulado relativo a régimen sancionador, con regulación de infracciones y sanciones tal vez excesivamente compleja, de cara al cumplimiento por un extenso y variado colectivo que ejerce actividades sujetas a la ley.

4. La economía y el sector público regional.


El sistema autonómico se apoya en la existencia de economías regionales con suficiente entidad para diferenciarse entre sí y sustentar organizaciones públicas y privadas nuevas que sirven de articulación de los diversos sectores productivos. Precisamente una de las notas definitorias de las Comunidades Autónomas incluidas en el art. 143 de la Constitución, es la de que las provincias que las constituyan tengan características económicas comunes.


Una de las competencias más claras que pueden asumir las Comunidades Autónomas es la del fomento de su economía  e impulso de su desarrollo global, dentro de los objetivos generales de la política económica nacional( art. 148 C.E., 13ª).


Nuestro Estatuto de Autonomía recoge,  en el art. 9. 2, c) como principio programático inspirador de las actuaciones públicas, velar por la promoción de inversión y fomento del desarrollo económico y social.


Competencialmente también está determinado que la Comunidad Autónoma, con carácter de exclusividad, pueda promover el desarrollo económico y la creación de un sector público regional     (art. 10.  Uno.11). 


Igualmente y tras la última reforma estatutaria, es exclusiva la competencia regional sobre instituciones de crédito cooperativo, público y territorial y de cajas de ahorro, en el marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facultades dicte el Estado ( art. 10.Uno.32)


Precisamente por ser una materia esencial para la existencia de la autonomía política, el Estatuto tiene un Título propio, el IV, dedicado a la Hacienda y Economía. En él se recoge la obligación del poder regional de promover la distribución de la inversión pública, de acuerdo con los principios de solidaridad y proporcionalidad comarcales (Art. 48) y la creación de empresas públicas para atender necesidades no cubiertas por el sector privado. Además, se deberán modernizar todos los sectores económicos, aunque especialmente la agricultura, la ganadería, la pesca y la artesanía (art. 49).


Si, junto a los títulos jurídicos y competenciales señalados, contemplamos la capacidad económica de la nueva organización pública, a través de los presupuestos anuales, deduciremos que  son verdaderamente importantes los instrumentos de incidencia en la economía regional.


En relación con el ejercicio de competencias en materia económica, podemos señalar los siguientes apartados:


a) Entidades Financieras y Cajas de Ahorro.


La última reforma estatutaria ha modificado el alcance de la competencia en materia de cajas de ahorro, pasando a ser exclusiva, cuando antes era de desarrollo legislativo y de ejecución. Una primera ley, de 6 de octubre de 1988, reguló los órganos rectores de las Cajas de Ahorro, hoy derogada por la ley de 1 de julio de 1998, de Cajas de Ahorros de la Región de Murcia. En el texto se da uniformidad a los aspectos esenciales de estas entidades, en los términos de la legislación básica del Estado y de conformidad con la interpretación del Tribunal Constitucional sobre los aspectos más conflictivos planteados desde aquella fecha en varias Comunidades Autónomas.

 El régimen jurídico  incluye la creación, expansión, fusión, disolución y liquidación, distribución de excedentes, Obra social y disciplina y control de las cajas de ahorro.

Se crea la figura del defensor del cliente y se regulan los órganos de gobierno, introduciendo innovaciones que permiten profundizar en la democratización de dichos órganos, la profesionalización de la gestión y la libertad  e independencia de las Cajas.

Se modifica la representación de los impositores, de la entidad fundadora y de las corporaciones municipales, procurando una mayor representación de los intereses generales de la Región en los órganos de toma de decisiones. 

 
Por último, en cuanto a disciplina y control, se regula un régimen preciso de infracciones y sanciones. 


b) Ordenación y planificación económica.

La Comunidad Autónoma ha venido elaborando un Plan de Desarrollo Económico regional, como instrumento de coordinación de inversiones públicas, cuya última edición es la de las anualidades 1.994-1.999.Este Plan constituye un elemento valioso para superar la tendencia de las organizaciones a la gestión con fines demasiados inmediatos, que olvidan las inversiones cuya importancia y cuantía exigen programaciones a medio y largo plazo.


Nació como obligación en la Ley del Fondo de Compensación Interterritorial, que impuso esa técnica económica para poder solicitar la cofinanciación prevista en la ley estatal. Más tarde, la propia política económica de los fondos estructurales europeos, amplió esta obligación de elaborar planes de inversiones, integrándolos en un plan nacional, como requisito previo para formular peticiones de ayudas económicas  con las que  cofinanciar proyectos de interés regional.


Anualmente se revisan los contenidos del referido Plan, adecuándolo a las variaciones de carácter económico o político y sirviendo de base para la elaboración de los capítulos de inversiones y transferencias de capital de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma para el correspondiente ejercicio.


Hay que hacer referencia, además, al Plan Estratégico de la Región de Murcia 2.000- 2.006, que constituye un instrumento de planificación, resultado del análisis de la realidad socio-económica regional y de las aportaciones de instituciones, agentes sociales y económicos, etc., cuyo contenido proyecta a las anualidades que comprende las grandes líneas del desarrollo regional y las soluciones que se proponen para resolver los estrangulamientos o déficits apreciados. Este Plan servirá de base para el nuevo Plan de Desarrollo Regional que exige el Marco de Apoyo Comunitario europeo.  



La planificación es una competencia de la Consejería de Economía y Hacienda pero el órgano de coordinación regional es el Comité de Planificación Económica Regional creado por Decreto en el año 1.987, cuya composición, modificada en 1994, responde al criterio de representación de todos los Departamentos y en particular de los Centros Directivos competentes en materias económicas o financieras, y cuyas funciones son las relativas a preparación e informe del Plan de Desarrollo Económico Regional, así como sus modificaciones y seguimiento. No obstante su interesante función, el Comité no constituye hoy un órgano con especial relevancia ni intervención en la política económica regional.


También sirve de apoyo a la actividad planificadora en materia económica el Consejo Económico y Social de la Región de Murcia. Como se ha visto en otro lugar, su creación se realizó por ley de 16 de julio de 1.993, que le otorga personalidad jurídica y patrimonio propios. Entre sus funciones está la de constituir cauce de participación de los agentes sociales y económicos en las decisiones de política económica regional.

c) Fomento de la economía.

Especialmente dirigida a la potenciación de sectores económicos regionales o a la ubicación de inversiones en su territorio, la Comunidad Autónoma  ha utilizado su capacidad legislativa en dos ocasiones: en la Ley de declaración de interés social y concesión de un crédito extraordinario para la instalación de un complejo industrial en Cartagena, de 3 de julio de 1.989 y la Ley de concesión de un crédito extraordinario para cofinanciar un Plan de Pensiones de Prejubilación para los trabajadores del sector de fertilizantes, de 17 de junio de 1.994. En la primera se facilitaba la instalación de la multinacional General Electric y en la segunda se resolvía un problema social de ajuste de un sector en crisis.


No se ha dictado ninguna norma con rango legal que regule con carácter general ni el sector industrial ni el agrario, así como tampoco se han establecido normas sobre planificación o regulación económica con ese rango, por lo que sólo son de aplicación normas de rango inferior a ley, con más vocación de coordinar acciones que de vincular a sectores económicos regionales.

El sector público regional.


El concepto de sector público, en cuanto al tratamiento que pretendemos aquí, se circunscribe a aquella parte de la organización pública que no constituye administración directa ni organismo autónomo. Se trata de un concepto operativo para distinguir regímenes jurídico-económicos propios de una gestión descentralizada; es decir, se pretende analizar la organización pública que no es puramente administrativa.


Sin embargo, no podemos limitar el análisis a aquellos órganos que desarrollen su actividad en régimen de derecho privado, porque existen algunos denominados “Entes” cuya actividad es regulada a través de varios regímenes jurídicos: el público o administrativo y el privado,mercantil,civil o laboral.


Esta dificultad inicial de clasificación ya empieza por reflejar el nivel de indefinición en el que se mueven los órganos y empresas aquí agrupados.


Hay dos tipos claros de componentes del sector público: sociedades públicas y Entes públicos creados expresamente por una ley. Respecto de las primeras no cabe duda de su carácter y naturaleza. En cuanto a los segundos, habrá que acudir a su norma de creación o desarrollo para entender esos elementos básicos definitorios.

a) Empresas públicas regionales.

Las empresas públicas regionales son:

a) Las entidades de derecho público dotadas de personalidad jurídica propia que, por la naturaleza de su actividad, ajustan su actuación al Derecho privado.

b) Las sociedades anónimas en cuyo capital tenga participación mayoritaria, ya sea directa o indirectamente, la Administración regional, sus organismos autónomos u otras empresas públicas regionales.


Tal es la definición del artículo 71 de la Ley  1/ 1.988. En ella se aprecia la separación entre “entidad de derecho público” y sociedad anónima. Esta separación responde al régimen regulador: en el primer caso será una ley específica la que determine su organización y funcionamiento; en el segundo, el régimen será el general de las sociedades anónimas


Sin embargo, se plantearán situaciones confusas cuando, como veremos, se dicten leyes de creación de estas entidades en las que se mezclan regímenes de derecho privado y de derecho público. En ese caso, ¿ se les puede denominar “empresas públicas regionales" ?

Creación.- La creación de sociedades públicas regionales en forma de sociedades anónimas está regulada en el artículo 73 de la Ley del Presidente:

a) Por Decreto del Consejo de Gobierno, si la cuantía de la aportación pública no excede de la autorizada anualmente por la Ley de Presupuestos de la Comunidad Autónoma.

b) Por Ley de la Asamblea Regional, cuando exceda de dicha autorización.


Iguales requisitos se exigirán para la aportación de capital público a una empresa ya creada.


Las sociedades anónimas regionales se constituirán por el procedimiento de fundación simultánea, siéndoles de aplicación la excepción prevista en el artículo 14.2 de la Ley de Sociedades Anónimas en su redacción actual.


Como se deduce de lo anterior, los Presupuestos Generales  deben incluir créditos en el capítulo VIII, para aportación de capital a las sociedades que se creen con el carácter de anónimas. Esa es la razón de ya no se exija ley específica. Sí la necesitará aquella sociedad que deba constituirse con dotaciones no previstas en la mencionada ley de presupuestos y sin determinación de sus fines ni recursos.


Actualmente puede producirse una situación poco clara: la creación de sociedades anónimas públicas cuya participación mayoritaria proceda de créditos de otros organismos o sociedades. Parece que quedaría fuera de regulación. Sin embargo, entendemos que no, que está sujeta al mismo procedimiento: si la aportación es específica con base en partidas nominativas de los correspondientes presupuestos de las sociedades matrices, sólo se exigirá la creación por Decreto. Si no existe concreción nominativa, debe irse al procedimiento de creación por ley expresa.


Una vez creada la empresa, es importante su régimen de organización y funcionamiento.

Organización y funcionamiento.- La regulación jurídica de las sociedades anónimas regionales es la común a las demás sociedades anónimas: la normativa estatal de este tipo de sociedades. No existe ninguna especialidad ni tratamiento diferenciado desde el punto de vista mercantil, civil o laboral. Únicamente existen normas complementarias de carácter administrativo que las vinculan a obligaciones o requisitos internos. Tal es el caso de la competencia del Consejo de Gobierno para proponer o designar los representantes de la Administración Regional en los órganos de las sociedades públicas (art. 75  Ley del Presidente).


Por otra parte, la Ley de Hacienda les impone la obligación de elaborar un Programa de Actuación, Inversiones y Financiación (PAIF) que recoja las principales informaciones de la empresa para cada anualidad. Si además tuvieran financiación por medio de subvenciones, deberán elaborar también un Presupuesto de Explotación, si las transferencias son para gasto corriente y un Presupuesto de Capital, si  las subvenciones son para gastos de capital.


Las empresas públicas regionales elaborarán dichos documentos y tras la aprobación por sus órganos sociales, los remitirán a la Consejería de Economía y Hacienda, a través de la Consejería a la que estén adscritas, para su integración en los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma (arts. 55 y ss. de la Ley de Hacienda).


A las sociedades anónimas públicas les es de aplicación el régimen de control financiero a que se refieren los arts. 88 y ss. de la Ley de Hacienda. Fundamentalmente se realizará mediante auditorías dirigidas por la Intervención General de la Comunidad Autónoma. Igualmente les es de aplicación el control de eficacia y eficiencia a que se refiere el art. 91 de dicha ley, con objeto de valorar y verificar el grado de cumplimiento de los objetivos programados.

Situación actual del sector.- Los sectores de actividad en los que se han creado empresas públicas regionales son variados: promoción industrial, tecnología, prestación de servicios médicos, turismo, vivienda, comunicación, etc.


Las sociedades cuyos presupuestos aparecen en los generales de la Comunidad Autónoma para 1.999, son:


Instituto de Fomento de la Región de Murcia


Servicio Murciano de Salud


Onda Regional de Murcia


Murcia Cultural, S.A.


Bullas Turística, S.A..


Sociedad para la Promoción Turística del Noroeste, S.A.


Industrial Alhama, S.A.


Región de Murcia Turística, S.A..


Consejo Económico y Social de la Región de Murcia


Consejo de la Juventud de la Región de Murcia

Sociedad Promotora del Suelo y Vivienda Región de Murcia, S.A.


Todas ellas suman un total de dotaciones de más de 20,000 Millones de pesetas, que suponen el 13,7 % del total de los Presupuestos para 1.999, que son de 152.708 Millones de pesetas.

5. La hacienda y el patrimonio.

La autonomía financiera de las Comunidades Autónomas es, junto a la autonomía política, uno de los elementos básicos de su propia concepción como poder independiente del estatal. Así se viene demostrando en cuanto la capacidad de gestión de los tributos, tanto propios como cedidos, e incluso su regulación normativa, constituye el indicador de la profundidad alcanzada en la transferencia de poder y recursos.


La Constitución, en sus arts. 156 y 157 , reconoce la autonomía financiera de las CC.AA. como básica para el desarrollo y ejecución de sus competencias. Impone la coordinación con la Hacienda estatal y la solidaridad entre todos los españoles. Completa regulación con el desglose de los recursos de que podrán disponer dichas Comunidades y la posibilidad de regular, mediante Ley Orgánica, la financiación general del sistema. Precisamente ese marco está determinado en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas, de 22 de agosto de 1.980, modificada por la de 15 de agosto de 1.990, cuyo carácter básico le da preferencia a cualquier otra norma autonómica.


Al entrar en esta materia hay que distinguir tres campos:


a)Competencias en materia tributaria.


b)Competencias en materia financiera.


c)Competencias en materia patrimonial.


d)Competencias en materia presupuestaria.

a)Competencias en materia tributaria.


El máximo nivel competencial, de carácter exclusivo, lo tiene la Comunidad Autónoma para establecer y regular sus propios tributos, entendiéndolos en sentido amplio: impuestos, tasas, precios públicos y contribuciones especiales. Esta facultad se la reconoce el art. 45 del Estatuto que, a la vez, le impone el principio de legalidad tributaria, es decir, que sea mediante ley regional el establecimiento, modificación o supresión de cualquiera de ellos, incluso el régimen de exenciones y bonificaciones. También afecta ese principio a los posibles recargos sobre impuestos estatales.


En ejercicio de esa competencia, nuestra Comunidad Autónoma ha dictado las siguientes leyes:

- Ley sobre juegos de suerte, envite o azar, de 27 de diciembre de 1.994.

- Ley de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales, de 29 de octubre de 1.997.

- Ley de establecimiento y fijación del recargo sobre el Impuesto de Actividades Económicas, de 26 de diciembre de 1.991, complementada por la de 28 de julio de 1.992.


Además de esas normas, las Leyes de Presupuestos anuales suelen incluir algún precepto que modifica o actualiza, sobre todo las cuantías de tasas, precios públicos o contribuciones especiales.


A partir de la nueva técnica legislativa introducida por las denominadas "leyes de medidas complementarias", que acompañan a la anual de Presupuestos Generales y que modifican aspectos tributarios, económicos, sectoriales o de función pública, ha aumentado la dificultad de seguimiento de las normas vigentes, especialmente las sujetas a medidas de oportunidad política. Esta técnica ha sido utilizada en dos ocasiones: la ley de 23 de diciembre de 1.997, de medidas fiscales, presupuestarias y administrativas, y la ley de 28 de diciembre de 1.998, de medidas financieras, administrativas y de función pública regional. 


El nuevo modelo de financiación autonómica previsto por la Ley Orgánica 3/ 1996, de 27 de diciembre, que modifica parcialmente la LOFCA, recoge el principio de “corresponsabilidad fiscal” efectiva, materializado a través de la cesión de tributos del Estado. Lo más importante de esa modificación es la consideración de una parte del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas como tributo parcialmente cedido a las Comunidades Autónomas, así como la atribución a éstas de ciertas competencias normativas en relación con los tributos cedidos.


La Comunidad Autónoma de Murcia ha recibido esa nueva cesión a través de la Ley de 4 de agosto de 1997, donde se fija un límite de participación del 15 % en el I.R.P.F.


En materia de gestión tributaria y haciendo uso de la facultad de autoorganización, una ley de 3 de diciembre de 1.996 ha creado el Organismo Autónomo “Agencia Regional de Recaudación”, que, adscrito a la Consejería de Economía y Hacienda, asume todas las funciones relacionadas con la gestión recaudatoria. Este ente público tiene los siguientes órganos:


- Presidente, el Consejero de Economía y Hacienda.


- Director, nombrado por el Consejo de Gobierno.

- Secretario General Técnico, nombrado por el Consejero de Economía y Hacienda.

b) Competencias en materia financiera.

La financiación de la Comunidad Autónoma está genéricamente incluida en la regulación básica del Estado, L.O.F.C.A. (arts. 14 y 15), sobre préstamos a corto y largo plazo; emisión de deuda o cualquier otra apelación al crédito público, operaciones para cuya realización deberá contar con autorización del Gobierno de la nación.


El Estatuto, en su artículo 47, contempla la facultad del Consejo de Gobierno, autorizado por una ley de la Asamblea Regional, de emitir deuda y concertar operaciones crediticias. En particular, también se regula en el Capítulo III de la Ley de Hacienda de la Región de Murcia, de 5 de abril de 1.990, con las modificaciones introducidas precisamente en ese capítulo por la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1.994.


Se dedica especial atención al endeudamiento a plazo superior al año, que deberá estar destinado a financiar inversiones; la anualidad a pagar no podrá superar el 25% de los ingresos corrientes previstos para cada año. La cifra de endeudamiento deberá contenerse o bien en la Ley de Presupuestos o en una especial que la fije para cada caso.


Aunque, como se ha visto, la competencia es exclusiva, las normas regionales tienen los límites superiores determinados por la política financiera y monetaria nacional.

c) Competencias en materia de patrimonio.


Por lo que se refiere al patrimonio regional, su composición viene establecida en el artículo 41 del E. A. aunque, con carácter más general y actualizado, debe definirse de acuerdo con el art. 1 de la Ley de Patrimonio de la Región de Murcia, de 30 de julio de 1.992, según la cual lo integran todos aquellos bienes y derechos de que sea titular, independientemente de la forma, título o fin que tengan. El concepto de patrimonio es global, es decir incluye todo el “patrimonio público regional”, tanto de la Administración, como de las instituciones o sociedades regionales y de la Asamblea Regional.


Esta Ley contiene, en primer lugar, las líneas fundamentales del régimen jurídico del patrimonio, tanto de los bienes demaniales como de los patrimoniales; las prerrogativas sobre el mismo y las normas de protección y defensa.


En segundo lugar, regula con detalle los bienes demaniales y su afectación o desafectación;  su aprovechamiento y uso. Después determina el régimen especial de los bienes patrimoniales, desde su adquisición y uso hasta la enajenación.


Los derechos incorporales, los arrendamientos y otras formas que afectan a la gestión en sentido amplio, se contienen en los restantes preceptos reguladores.


Finalmente se refiere a la responsabilidad y sanciones en cuanto a la custodia y protección que deben desempeñar los funcionarios o personas encargadas de ello.

d) Competencias en materia presupuestaria.


Los Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma son el instrumento económico-financiero más importante con que cuenta la Región, dada su cuantía y su incidencia en la economía regional. Téngase presente que el sector público regional es la empresa más importante de la Región, en recursos y plantilla de personal.


La preparación, elaboración y aprobación están reguladas pormenorizadamente en la Ley de Hacienda de la Región de Murcia antes citada. Pero tiene, como es lógico, soporte en el Estatuto de Autonomía, que le confiere el máximo nivel jurídico al someterlo a ley. Así se recoge en el art. 46, que encomienda a la Asamblea Regional su examen, enmienda, aprobación y control.


Los principios presupuestarios de unidad, homogeneidad con los estatales y anualidad, se enuncian en el Título II de la Ley de Hacienda. Regula, por otra parte, el proceso de elaboración, la técnica presupuestaria de los créditos y sus modificaciones; la gestión, ejecución y liquidación, así como los contenidos de los presupuestos de organismos y empresas públicas.


Ha sido frecuente el uso de la facultad excepcional, contenida en el artículo 38 de la Ley de Hacienda, de promover leyes de créditos extraordinarios para atender gastos no previstos en los presupuestos ordinarios y que no permitan su atención en el presupuesto de la anualidad siguiente. Hasta el fin de la legislatura, en 1.999, se han aprobado más de veintiocho leyes para atender daños, indemnizaciones diversas, gastos sanitarios, etc.


A lo largo del Título IV de la Ley de Hacienda también se desarrolla la normativa regional sobre la intervención y restantes formas de control sobre los fondos y bienes públicos, en términos parecidos a los utilizados por la normativa estatal.


Finalmente, se regula el sistema de responsabilidades y sanciones propio de la gestión económico-financiera de la Comunidad.


Además de las normas contenidas en esa Ley de Hacienda, son de aplicación las generales del Estado sobre presupuestos y contabilidad pública y sobre control de los órganos externos a la Comunidad Autónoma, ya citados en otro lugar.

6. El régimen local.

La competencia en materia de régimen local es una de las que, por su naturaleza, y dado el carácter de los entes municipales de ser territoriales e integrados a su vez en el territorio superior de la Comunidad Autónoma, pueden ser objeto de descentralización y por supuesto, de transferencia desde el Estado a las Comunidades Autónomas. Así se reconoce en la propia Constitución, donde en su artículo 148, uno, norma 2ª,prevé la posibilidad de asunción por las instancias autonómicas de “las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones Locales y cuya transferencia autorice la legislación de régimen local.”


Esta forma de condicionar la transferencia es singular,  ya que el enunciado general del artículo habla de competencia de posible asunción y la norma 2ª de “transferencia autorizada por la legislación de régimen local”. Quedaría, por tanto, como una posibilidad constitucional por una ley de menor rango.


La situación fue recogida después, de otra forma, en la redacción de los Estatutos. En la redacción originaria del artículo 11 se limitaba la competencia en la materia, pero en la modificada y actualmente vigente, el apartado 9 de dicho artículo atribuye a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y la ejecución del régimen local, en el marco de la legislación básica del Estado.


La competencia de la que hablamos ha sido utilizada en nuestra Comunidad para regular la descentralización territorial y la colaboración entre la Comunidad Autónoma y las Entidades Locales de nuestra Región. La Ley regional de 7 de octubre de 1983 reguló aspectos nuevos como la delegación de competencias autonómicas en la instancia municipal; facultar a los Ayuntamientos para ejercer funciones propias de la Administración regional transfiriéndoles medios personales y materiales si fuese necesario y otras líneas de colaboración  financiera y de planificación.


Desde que entró en vigor se han desarrollado bastantes convenios de colaboración en multitud de materias, como construcciones de interés municipal, centros deportivos y culturales, electrificaciones, actividades clasificadas, etc. Puede decirse que se ha hecho uso de la norma, aunque casi siempre con mayor coste presupuestario para la Administración regional, por lo que ha supuesto una forma de financiación de interés local de carácter finalista.

Coordinación de Policías Locales.


Amparada en el artículo 148,1.22, de la Constitución, la competencia de coordinación de las policías locales de la Región, es recogida en el artículo 11.9 del Estatuto, dentro de la competencia más amplia de régimen local, que se ha señalado y de manera especial en el artículo 10.Uno.21, con el nivel de competencia exclusiva.


Ejerciendo esta competencia fue aprobada la Ley regional de 11 de julio de 1988, sobre coordinación de policías locales, una vez aprobada la Ley estatal sobre Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, en 1986, con la que guarda estrecha relación por ser el marco en el que ha de desarrollarse el régimen autonómico.


Mediante ley de 22 de julio de 1.998, se ha establecido una nueva normativa legal que actualiza la anterior y completa otros aspectos surgidos desde entonces y tras la interpretación dada por el Tribunal Constitucional en 1.987 y 1.993, a los propios fundamentos de la coordinación.


La citada ley contiene un completo estatuto de la función policial local, con regulación de cuerpos y limitación de jurisdicción, salvo la colaboración precisa y el intercambio de información en supuestos de emergencia, o auxilio. Se unifica uniformidad, los medios defensivos, etc. Se mantiene la Comisión de Coordinación de las Policías Locales para permitir la participación y el asesoramiento en la materia y la Escuela de Policías Locales de la Región de Murcia, que podrá asumir funciones de selección y formación de funcionarios de los diversos ayuntamientos.


Finalmente, se regula con detalle el régimen disciplinario.

Regulación del régimen local.


Como ha quedado dicho, la competencia en materia de régimen local quedaba remitida a lo que posteriormente determinara una ley orgánica básica. Por ello, aprobada la Ley de Bases de Régimen Local, en 1985, quedó abierta, en virtud de su disposición adicional primera, apartado 1,la posibilidad de actuar las Comunidades Autónomas.


En el ejercicio de esa competencia, la Región de Murcia aprobó su Ley de Régimen Local con fecha 25 de agosto de 1988.


Se trata de una norma extensa, con 88 artículos, muy minuciosa y amplia en el tratamiento de los diversos aspectos que regula. Llama la atención sobre algunas singularidades regionales tales como la variedad de tipos de municipios (agrícolas, de montaña, costeros, históricos, etc.),la existencia de multitud de pedanías, la posibilidad de constituir agrupaciones forzosas para sostenimiento común de funcionarios, etc.


Hay que destacar la importante cantidad de competencias que se asignan al Consejo de Gobierno, como las de segregación, alteración, demarcación, etc. de términos municipales; modificación de la denominación y capitalidad; iniciativas para creación de comarcas; agrupación de municipios; constitución de entidades locales menores, etc.


En algunos casos el procedimiento queda reservado para su resolución por Ley de la Asamblea Regional, como la constitución de comarcas o la creación de áreas metropolitanas y la coordinación de competencias entre Corporaciones cuando su prestación sea superior a los municipios afectados.


Por último, de alguna manera esta Ley regula aspectos de relaciones interadministrativas que actualizan las fórmulas de colaboración de la Ley de 1983.Se  disponen normas para la colaboración en plano de igualdad o supremacía y para la resolución de conflictos entre Entidades locales.


En el ejercicio de las competencias que estudiamos, la Comunidad Autónoma aprobó la Ley de 28 de julio de 1.989, de creación del municipio de Los Alcázares y adopción de medidas complementarias. Aunque esta norma era el fin de un procedimiento administrativo complejo, con vicios de nulidad, permitió volver a la normalidad en una decisión política llamativa: la creación de un nuevo municipio. No son tiempos de creación de municipios, al contrario,  lo son de agrupación en la mayor parte de España. Sin embargo, nuestra región tiene un crecimiento tan señalado en algunas comarcas, que está en un proceso inverso al general, es decir de división del territorio en nuevo términos municipales como el creado por esta Ley para Los Alcázares.

Cooperación local.


Con el fin de que los representantes de los entes locales de la Región intervengan en todas aquellas decisiones e instrumentos de planificación o programación que les afecten, se ha regulado una figura organizativa que puede ser interesante: el Consejo Regional de Cooperación Local.


Creado por una ley de 30 de diciembre de 1994,se constituye como órgano deliberante y consultivo de la Administración regional, en el que participan los representantes de ésta y de los Entes locales.


Tiene una función prevalente de emitir informes sobre todos los asuntos de interés común, así como una facultad de tomar iniciativas en propuestas de actuaciones de inversión municipal, cofinanciadas a través de planes o programas regionales.


Dicho Consejo lo preside el Consejero competente en materia de régimen local y forman parte como vicepresidentes dos representantes de municipios, así como vocales de todas las Consejerías y los correspondientes en el mismo número propuestos por la Asociación de Municipios de mayor implantación regional.

7.Peculiaridades de derecho civil.


La legislación civil es competencia del Estado, aunque dentro de la regulación del artículo 149.1.8ª, se permite que las Comunidades Autónomas puedan dictar normas en materia de derecho civil, cuando existan en su territorio normas civiles forales o especiales de carácter consuetudinario.


Para la Región de Murcia supuso la inclusión en el Estatuto de Autonomía, artículo 8, de un precepto en el que se impone la obligación de prestar atención al derecho consuetudinario, como es el caso de los tribunales tradicionales en materia de aguas, que tan importante función han desarrollado a lo largo del tiempo.


Precisamente, desarrollando esa posibilidad jurídica, la Asamblea Regional ha promovido el reconocimiento legal como tribunal consuetudinario y tradicional del Consejo de Hombres Buenos de Murcia, institución que tiene sus primeras referencias en el Siglo IX y que desde entonces viene actuando en materia de riegos en la Vega del Segura.


La institución legislativa regional promovió una ley independiente para regular y reconocer la función del citado Consejo, pero la tramitación en las Cortes Generales ha dado como resultado final la aprobación de una modificación de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el mismo sentido que se recogió en su día el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana.


Tal como se ha aprobado, por Ley Orgánica 13/ 1.999, de 14 de mayo, la modificación del artículo 19 de la del Poder Judicial incluye un apartado 4, que dice:

" 4. Se reconoce el carácter de Tribunal consuetudinario y tradicional al denominado Consejo de Hombres Buenos de Murcia."


No hay que olvidar que se trata de un interesante reconocimiento de la participación de los ciudadanos en la Administración de Justicia, entendida en sentido amplio como función del Estado, que puede adoptar formas jurídicas no profesionalizadas para resolver conflictos específicos mediante la aplicación del procedimiento oral y la emisión rápida de resoluciones.

VIII. DESARROLLO ESTATUTARIO

1. La potencialidad del Estatuto: aspectos políticos y económicos.

2. Los procesos de ampliación de competencias.

1. La potencialidad del Estatuto: aspectos políticos y económicos.


En general, se ha entendido por los profesores de Derecho Constitucional que la revisión de los textos fundamentales puede ser entendida como una vía de cambio de la estructura jurídico-política o como un mecanismo de defensa constitucional. En tanto que la primera se produce por causas externas de carácter no jurídico, que pueden ser más profundas y generalizadas, con alcance a otros ámbitos, la segunda responde a un cierto sentimiento de desconfianza y cautela para evitar contínuas modificaciones por vía de ley ordinaria, por lo que se exigen mayorías reforzadas en el Parlamento.


Lo anteriormente dicho es de aplicación a la situación de los Estatutos de Autonomía de nuestro sistema político. Su modificación puede responder a necesidades de la estructuración política del Estado, en el que se encajan las Comunidades Autónomas. Y también puede responder a exigencias de adaptación a nuevos requerimientos de distribución del poder, recogidos en una distribución competencial distinta de la que existía antes de la modificación.


Pero no sólo pueden producirse reformas estatutarias que afecten al diseño autonómico, tanto en alcance como en profundidad, sino que algunas instituciones estatales pueden sufrir adaptaciones en su papel político, para ampliar la participación de los poderes regionales. En este caso lo que se requeriría es una reforma constitucional. 


Éste último supuesto es el que se puede producir al aumentar la participación de las Comunidades Autónomas en el Senado, entendida como Cámara territorial, y la consiguiente influencia que esa nueva situación podría tener en otras instituciones como el Tribunal Constitucional o el Consejo General del Poder Judicial. Más de un autor ya la ha afirmado, como es el caso de Enoch Albertí Rovira.


Ante todo hay que decir que debajo subyace un problema de mayor profundidad: los nuevos planteamientos de algunas Comunidades Autónomas, especialmente las históricas, de ampliar la cuota de poder incluso tocando el propio principio de soberanía.


Casi siempre, las decisiones futuras de carácter político irán encaminadas a mejorar la aplicación, el desarrollo o interpretación de los textos.

Por cuanto corresponde al Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, la sociedad murciana y su evolución posterior irán decidiendo el sentido en el que se podrán "desgranar" los conceptos y competencias incluidos en el texto jurídico, como vía para profundizar en la naturaleza de su autonomía.


En relación con distintos aspectos que merecen una consideración especial, dentro de los varios que pueden entenderse relevantes, podemos examinar los siguientes:


Simbología. Tal como prevé el Estatuto, en su artículo 4, la Comunidad Autónoma tendrá himno propio, que será aprobado por ley de la Asamblea Regional.


Transcurrido el largo período de tiempo desde que se constituyeron nuestras principales instituciones, resulta incomprensible que no se hayan dado los pasos necesarios para acordar, con la máxima coincidencia, el himno regional que represente el espíritu de la Región, tan unida a la música. Tal vez la desidia con la que se trata este asunto no se corresponda con el reconocimiento del grado de identificación y afirmación regional del pueblo murciano.


Comarcalización. El desarrollo del Estatuto en el proceso paralelo de descentralización política y articulación del territorio, no se corresponde tampoco con la aplicación de las técnicas previstas en aquél. Desde el propio artículo 3 del Estatuto se afirma rotundamente que la Comunidad Autónoma se organiza territorialmente en municipios y comarcas. Se da por incuestionable el concepto de comarca y es evidente que no se ha dado ningún paso legal que permita iniciar el proceso de creación de la división interna del territorio en dichas entidades jurídicas.


El problema que subyace a la inactividad es puramente político: el proceso de comarcalización ha de conllevar un alto grado de participación municipal, puesto que se ha de entender como una superposición de una nueva instancia de poder. Sin embargo, ha de obviarse el recelo y vencer la resistencia, estableciendo un proceso participativo, lógico, planificado y con el mayor grado de aceptación ciudadana.


Desde el punto de vista organizativo, hay que reconocer las ventajas que puede aportar ese proceso: un nivel de decisiones supramunicipal, que defiende y garantiza la prestación de servicios más próximos al receptor y permite diseñar políticas económicas y de infraestructuras con mayores ventajas.


Por otra parte, no sería más que el reconocimiento de una división del territorio cuya aplicación está experimentada en materia electoral.


Ejemplo de que se trata de un proceso actual y posible es el llevado a cabo en Cataluña, donde la concepción de las comarcas ha servido para dar un paso de modernización interna del territorio y la sociedad.


Ampliación de competencias. Las Comunidades Autónomas, como la Región de Murcia, que han accedido a su régimen autonómico por el procedimiento previsto en el artículo 143 C.E., han sufrido modificaciones en el contenido de sus competencias, una vez transcurrido el período de "prueba" de los cinco años a que se refiere el artículo 148.2 y haciendo uso el Estado de las facultades previstas en el artículo 150. Ello ha sido posible porque el propio artículo 148.2 abre la posibilidad de ampliación del techo competencial dentro del marco establecido en el artículo 149.


Tal y como se reconoce por casi todos los autores, podemos encontrarnos ante una posiblidad ilimitada de delegación, apoyada en la voluntad estatal o en los futuros acuerdos políticos, que amplíe los poderes autonómicos, especialmente en desarrollo normativo y actividad gestora, y reserve para la instancia estatal la regulación orgánica o básica de las materias contenidas en el señalado artículo 149.


Ante ello y teniendo como referencia el avance de las Comunidades constituídas al amparo del artículo 151, podemos mantener la esperanza de que se produzca un proceso homogenizador, en que ya no existan diferentes ámbitos materiales autonómicos, sino campos de actuación claramente diferenciados entre el Estado y las Comunidades Autónomas.


La Región de Murcia, sus responsables políticos y la organización pública a su servicio deben dar la respuesta adecuada para demostrar que existe capacidad de asimilación de esos procesos de transferencia, aún sabiendo lo complejos que pueden resultar. A este respecto recordemos la dificultad de dar cumplimiento a la recepción de medios en competencias que ya son propias de nuestro sistema jurídico: educación y sanidad. 

APÉNDICE

LEYES APROBADAS DURANTE EL PERIODO PROVISIONAL (1982-1983)

1982
Ley 1/1982, de 18 de octubre, de Gobierno y Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

(BORM nº 63, de 23.10.82)

Ley 2/1982, de 15 de noviembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1982

(BORM nº 82, de 16.11.82)

Ley 3/1982, de 15 de noviembre, de aprobación de un crédito extraordinario para paliar los daños ocasionados en la Región por las recientes inundaciones en la Región de Murcia.

(BORM nº 84, de 13.11.82)

Ley 4/1982, de 22 de diciembre, de incompatibilidades en el ejercicio de la función representativa y de otros cargos en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

(BORM nº 1, de 3.1.83)

1983

Ley 1/1983, de 13 de enero, de concesión de crédito extraordinario para paliar el paro agrícola de la Región

(BORM nº 10, de 14.1.83)

Ley 2/1983, de 4 de febrero, de prórroga del presupuesto de 1982 y otras medidas presupuestarias de urgencia para el ejercicio de 1983

(BORM nº 79, de 8.4.83)

Ley 3/1983, de 29 de marzo, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la .Región de Murcia para el ejercicio de 1983

(BORM nº 79, de 8.4.83)


LEYES APROBADAS EN LA PRIMERA LEGISLATURA (1983-1987)

Ley 4/1983, de 4 de mayo, sobre uso de la Bandera regional de Murcia

(BORM nº.103, de 6.5.83)

Ley 5/1983, de 22 de julio, sobre creación, supresión y reestructuración de las Consejerías de la Administración de la Comunidad Autónoma

(BORM nº.166, de 22.7.83)

Ley 6/1983, de 22 de julio, de designación de senadores de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

(BORM nº.166, de 22.7.83)

Ley 7/1983, de 7 de octubre, de descentralización territorial y colaboraci6n entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y las entidades locales

(BORM nº.235, de 15.10.83)

Ley 8/1983, de 9 de diciembre, sobre concesión de tres créditos extraordinarios por importe total de 57.900.000 pesetas, uno de ellos de la extinta Consejería de Trabajo y Servicios Sociales, y dos en la Consejería de Sanidad, Consumo y Servicios Sociales.

(BORM nº.283, de 13.12.83)

Ley 9/1983, de 9 de diciembre, de concesión de tres créditos extraordinarios por importe de 30.000.000 de pesetas, al presupuesto en vigor de la Consejería de Industria, Tecnología, Comercio y Turismo para transferencia de capital en materia urbanística.

(BORM nº.283, de 13,12,83

Ley 10/1983, de 9 de diciembre, sobre concesión de tres créditos extraordinarios por importe de 10.000.000 de pesetas, a incorporar al presupuesto en vigor de la Consejería de Administración Local e Interior, para cooperación a la puesta en funcionamiento del municipio de Los Alcázares, Mancomunidad de Servicios de Municipios del Bajo Guadalentín y Mancomunidad de Servicios de Municipios de la Vega Media del Segura

(BORM nº.283, de 13.12.83)

Ley 11/1983, de 9 de diciembre, por la que se concede un crédito extraordinario por importe de 145.197.500 pesetas, para reparar daños causados por las inundaciones de 1982

(BORM nº.283, de 13.12.83)

Ley 12/1983, de 20 de diciembre, de concesión de crédito extraordinario por importe de 94.500.990 pesetas, "adicional al Plan de Obras y Servicios de 1983

(BORM nº.290, de 21.12.83)

1.984

Ley 1/1984, de 30 de mayo, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1984 

(BORM nº.124, de 31.5.84)

Ley 2/1984, de 8 de junio, por la que se crea el Instituto de Fomento de la Región de Murcia

(BORM nº.144, de 26.6.84)

Ley 3/1984, de 26 de septiembre, por la que se crea el Consejo de la Juventud de la Región de Murcia

(BORM nº.222, de 27.9.84)

Ley 4/1984, de 12 de noviembre, del Consejo Asesor de R.T.V.E. en la Región de Murcia

(BORM nº.269, de 23.11.84)

Ley 5/1984, de 14 de noviembre, de modificación de la Ley 1/1984, de 30 de mayo, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de Murcia para 1984

(BORM nº.265, de 19.11.84)

Ley 6/1984, de 14 de noviembre, de modificación del enunciado de la partida 14.01.752 del presupuesto de 1984.

(BORM nº.265, de 19.11.84)

Ley 7/1984, de 14 de noviembre, de modificación del concepto 14.02.621,del presupuesto de gastos de 1984

(BORM nº.265, de 19.11.84)

Ley 8/1984, de 14 de noviembre, de concesión de un crédito extraordinario por importe de 3.098.000 pesetas para otorgar subvenciones a la Universidad de Murcia con destino a la financiación de actividades culturales

(BORM nº.265, de 19.11.84)

Ley 9/1984, de 22 de noviembre, reguladora de la iniciativa legislativa popular, de los ayuntamientos y comarcas.

(BORM nº.281, de 10.12.84)

Ley 10/1984, de 27 de noviembre, general de tasas de la Región de Murcia

(BORM nº.289, de 19.12.84)

Ley 11/1984, de 27 de diciembre, de concesión de un crédito extraordinario, por importe de 300.000.000 de pesetas y con destino a la"adquisición, reforma, adecuación y equipamiento del sanatorio médico-quirúrgico y de maternidad Los Arcos"

(BORM nº.295, de 28.12.84)

Ley 12/1984, de 27 de diciembre, de imposición sobre los juegos de suerte, envite o azar.

(BORM nº.295, de 28.12.84)

Ley 13/1984, de 27 de diciembre de modificación del enunciado de la partida 16.01.621 de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma

(BORM n. 296, de 29.12.84)

1985
Ley 1/1985, de 30 de enero, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1985

(BORM nº.25, de 30.1.85)

Ley 2/1985, de 1 de julio, sobre comparecencia en juicio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

(BORM nº.159, de 13.7.85)

Ley 3/1985, de 10 de julio, de creación del organismo autónomo Imprenta Regional de Murcia

(BORM nº.172, de 30.7.85)

Ley 4/1985, de 29 de julio, modificando la de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para el año 1985

(BORM nº.174, de 1.8.85)

 Ley 5/1985, de 21 de julio, de patrimonio de la Comunidad Autónoma

(BORM nº.210, de 13.9.85)

Ley 6/1985, de 15 de octubre, de concesión de crédito extraordinario y suplemento de crédito con destino a paliar la situación de paro que padece la región, y al acondicionamiento, mobiliario y puesta en servicio de los nuevos locales sede de la Consejería de Agricultura, Ganadería y Pesca

(BORM nº.244, de 25.10.85)

Ley 7/1985, de 8 de noviembre, de honores, condecoraciones y distinciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia

(BORM nº.264, de 19.11.85)

Ley 8/1985, de 9 de diciembre, de servicios sociales de la Región de Murcia

(BORM nº.290, de 19.12.85)

Ley 9/1985, de 10 de diciembre, de los órganos consultivos de la Administración regional

(BORM nº.290, de 19.12.85)

1986

Ley 1/1986, de 27 de enero, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1986

(BORM nº.22, de 28.1.86)

Ley 2/1986, de 20 de enero, de ferias de la Región de Murcia

(BORM nº.29, de 5.2.86)

Ley 3/1986, de 19 de marzo, de la función pública de la Región de Murcia

(BORM nº.75, de 2.4.86)

Ley 4/1986, de 15 de mayo, sobre inspección, sanciones y procedimiento en materia de turismo

(BORM nº.133, de 12.6.86)

Ley 5/1986, de 23 de mayo, reguladora de la distribución de competencias en materia de urbanismo entre los órganos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 

(BORM nº.147, de 28.6.86)

Ley 6/1986, de 24 de mayo, del Instituto de Fomento de la Región de Murcia

(BORM nº.147, de 28.6.86)

Ley 7/1986, de 17 de julio, de concesión de crédito extraordinario para financiación del Plan Adicional al de Obras y Servicios

(BORM nº.168, de 23.7.86)

Ley 8/1986, de 1 de agosto, por la que se modifica parcialmente la Ley 10/1984, de 27 de noviembre, general de tasas de la Región de Murcia, y se regulan las tasas cuya gestión tienen encomendadas las Consejerías de Política Territorial y Obras Públicas y de Agricultura, Ganadería y Pesca

(BORM nº.204, de 5.9.86)

Ley 9/1986, de 9 de diciembre, de reconocimiento de las comunidades murcianas asentadas fuera de la Región

(BORM nº.298, de 30.12.86)

Ley 10/1986, de 19 de diciembre, de la Agencia Regional de Medio Ambiente y la Naturaleza

(BORM nº.298, de 30.12.86)

Ley 11/1986, de 19 de diciembre, por la que se crea el Instituto de Servicios Sociales de la Región de Murcia

(BORM nº.298, de 30.12.86)

Ley 12/1986, de 20 de diciembre, de medidas para la protección de la legalidad urbanística en la Región de Murcia

(BORM nº.299, de 31.12.86)

Ley 13/1986, de 23 de diciembre, de crédito extraordinario y suplemento de crédito para financiación del Plan Adicional II del Plan de Obras y Servicios para 1986, de la adquisición de bienes inmuebles y para la concesión de subvenciones a corporaciones locales

(BORM nº.299, de 31.12.86)

1987
Ley 1/1987, de 30 de enero, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1987

(BORM nº.26, de 2.2.87)

Ley 2/1987, de 12 de febrero, electoral de la Región de Murcia

(BORM nº.59, de 12.3.87)

Ley 3/1987, de 23 de abril, de protección y armonización de usos del Mar Menor

(BORM nº.116, de 22.5.87)

Ley 4/1987, de 27 de abril, de ordenación de cuerpos y escalas de la Administración Regional.

(BORM nº.118, de 25.5.87)

Ley 5/1987, de 15 de mayo, de concesión de un crédito extraordinario para financiación del tercer Plan Adicional al de Obras y Servicios para 1986

(BORM nº.121, de 28.5.87)

LEYES APROBADAS EN LA SEGUNDA LEGISLATURA (1987-1991)

Ley 6/1987, de 29 de septiembre, de reforma de la Ley 6/1983, de 22 de julio, de designación de senadores de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

(BORM.nº.235, de 15.10.87)

Ley 7/1987, de 28 de diciembre, de concesión de créditos extraordinarios para financiar el II Plan Adicional al de Obras y Servicios para 1987, paliar los daños ocasionados por las inundaciones y modificar el artículo 3 de la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1987.

(BORM. nº.298, de 30.12.87)

1988

Ley 1/1988, de 7 de enero, del Presidente, del Consejo de Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

(BORM. nº.10, de 14.1.88)

Ley 2/1988, de 30 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1988.

(BORM.nº.24, de 1.2.88)

Ley 3/1988, de 28 de junio, de modificación del artículo 20 de la Ley 2/1988, de 30 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1.988.

(BORM.nº.160, de 13.7.88)

Ley 4/1988, de 28 de junio, de Créditos Extraordinarios para la financiación de inversiones destinadas a reparar los daños ocasionados por las inundaciones de 1987.

(BORM.nº.160, de 13.7.88)

Ley 5/1988, de 11 de julio, de coordinación de policías locales.

(BORM.nº.176, de 2.8.88)

Ley 6/1988, de 25 de agosto, de Régimen Local de la Región de
Murcia.

(BORM. nº.203, de 3.9.88)

Ley 7/1988, de 6 de octubre, de Organos Rectores de las Cajas de Ahorro de la Región de Murcia.

(BORM.nº.231, de 7.10.88)

Ley 8/1988, de 4 de noviembre, de Créditos Extraordinarios para la financiación del Plan Adicional al de Obras y Servicios para 1988, y para el Plan de Obras de la Red Viaria Local.

(BORM.nº.260, de 12.11.88)

Ley 9/1988, de 11 de noviembre, de creación, organización y control parlamentario de RTVMUR.

(BORM.nº.262, de 15.11.88)

Ley 10/1988, de 11 de noviembre, de Financiación del Plan de Saneamiento del Río Segura en la Región de Murcia.

(BORM. nº.262, de 15.11.88)

Ley 11/1988, de 30 de noviembre, de Artesanía de la Región de Murcia.

(BORM. nº.287, de 16.12.88)

Ley 12/1988, de 29 de diciembre, de modificación de la Ley 9/1988, de 11 de noviembre, de creación, organización y control parlamentario de RTVMUR.

(BORM. nº.299, de 30.12.88)

1989
Ley 1/1989 de 27 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1989.

(BORM. nº.23, de 28.1.89)

Ley 2/1989, de 12 de junio, de modificación de la Ley 3/1986' de 19 de marzo, de la Función Pública de la Región de Murcia, y de la Ley 4/1987, de 27 de abril, de Ordenación de Cuerpos v Escalas de la Administración.

(BORM. nº.141, de 21.6.89)

Ley 3/1989, de 3 de julio, sobre declaración de Interés Social y concesión de un crédito extraordinario para la instalación de un complejo industrial en Cartagena.

(BORM. nº.156, de 8.7.89)

Ley 4/1989, de 28 de julio, de creación del municipio de Los Alcázares y de adopción de medidas complementarias.

(BORM. nº.174, de 31.7.89)

 Ley 5/1989, de 4 de diciembre, de determinación de la capitalidad de los partidos judiciales de la Región.

(BORM. nº.279, de 5.12.89)

1990
Ley 1/1990, de 26 de febrero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1990.

(BORM. nº.49, de 28.2.90)

Ley 2/1990, de 5 de abril, de creación del Servicio de Salud de la Región de Murcia.

(BORM. nº.96, de 27.4.90)

Ley 3/1990, de 5 de abril, de Hacienda de la Región de Murcia.

(BORM. nº.96, de 27.4.90)

Ley 4/1990, de 11 de abril, de medidas de Fomento del Patrimonio Histórico de la Región de Murcia.

(BORM. nº.112, de 17.5.90)

Ley 5/1990, de 11 de abril, de Museos de la Región de Murcia.

(BORM.nº.116, de 22.5.90) 

Ley 6/1990, de 11 de abril, de Archivos y Patrimonio Documental de la Región de Murcia.

(BORM. nº.116, de 22.5.90)

Ley 7/1990, de 11 de abril, de Bibliotecas y Patrimonio Bibliográfico de la Región de Murcia,

(BORM.nº.116, de 22.5.90)

Ley 8/1990, de 19 de julio, de concesión, de una paga con carácter excepcional al personal al servicio de la Administración Regional.(BORM. nº.188, de 16.8.90)

Ley 9/1990, de 27 de agosto, de Carreteras de la Región de Murcia.

(BORM.nº.222, de 26.9.90)

Ley 10/1990, de 27 de agosto, de Protección y Defensa de los Animales de Compañía.

(BORM. nº.225, de 29.9.90)

Ley 11/1990, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1991.

(BORM. nº.297, de 28.12.90)

1991

Ley 1/1991, de 15 de marzo, de reforma del Artículo 17 de la Ley 2/1987, de 12 de febrero, electoral de la Región de Murcia.

(BORM. nº.63, de 16.3.91)

Ley 2/1991, de 21 de marzo, de aplicación de la cláusula de Revisión Salarial al personal al servicio de la Comunidad Autónoma de Murcia.

(BORM. nº.85, de 15.4.91)


LEYES APROBADAS DURANTE LA TERCERA LEGISLATURA (1991-1993)

Ley 3/1991, de 23 diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1992.

(BORM. nº.299, de 30.12.91) 

Ley 4/1991, de 26 de diciembre, de establecimiento y fijación del recargo sobre el Impuesto de Actividades Económicas.

(BORM. nº.299, de 30.12.91)

 1992

Ley 1/1992, de 28 de julio, por la que se concede un crédito extraordinario en el ejercicio de 1991 y anteriores y suplemento de crédito en 1992, para atender obligaciones derivadas de gastos sanitarios y actuaciones en escuelas infantiles.

(BORM. nº. 176, de 30.7.92)

Ley 2/1992, de 28 de julio, de fijación de la cuantía del recargo sobre las cuotas mínimas del Impuesto sobre Actividades Económicas.

(BORM. nº.176, de 30.7.92) 

Ley 3/1992, de 30 de julio, de patrimonio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

(BORM. nº.189, de 14.8.92)

Ley 4/1992, de 30 de julio, de ordenación y protección del territorio de la Región de Murcia.

(BORM. nº.189, de 14.8.92)

 Ley 5/1992, de 22 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1993.

(BORM. nº.301, de 30.12.92)

Ley 6/1992, de 23 de diciembre, de tasas, precios públicos y contribuciones especiales.

(BORM. nº.301, de 30.12.92)

1993

Ley 1/1993, de 25 de junio, de aplicación de la cláusula de revisión salarial al personal al servicio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

(BORM. nº.151, de 2.7.93)

Ley 2/1993, de 25 de junio, de crédito extraordinario para la financiación de las subvenciones concedidas a los partidos políticos, como consecuencia de las elecciones a la Asamblea Regional en 1991.

(BORM. nº.151, de 2.7.93)

Ley 3/1993, de 16 de julio, del Consejo Económico y Social de la Región de Murcia.

(BORM. nº.184, de 10.8.93)

 Ley 4/1993, de 16 de julio, del deporte de la Región de Murcia.

(BORM. nº.184, de 10.8.93)

Ley 5/1993, de 29 de octubre, de reasignación de recursos, racionalización del gasto público, y de modificación y reajuste del presupuesto de 1993.

(BORM. nº.254, de 3.11.93)

Ley 6/1993, de 5 de noviembre, de supresión de la Agencia Regional para el Medio Ambiente y la Naturaleza.

(BORM. nº.292, de 20.12.93)

Ley 7/1993, de 23 de diciembre, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1994.
(BORM. nº.299, de 29.12.93)

1994
Ley 1/1994, de 29 de abril, de modificación de la Ley 9/1985, de 10 de diciembre, de los Órganos Consultivos de la Administración Regional.

(BORM. nº.113, de 19.5.94)

Ley 2/1994, de 17 de junio, de concesión de un crédito extraordinario para cofinanciar un plan de pensiones de prejubilaci6n para los trabajadores del sector de fertilizantes.

(BORM.nº.147, de 29.6.94)

 Ley 3/1994, de 26 de julio, de los disminuidos visuales, usuarios de perros guía.

(BORM. nº.174, de 30.7.94)

Ley 4/1994, de 26 de julio, de salud de la Región de Murcia.

(BORM. nº.178, de 4.8.94)

Ley 5/1994, de 1 de agosto, del estatuto regional de la actividad política.

(BORM. nº.187, de 16.8.94)

Ley 6/1994, de 9 de noviembre, de modificación de la Ley 4/1987, de 27 de abril, de ordenación de cuerpos y escalas de la Administración Regional.

(BORM. nº.271, de 24.11.94)

 Ley 7/1994, de 17 de noviembre, por la que se extingue Radio Televisión Murciana  y se regula el servicio público de radiodifusión de la Región de Murcia, su organización y control parlamentario.

(BORM. nº.277, de 1.12.94)

 Ley 8/1994, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1995.

(BORM. nº.300, de 30.12.94)

Ley 9/1994, de 30 de diciembre. por la que se crea el Consejo Regional de Cooperación Local.

(BORM.nº.15, de 19.1.95)

Ley 10/1994, de 30 de diciembre, para la creación de la Sociedad Promotora del Suelo y la Vivienda de la Región de Murcia.

(BORM. nº.15, de 19.1.95)

1995
Ley 1/1995, de 8 de marzo. de protección del medio ambiente de la Región de Murcia.

(BORM. nº.78, de 3.4.95)

Ley 2/1995, de 15 de marzo. reguladora del juego v apuestas de la Región de Murcia.

(BORM. nº.86, de 12.4.95)

 Ley 3/1995, de 21 de marzo, de la infancia de la Región de Murcia.

(BORM. nº.86, de 12.4.95)

Ley 4/1995, de 22 de marzo, de modificación de la Ley 6/1992, de 23 de diciembre, de tasas, precios públicos y contribuciones especiales.

(BORM. nº.88, de 17.4.95)

Ley 5/1995, de 7 de abril, sobre condiciones de habitabilidad en edificios de viviendas y de promoción de la accesibilidad general.

(BORM. nº.102, de 4.5.95)

Ley 6/1995, de 21 de abril, de modificación de los limites del Parque Regional de Sierra España.

(BORM. nº.102, de 4.5.95)

Ley 7/1995, de 21 de abril, de la fauna silvestre, caza y pesca fluvial.

(BORM. nº.102, de 4.5.95) 

Ley 8/1995, de 24 de abril, de promoción y participación juvenil.

(BORM. nº.102, de 4.5.95)

Ley 9/1995, de 24 de abril, de reforma de la ley 2/1987, de 12 de febrero, electoral de la Región de Murcia.

(BORM. nº.102, de 4.5.95)

Ley 10/1995, de 24 de abril, de modificación de las atribuciones de los órganos de la Comunidad Autónoma en materia de urbanismo.

(BORM. nº.102, de 4.5.95)

CUARTA LEGISLATURA (1.995-1.999)

Ley 11/1.995, de 5 de octubre, de modificación de la Ley 7/1.995, de 21 de abril, de la Fauna Silvestre, Caza y Pesca Fluvial

(B.O.R.M. nº.232, de 6.10.95)

Ley 12/1.995, de 20 de diciembre, de suplemento de crédito para necesidades de gastos extraordinarios del Servicio de Salud de la Región de Murcia y de la Dirección General de Tributos de la Consejería de Economía y Hacienda

(B.O.R.M. nº.292, de 20.11.95)

Ley 13/1.995, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para 1.996

(B.O.R.M. nº.297, de 27.12.95)

1.996
Ley 1/1.996, de 25 de marzo, de modificación de la Disposición Adicional Vigesimotercera de la Ley 13/1,995, de 25 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1.996

(B.O.R.M. nº.78, de 3.4.96)

Ley 2/1.996, de 16 de mayo, por la que se regulan los Consejos Técnicos Consultivos y los Comisionados Regionales

(B.O.R.M. nº.120, de 25.5.96)

Ley 3/1.996, de 16 de mayo, de Puertos de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

(BORM. nº.120, de 5.5.96)

Ley 4/1.996, de 14 de junio, del Estatuto de los Consumidores y Usuarios de la Región de Murcia.

(BORM. nº.146, de 5.6.96)

Ley 5/1.996, de 30 de julio, de Museos de la Región de Murcia.

(BORM. nº.187, de 12.8.96)

Ley 6/1.996, de 12 de noviembre, de suplemento de crédito de necesidades de gastos extraordinarios del Servicio de Salud de la Región de Murcia, de la Dirección General de Universidades y de la Dirección General de Cultura, de la Consejería de Cultura  y Educación; de la Dirección General de Ordenación del Territorio y Vivienda, de la Consejería de Política Territorial y Obras Públicas; de la Dirección General de Tributos, de la Consejería de Economía y Hacienda y de Onda Regional de Murcia, de la Consejería de Presidencia. 

(BORM. nº.267, de 16.11.96)

Ley 7/1.996, de 15 de noviembre, de crédito extraordinario para necesidades de gasto de la Dirección General de Universidades, de la Consejería de Cultura y Educación y de la Dirección General de Ordenación del Territorio y Vivienda, de la Consejería de Política Territorial y Obras Públicas.

(BORM. nº.280, de 2.12.96)

Ley 8/1.996, de 3 de diciembre, de creación del Organismo Autónomo "Agencia Regional de Recaudación".

(BORM. nº.297, de 24.12.96)
Ley 9/1.996, de 17 de diciembre, de creación del Colegio Profesional de Fisioterapeutas de la Región de Murcia.

(BORM. nº.7,de 10.1.97)

Ley 10/1.1996, de 17 de diciembre, de creación del Colegio             Profesional de Podólogos de la Región de Murcia.

(BORM. nº.7 de 10.1.97)

1997

Ley 1/1.997, de 24 de febrero, de "Suplemento de Crédito para necesidades de gasto extraordinario para subvenciones que corresponden a los partidos políticos en relación con las elecciones del año 1.995".

(BORM. nº.62, de 15.3.97)

Ley 2/1.997, de 19 de mayo, del Consejo Jurídico de la Región de Murcia.

(BORM. nº.131, de 10.6.97)

Ley 3/1.997, de 28 de mayo, de "Ordenación Farmacéutica de la Región de Murcia".

(BORM. nº.144, de 25.6.97)

Ley 4/1.997, de 24 de julio, de construcción y explotación de infraestructuras de la Región de Murcia.

(BORM. nº.195, de 25.8.97)

Ley 5/1.997, de 13 de octubre, de Ferias de la Región de Murcia.

(BORM. nº.250, de 28.10.97)

Ley 6/1.997, de 22 de octubre, sobre "Drogas, para la Prevención, Asistencia e Integración Social".

(BORM. nº.262, de 7.11.97)

Ley 7/1.997, de 29 de octubre, sobre Ley de Tasas, Precios Públicos y Contribuciones Especiales. 

(BORM. nº.276, de 28.11.97)

Ley 8/1.997, de 10 de noviembre, de Crédito Extraordinario para necesidades de gasto extraordinario de la Consejería de Economía y Hacienda y de la Consejería de Industria, Trabajo y Turismo.

(BORM. nº.S-6, de 10.11.97)

Ley 9/1.997, de 10 de noviembre, de Suplemento de Crédito para necesidades de gasto extraordinario de las Consejerías de Presidencia, Economía y Hacienda, de Política Territorial y Obras Públicas, de Cultura y Educación y de Sanidad y Política Social.

(BORM. nº. S-6, de 10.11.97)

Ley 10/1.997, de 18 de diciembre, "De la Cámara Agraria de la Región de Murcia".

(BORM. nº.270, de 21.11.97)

Ley 12/1.997, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma para el año 1.998.

(BORM. nº.300, de 30.12.97)

Ley 13/1.997, de 23 de diciembre, de Medidas Fiscales, Presupuestarias y Administrativas.

(BORM. nº.300, de 30.12.97)

Ley 11/1.997, de 12 de diciembre, de Turismo de la Región de Murcia.

BORM. nº.14, de 19.1.98)

1998

Ley 1/1.998, de 28 de abril, " De creación del Colegio Profesional de Ingenieros en Informática de la Región de Murcia".

(BORM. nº.106, de 11.5.98)

Ley 2/1.998, de 28 de abril, "De creación del Colegio Profesional de Ingenieros Técnicos en Informática de la Región de Murcia".

(BORM. nº.106, de 11.5.98)

Ley 3/1.998, de 1 de julio, de Cajas de Ahorros de la Región de Murcia 

(BORM. nº.169, de 24.7.98)

Ley 4/1.998, de 22 de julio, de Coordinación de las Policías Locales de la Región de Murcia.

(BORM. nº.169, de 24.7.98)

Ley 5/1.998, de 3 de agosto, de creación de la Universidad Politécnica de Cartagena.

(BORM. nº.182, de 8.8.98)

Ley 6/1.998, de 30 de noviembre, de Consejos Escolares de la Región de Murcia.

(BORM. nº.288, de 15.12.98)

Ley 7/1.998, de 4 de diciembre, de modificación de la Ley 3/1.990, de Hacienda de la Región de Murcia y adecuación de determinadas disposiciones tributarias a la normativa estatal.

(BORM. nº.282, de 5.12.98)

Ley 8/1.998. de 4 de diciembre, de crédito extraordinario para necesidades de gasto de la Consejería de Economía y Hacienda y de la Consejería de industria, Trabajo y Turismo, por importe de 71.263,000 Pts.

(BORM. nº.288, de 15.12.98)

Ley 9/1.998, de 4 de diciembre, de suplemento de crédito para financiar necesidades de gasto extraordinario de las Consejerías de Presidencia, Economía y Hacienda y Cultura y Educación, por importe de 926.333,558 Pts.

(BORM. nº.288, de 15.12.98)

Ley 11/1.998, de 28 de diciembre, de Medidas Financieras, Administrativas y de Función Pública Regional.

(BORM. nº.301, de 31.12.98)

Ley 12/1.998, de 31 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para 1.999.

(BORM. nº.301, de 31.12.98)

Ley 10/1.998, de 21 de diciembre, sobre Régimen del Comercio

Minorista en la Región de Murcia.

(BORM. nº.9, de 13.1.99)

1999

Ley 1/1.999, de 17 de febrero, "De creación del Instituto de Vivienda y Suelo de la Región de Murcia".

(BORM. nº.54, de 6.3.99)

Ley 2/ 1.999, de 30 de marzo, "Del Consejo Social de las Universidades Públicas de la Región de Murcia".

(BORM nº.87, de 17.4.99 )

Ley 3/ 1.999, de 14 de abril, "De crédito Extraordinario por importe de dos mil quinientos millones de pesetas para la atención de los gastos de reparación de daños y reposición de infraestructuras con motivo del seísmo producido en la comarca del Río Mula".

( BORM nº.96, de 28.4.99 )

Ley 4/ 1.999, de 21 de abril, "De Coordinación Universitaria de la Región de Murcia".

( BORM nº.102, de 6.5.99 )

Ley 5/ 1.999, de 5 de octubre, "De modificación del artículo 23.1 de la Ley 12/ 1.998, de 31 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para 1.999 y de Suplemento de Crédito por importe de 90.660.493 pts., para financiar las nuevas retribuciones de los Diputados de la Asamblea Regional y la homologación de retribuciones de los altos cargos de la Administración regional con las de determinados altos cargos de la Administración General del Estado".

( BORM nº.242, de 19.10.99 )  (Corrección de errores: BORM nº 290, de 17.12.99)

Ley 6/ 1.999, de 4 de noviembre, de los Colegios Profesionales de la Región de Murcia".

( BORM nº.274, de 26.11.99 )

Ley 7/ 1.999, de 13 de diciembre, "De suplementos de crédito para financiar necesidades de gasto de la empresa pública Onda Regional de Murcia, de la Consejería de Presidencia para atender subvenciones correspondientes a las elecciones autonómicas del pasado 13 de junio y del resto de las Consejerías para atender gastos de personal no previstos en el concepto "Otras remuneraciones", por un importe total de 224.150.000 pts.".

( BORM nº.288, de 15.12.99 )

Ley 8/ 1.999, "De crédito extraordinario para atender las necesidades de gasto derivadas de la financiación de los convenios singulares a los que se refiere la disposición adicional quinta de la Ley 12 / 1.998, de 31 de diciembre, así como las derivadas de la financiación de convenios para la ejecución de programas de fomento y desarrollo de la economía social, por un importe total de 873.000.000 pts."

( BORM nº.288, de 15.12.99 )

Ley 9/ 1.999, de 27 de diciembre, de “Medidas Tributarias y de modificación de diversas Leyes Regionales en materia de Tasas, Puertos, Educación, Juego y Apuestas y Construcción y Explotación de Infraestructuras”.

( BORM.nº.301, de 31.12.99 )

Ley 10/ 1.999, de 27 de diciembre, de “Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para el ejercicio 2.000”.

( BORM.nº.301, de 31.12.99 )

2.000

Ley 1/ 2.000, de 27 de junio, “De creación del Instituto de Seguridad y Salud Laboral de la Región de Murcia”.

( BORM. nº 162, de 14.7.2000 )

Ley 2/ 2.000, de 12 de julio, del Deporte de la Región de Murcia.

( BORM. nº 175, de 29.7.2000 )

Ley 3/ 2.000, de 12 de julio, de Saneamiento y Depuración de Aguas Residuales de la Región de Murcia e Implantación del Canon de Saneamiento.

( BORM. nº 175, de 29.7.2000 )

Ley 4/ 2.000, de 12 de julio, de Suplemento de Crédito por importe de 359.545.575 pesetas para financiar una campaña de vacunación masiva frente a la enfermedad meningocócica causada por el serogrupo C.

( BORM. nº 175, de 29.7.2000 )

Ley 5/ 2.000, de 19 de diciembre, de Crédito extraordinario por importe de 300.000.000 de pesetas para financiar gastos derivados de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 5/ 2.000, de 12 de enero, de responsabilidad penal de los menores y suplemento de crédito por importe de 475.932.132 pesetas para financiar necesidades de varias Consejerías.

( BORM. nº 293, de 20.12.2.000 )

Ley 6/ 2.000, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia para el ejercicio 2.001.

( BORM. nº 301, de 30.12.2.000 )

Ley 7/ 2.000, de 29 de diciembre, de Medidas Tributarias y en Materia de juego, apuestas y función pública.

( BORM. nº 301, de 30.12.2.000 )

2001

Ley 1/ 2.001, de 24 de abril, del Suelo de la Región de Murcia.

( BORM. nº 113, de17.5.2.001 )

Ley 2/ 2.001, de 2 de julio, de creación del Colegio Profesional de Protésicos Dentales de la Región de Murcia.

( BORM. nº 166, de 19.7.2.001 )

Ley 3/ 2.001, de 3 de julio, de modificación de la Ley 1/ 2.000, de 27 de junio, de creación del Instituto de Seguridad y Salud Laboral de la Región de Murcia.

( BORM. nº 166, de 19.7.2.001 )
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